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En el presente trabajo, se incide en que el interés superior del niño es de aplicación obligatoria en 
todos los casos en los que se evalúa asuntos que conciernen a un menor de edad conforme a lo 
dispuesto expresamente en la Convención sobre los Derechos del Niño y el análisis por parte del 
Comité de los Derechos del Niño; por tanto no resulta ajeno en los casos donde se evalúa la situación 
de un adolescente en conflicto con la ley penal, y en ese contexto, resulta obligatoria una motivación 
explícita de las razones que se han considerado para garantizar dicho interés superior del niño al 
determinar la sanción que corresponda según el caso. 
 
Bajo dicha premisa, se ha buscado constatar en qué medida de la revisión de las sentencias emitidas 
por los magistrados de las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura en los casos referidos 
a procesos de adolescentes infractores de la ley penal durante los años 2016 y 2017, se ha motivado 
el interés superior del niño para los efectos de la determinación de la sanción según el caso en 
concreto, obteniendo como resultado que sobrepasan en más de la mitad de las sentencias revisadas 






































In the present work, it is emphasized that the best interest of the child is mandatory in all cases in 
which issues concerning a minor are evaluated in accordance with the provisions of the Convention 
on the Rights of the Child and the analysis by the Committee on the Rights of the Child; therefore, it 
is not alien in cases where the situation of an adolescent in conflict with the criminal law is evaluated, 
and in this context, an explicit motivation of the reasons that have been considered to guarantee said 
superior interest of the child in determining the sanction that corresponds according to the case. 
 
Under this premise, it has been sought to verify to what extent the review of the judgments issued 
by the judges of the Civil Chambers of the Superior Court of Justice of Piura in the cases referred 
to processes of juvenile offenders of the criminal law during the years 2016 and 2017, the best 
interest of the child has been motivated for the purposes of determining the sanction according to 
the specific case, obtaining as a result that they exceed in more than half of the revised sentences 




























La presente investigación con el título “El interés superior del niño en la determinación de las 
sanciones al adolescente infractor a la ley penal”, surgió con la finalidad de lograr conocer los 
alcances de lo previsto en la Convención sobre los Derechos del Niño, que se aplica a las personas 
menores de dieciocho años, y por ende a los casos de adolescentes infractores de la ley penal; siendo 
el mismo un tratado de las Naciones Unidas que forma parte de la legislación peruana desde su 
ratificación en el año 1990 y en virtud de lo dispuesto por el artículo 55° de nuestra Carta 
Fundamental; por tanto, resulta obligatoria su observación por nuestro país. 
 
Bajo dicho escenario, se puede sostener que el interés superior del niño, previsto en el artículo 3º de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, que señala que el mismo debe ser considerado en todas 
decisiones que involucran los intereses de una persona menor de dieciocho años, es un mandato que 
debe ser observado por nuestros magistrados en todos los casos que conciernen al menor, sin 
excepción alguna. 
 
En ese sentido, en el quehacer laboral en la Corte Superior de Justicia de Piura observé que los Jueces 
en asuntos de familia al determinar la sanción para un adolescente infractor de la ley penal, 
consideran los presupuestos previstos en el Código de los Niños y Adolescentes, pero pocas veces 
invocaban el interés superior del niño para justificar su decisión conforme a lo establecido en el 
párrafo 1) artículo 3º de la Convención de los Derechos del Niño, más aún cuando se analizaba en 
función a la mayor o menor gravedad de dicha medida. 
 
Resultó de relevancia para el propósito de la presente investigación determinar si el interés superior 
del niño es de aplicación obligatoria al momento de imponer una medida a un o una adolescente 
encontrado responsable de infringir la ley penal, máxime cuando es un asunto en el que se encuentra 
de por medio la expectativa que tiene la parte agraviada y la sociedad a la respuesta que los 
magistrados procuran frente a dichas situaciones en un contexto de inseguridad jurídica; asimismo, 
constatar si tal interés superior era considerado por los magistrados de la Corte Superior de Justicia 
del distrito judicial de Piura 
 
 Para el desarrollo de la presente investigación se revisaron y examinaron las sentencias sobre 
adolescentes infractores de la ley penal emitidas por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia 
de Piura durante los años 2016 y 2017, específicamente en los fundamentos relacionados a la 
determinación de la sanción, con la finalidad de conocer en qué medida se tuvo en cuenta el interés 
superior del niño en el caso concreto; asimismo, se revisó legislación, doctrina y jurisprudencia 
relacionada al tratamiento jurídico del interés superior del niño y del adolescente infractor de la ley 
penal, más aún cuando del interés superior del niño la propia Convención sobre los Derechos del 
Niño no lo define, por lo que se sostiene que se trata de un concepto jurídico indeterminado; 
igualmente, se efectuó una entrevista a magistrados y servidores judiciales de la Corte Superior de 
Justicia de Piura que conocen o han conocido asuntos de Derecho de Familia que es la rama del 
Derecho en el que en nuestro sistema jurídico se trata los casos de adolescente involucrados en la 
comisión de infracción a la ley penal; información que se recogió bajo un enfoque cualitativo-
cuantitativo y haciendo uso del método explicativo – descriptivo. 
 
En ese sentido, la presente investigación permitió recabar información relevante sobre un tema 
sensible que se mantiene vigente en nuestros días, cuya utilidad no solo se limita al ámbito 
jurisdiccional sino para la colectividad en general, en tanto se trata de un tema que genera alarma 
social y repercute en la vida de los adolescentes, cuya etapa de la vida es temporal y efímera, siendo 
ellos finalmente quienes serán los futuros adultos de nuestra sociedad, por ende cobra relevancia 
evaluar cómo nuestros jueces evalúan el interés superior del niño al momento de imponerles una 





CAPÍTULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMATICA 
 
1.1 DESCRIPCIÓN DE LA REALIDAD PROBLEMÁTICA  
 
El problema surge debido a que, en el quehacer laboral en la Corte Superior de Justicia de Piura 
observé que los Jueces en asuntos de familia  consideran los presupuestos previstos en el Código de 
los Niños y Adolescentes a fin de determinar la sanción para un adolescente infractor de la ley penal, 
pero pocas veces justifican la aplicación del interés superior del niño en casos como los señalados, 
pese al mandato previsto en el párrafo 1) artículo 3º de la Convención de los Derechos del Niño, que 
prescribe en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos 
una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. Frente a la situación 
descrita se pretende dar respuesta a si el interés superior del niño resulta de aplicación obligatoria o 
discrecional al momento de determinar la sanción al adolescente encontrado responsable de infringir 
la ley, así como constatar si las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura en dichos 
procesos han considerado el interés superior del niño para tales efectos. 
 
1.6 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.6.1 Problema General 
 
✓ ¿En qué medida en la revisión de las sentencias emitidas por las Salas Civiles de la Corte 
Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017 referidos a procesos de menores 
infractores se ha advertido que los Jueces han motivado el interés superior del niño para los 
efectos de la determinación de la sanción? 
 
1.6.2 Problemas Específico 
 
✓ ¿La motivación del interés superior del niño en las sentencias sobre menores infractores es 
obligatoria para los efectos de la determinación de la sanción a imponer? 
 
1.7 JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Conforme a la Observación General N° 14 del Comité sobre los derechos del niño, sobre el derecho 
del niño a que su interés superior sea una consideración primordial, el objetivo del concepto del 
interés superior del niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos 
por la Convención y el desarrollo holístico del niño. 
 
En ese sentido, exigir la motivación del interés superior del niño en la determinación de una sanción 
a un o una adolescente infractor de la ley penal permitirá examinar y conocer en qué medida ha sido 
garantizada la aplicación de dicho interés, además permitirá conocer cómo nuestros jueces perciben 
el sistema penal juvenil y la trascendencia de la decisión en la vida de un adolescente, entre otras 
consideraciones, más aún cuando ante la presencia de delitos graves que generan alarma social, 
siempre existen sectores de la sociedad que bajo la premisa de la seguridad jurídica reclaman mayores 
sanciones para quienes infrinjan la ley penal; siendo finalmente en las funciones del Magistrado a 
través de sus fallos que se refleja el ius puniendi del Estado 
 
En ese sentido, la presente investigación permitió recabar información relevante sobre un tema 
sensible que se mantiene vigente, que busca ser de utilidad no solo en el ámbito jurisdiccional sino 
para la colectividad en general, con el objetivo de mejorar el tratamiento en el caso de los 
adolescentes encontrados responsables de infringir la ley penal conforme a los estándares 




1.8 OBJETIVOS  
 
1.8.1 Objetivo General 
 
Determinar en qué medida en la revisión de las sentencias emitidas por las Salas Civiles de la Corte 
Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017 referidos a procesos de adolescentes 
infractores se ha advertido que los Jueces han motivado el interés superior del niño para los efectos 
de la determinación de la sanción. 
 
1.8.2 Objetivo Específico 
 
Determinar si la motivación del interés superior del niño en casos sobre adolescentes infractores de 
la ley penal resulta de aplicación obligatoria al momento de imponer una sanción mediante la 
sentencia judicial. 
 
1.9 DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  
 
1.9.1 Delimitación Espacial 
 
Esta referida a las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura. 
 
1.9.2 Delimitación Temporal 
 
Sentencias sobre procesos de adolescentes infractores de la ley penal emitidas durante los 
años 2016 y 2017. 
 
1.9.3 Delimitación Económico 
 


























CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 
 
2.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
2.1.1 Antecedentes Nacionales  
 
✓ Tesis para optar el grado de Magíster en Derecho mención en Ciencias Penales: “El debido 
proceso y la Justicia Penal Juvenil”. Lima- Perú, 2005. Autor: Cristhian Arturo Hernández 
Alarcón. Universidad Nacional Mayor de San Marcos. 
 
En dicha investigación se señaló que luego de analizar la concreción del debido proceso en la 
Justicia Penal Juvenil, en el distrito judicial de Lima, de acuerdo a los resultados obtenidos de los 
expedientes  seleccionados como muestra, y de la opinión vertida por los adolescentes respecto 
de su participación en el proceso judicial que se les siguió en su contra, se arribó principalmente 
a las siguientes conclusiones: a) En la mayoría de los procesos seguidos contra adolescentes en 
conflicto con la Ley Penal, se incumplen las normas que regulan el debido proceso durante la 
etapa policial, fiscal, juzgamiento y ejecución de las sanciones aplicadas a los adolescentes, tanto 
en su faz sustantiva como adjetiva, vulnerándose sus derechos humanos específicos en todas  estas 
instancias por medio de decisiones arbitrarias y transgresión de sus garantías procesales, debido 
a causas de carácter normativo, (deficiente regulación normativa) cognitivo (inadecuada 
capacitación y comprensión de los operadores de la doctrina de la protección integral) y operativo 
funcional (incumplimiento de funciones de garantía de parte de los operadores); y, b) Las 
deficiencias en la redacción de la legislación peruana en materia de adolescentes infractores 
inciden en la interpretación garantista del debido proceso y en su respeto, pues regulan un proceso 
autoritario, inquisitivo y que además no establece normas específicas que potencialicen el respeto 
de los derechos que contienen el debido proceso por parte de los operadores 
 
✓ Tesis para optar el grado de Magíster Magister en derecho procesal y Administración de justicia: 
“Inconvenientes en la administración de justicia de los adolescentes infractores, Arequipa, 
2016”. Arequipa – Perú, 2016. Autor: María Del Rosario Suclla Montoya. Universidad Católica 
De Santa María. 
 
Resulta relevante señalar que, en el citado trabajo de investigación se precisa que los 
inconvenientes en la administración de justicia encontrados durante la investigación pueden 
agruparse en diversos componentes: i. componente infractor: donde las características de cada 
menor van a ser determinantes para el desarrollo del proceso de investigación, pues la doctrina y 
jurisprudencia ya han determinado la necesidad de analizar cada caso en concreto; ii. Componente 
familia: los padres o tutores de los menores, en la mayoría de los casos no juegan el rol decisivo 
que la ley ordena, pues abandonan física y psicológicamente a sus hijos, impidiendo de esta forma 
que el proceso de justicia juvenil cumpla con sus funciones primordiales; y, iii. Componente 
procesal: donde el mayor problema es la inobservancia estricta de los principios procesales de 
justicia de menores, pues el interés superior del niño ha sido paulatinamente relegado por los 
intereses de cada individuo. El componente procesal, como se ha indicado, es aquel, donde se 
encuentran las mayores inconveniencias de la administración de justicia en adolescentes 
infractores de la Ley Penal, encontrándose en la investigación que, el principal error es la 
interpretación y aplicabilidad de las sanciones por parte de los Jueces de Familia, debido a la 
inadecuada redacción del cuerpo normativo, específicamente el Decreto legislativo 1204; motivo 
por el cual se propone una modificación al mismo, para una mejor aplicación de la norma en los 




✓ Tesis para optar al Grado Académico de Magister en Política Social con mención en Promoción 
de la Infancia: “Una lectura hermenéutica a la Convención de los derechos del Niño” –Lima 
–Perú, 2012. Autor: Camilo Bácares Jara. Universidad Nacional Mayor de San Marcos. 
 
En dicho trabajo de investigación, se señala como conclusión que, es urgente la resensibilización, 
la reinspiración, la reconstrucción del pensamiento elaborado en torno a la CDN [Convención 
sobre los Derechos del Niño]con fines de que sea aplicable. Para ello, es clave la formación de 
nuevas entradas que permitan dilucidar a los derechos de los NNA [Niños, niñas y adolescentes] 
de otros modos; empezando con sus orígenes: hay que aceptar que su impulso primario se debió 
a la noción de mañana y futuro con la que tradicionalmente se piensa a la infancia, sumado al 
hecho que la redacción de los derechos entre el bipolarismo de la guerra fría nunca se dio por una 
amabilidad con los NNA; lo que estaba en juego era una batalla ideológica por el sistema jurídico 
planetario. No obstante, a pesar que los derechos de los NNA nacen en el fondo de un utilitarismo, 
algo que siempre hay que recordarle a todos aquellos que susciten que fue por una benevolencia 
adulta, todos ellos son como un boomerang político para el Estado y la sociedad; al ser un 
compromiso, un pacto, o un consenso entre la ciudadanía y los Estados, sería oportuno utilizar su 
existencia para lustrar y poner en pie la dignidad de los NNA. Asimismo, continuando con sus 
significados, con la esencia de sus existencias, con la promoción de mecanismos hermenéuticos 
que al tomar fuerza sean capaces de derrumbar la aplicación discrecional o textual que se enfocan 
más en reproducir las incorrecciones de los artículos, que en encontrar salidas para sublimar el 
espíritu del derecho; la utilización del principio in dubio pro homine puede ser una alternativa 
para poner a rodar esta empresa. Por otra parte, terminando con las potencialidades que tienen los 
derechos, una vez entendidos, para el desarrollo de políticas públicas, y la puesta en marcha de 
exigibilidades políticas y jurídicas prestas para cuando se topen con las tan a menudas trabas y 
desidias para implementarlos.  
 
2.1.2 Antecedentes Internacionales  
 
✓ Tesis Doctoral: “Interés superior del menor: técnicas de reducción de la discrecionalidad 
abusiva”. Salamanca – España, 2013. Autor: Farith Simon Campaña. Universidad de Salamanca 
– España. 
 
Es menester resaltar que en dicha investigación se señaló entre sus conclusiones, que una 
preocupación recurrente en una buena parte de la doctrina latinoamericana y anglosajona (en 
España también existen algunas voces en el mismo sentido) es que el ISN [Interés Superior del 
Niño] entregue a los jueces, y a cualquier autoridad encargada de su valoración, la posibilidad de 
imponer sus opciones y valoraciones, sin llegar a una actuación arbitraria (no consideración de 
hechos relevantes, no aplicación de normas, falta de motivación, violación de precedentes sin 
justificación), pero escudándose en ese concepto indeterminado para imponer preferencias, y en 
los casos más graves restricciones o limitaciones ilegítimas a los derechos en nombre del interés 
del menor, lo que en el marco de la presente tesis he denominado discrecionalidad abusiva, con 
los costes que esto tiene para la seguridad jurídica. 
 
Asimismo, se indica que la fundamentación de las decisiones judiciales deberían encararse, al 
aplicar el interés superior como principio, de forma similar a la argumentación que realizan los 
jueces al aplicar el principio de proporcionalidad, es decir, deben considerarse como aspectos 
fácticos de las decisión la adecuación, necesidad; y, el llamado proporcionalidad en sentido 
estricto, que implica la “optimización a la vista de las posibilidades jurídicas”, es decir la 
importancia de proteger, asegurar un estado de cosas que tenga la capacidad de contribuir al 
interés del menor, a su bienestar, que identifica con la máxima satisfacción de sus derechos, 







2.5 BASES TEÓRICAS 
 
2.5.1 La Convención de los Derechos del Niño y otros instrumentos jurídicos  
 
La Convención sobre los Derechos del Niño fue aprobada por la Asamblea General de Naciones 
Unidas en 1989. Es un tratado internacional que reconoce los derechos humanos de los niños y las 
niñas, definidos como personas menores de 18 años. Las normas que aparecen en la Convención 
sobre los Derechos del Niño fueron negociadas durante un periodo de 10 años. El resultado es un 
documento consensuado que tiene en cuenta la importancia de los valores tradicionales y culturales 
para la protección y el desarrollo armonioso del niño.  (UNICEF). 
 
La Convención sobre los Derechos del Niño, en su preámbulo deja expresamente señalado que la 
necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido enunciada en la Declaración de 
Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada 
por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular en 
los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 
particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos 
especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño. 
 
A partir de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño la discusión sobre la forma de 
entender y tratar con la infancia, tradicionalmente encarada desde esa perspectiva asistencialista y 
tutelar, cedió frente a un planteo de la cuestión en términos de ciudadanía y de derechos para los más 
jóvenes. (BELOFF, 2009). La concepción de la Doctrina de la Protección Integral recogida por la 
Convención se basa en las siguientes afirmaciones: Niños, niñas y adolescentes son sujetos, capaces, 
tienen necesidad de respeto especial a su condición de personas en desarrollo y una percepción 
autónoma de sus necesidades y situación que les rodea. (HAWIE LORA, 2015, pág. 110). En relación 
a la niñez y la adolescencia la ratificación de la Convención sobre los Derechos de los Niños constituye 
la piedra angular en la construcción de las políticas públicas, en las reformas institucionales y las 
legislaciones respectivas (LIWSKI, 2007). 
 
En el Perú la Convención sobre los Derechos del Niño fue aprobada el 04 de agosto de 1990 mediante 
Resolución Legislativa Nº 25278 y ratificada el 4 setiembre del mismo año. 
 
2.5.2 El niño en conflicto con la ley penal 
 
La Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 1º, dispone que para los efectos de la 
presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo 
que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 
 
En cuanto a la situación de los niños en conflicto con la ley penal, la misma Convención en su artículo 
40º prevé lo siguiente:  
 
  “Artículo 40 
 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las 
leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado 
de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el 
respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la 
que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del 




2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos 
internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular: 
 
1) Que no se alegue de ningún niño que ha infringido las leyes penales, ni se acuse o 
declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones 
que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento 
en que se cometieron; 
 
2) Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse 
de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 
 
1. Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme 
a la ley; 
 
2. Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por 
intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan 
contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en 
la preparación y presentación de su defensa; 
 
3. Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial 
competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme 
a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a 
menos que se considere que ello fuere contrario al interés superior del niño, 
teniendo en cuenta en particular su edad o situación de sus padres o 
representantes legales; 
 
4. Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá 
interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la 
participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de 
igualdad; 
 
5. Si se considerase que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta 
decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a 
una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e 
imparcial, conforme a la ley; 
 
6. Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende 
o no habla el idioma utilizado; 
 
7. Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del 
procedimiento. 
 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento 
de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se 
alegue que han infringido las leyes penales o quienes se acuse o declare culpables de haber 
infringido esas leyes, y en particular: 
1) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no 
tienen capacidad para infringir las leyes penales. 
 
2) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para trata a esos niños 
sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán 




4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y 
supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los 
programas de enseñanza y formación profesional; así como otras posibilidades alternativas al 
internamiento en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada 
para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la 
infracción.” 
 
Resulta pertinente destacar que respecto a la cuestión de cómo denominar a aquel o aquella que 
comete una acción delictiva no es estéril ni pacífica, y ha dado lugar a un amplio debate entre la 
doctrina y los expertos en este ámbito (ORNOSA FERNÁNDEZ, 2007, pág. 29). Se ha señalado que 
el uso indistinto del término menor, niño, adolescente, joven, etc., puede sorprender en 
Latinoamérica, que ha optado desde hace quince años por la fórmula “niños y adolescentes” a 
diferencia de Europa que siguen hablando naturalmente de menores y de la Convención [Convención 
sobre los Derechos del Niño] que denomina genéricamente “niños” a sus sujetos de protección. 
Debemos acostumbrarnos a una utilización plural de los términos, pero a una clara firmeza en los 
conceptos. De lo contrario, nuestras sociedades se darán por satisfechas al haber dejado de encerrar 
“menores”, pero tendrán sus centros cerrados llenos de “niñas, niños y adolescentes”. (ATILIO 
ÁLVAREZ, 2006, pág. 9) 
 
La Defensoría del Pueblo en su Informe N° 51 sobre el Sistema Penal Juvenil en el Perú, señaló que 
aceptar la responsabilidad de los niños ante una infracción de la ley penal, es un avance respecto a 
posiciones anteriores, que tradicionalmente lo consideraron irresponsable, pues sólo a partir de tal 
afirmación se le puede reconocer todas las garantías que debe tener una persona al ser sometida a un 
proceso judicial. (DEFENSORÍA DEL PUEBLO, 2000). La doctrina de la protección integral afirma 
que en tanto se considera al niño como una persona, que goza de sus derechos, tiene la capacidad 
para un nivel de responsabilidad especial, distinta a la de los adultos debiendo para ello establecer 
un límite etario para determinar los supuestos en los que procede la aplicación de un sistema de 
medidas adecuadas para hacer frente a las infracciones penales.” (CHUNGA LLAMOJA, 2007, pág. 
22) 
 
2.5.3 La culpabilidad en el sistema penal juvenil 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, el Código de los Niños y Adolescentes, establece la diferencia entre 
niños -desde la concepción hasta los 12 años-, y los adolescentes -desde los 12 hasta antes de cumplir 
los 18 años-; siendo que a partir de los 18 años la sociedad reconoce legalmente a la persona como 
adulta. 
 
Como se ha señalado, la Convención sobre los Derechos del Niño exige la existencia de un 
procedimiento específico para evaluar los casos de los niños de quienes se alegue o a quienes se 
acuse que han infringido las leyes penales. Es por ello que en los artículos IV y 184° del mismo 
texto legal, prescribe que en los casos de infracción a la Ley Penal, cuando se trata de un menor de 
catorce (14) años, éste puede ser pasible de medidas de protección, mientras que si tiene más de 
catorce (14) años y menos de dieciocho (18) años, puede ser pasible de una medida socioeducativa, 
de ser el caso. En ese contexto, el capítulo VI, del Título II, del Libro Cuarto del Código de los Niños 
y Adolescentes, prevé las medidas socioeducativas que el Juez de Familia puede adoptar luego de la 
investigación en el caso concreto para un adolescente infractor de la ley penal; mientras que en el 
capítulo VIII, se prevé las medidas de protección que el Juez podrá aplicar al niño que cometa 
infracción a la ley penal; en tanto, el artículo 133° del mismo Código prescribe que los Juzgados de 
Familia asumen competencias, entre otras, en materia tutelar y de infracciones y se dividen en tales 
especializaciones, siempre que existan como Juzgados Especializados. 
 
La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación N° 610-
2015-Lima, de fecha 01 de setiembre de 2015, señaló que no es correcto someter a un menor de 
catorce años a un proceso por infracción a la ley penal, pues ello implicaría más bien una desviación 
de la jurisdicción predeterminada por la ley y la Convención sobre los Derechos del Niño. En 
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consecuencia, las medidas de protección que resulten necesarias se aplicarán a través de un proceso de 
naturaleza tutelar, el que resulta acorde con las medidas de protección previstas por el Código de los 
Niños y Adolescentes, según el citado artículo 184 del citado Código pero nunca mediante el proceso 
por infracción a la ley penal. 
 
Similar criterio, se encuentra en la Casación N° 4974-2015-Callao, de fecha 22 de mayo de 2016, 
donde se señaló que nuestra legislación no le da el mismo tratamiento al trasgresor de la norma 
penal menor de catorce años que aquel cuya edad fluctúa entre los catorce y dieciocho años de 
edad, en tanto el Estado en aplicación del artículo 40º numeral 3 inciso a) de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, ha cumplido con establecer cuál es la edad mínima antes de la cual 
se presumirá que los niños (menores de 18 años) no tiene capacidad para infringir leyes penales, 
justamente es por ello que dispone se dicten medidas de protección y no medidas socio 
educativas. 
 
Cabe precisar que, las niñas, niños y adolescentes en situación de pobreza, abuso o abandono, así como 
aquellos niños con alguna discapacidad, problemas de salud o que presentan dificultades educativas o 
de aprendizaje, no deben ser privados de su libertad o sometidos al sistema de justicia juvenil cuando 
no hayan infringido leyes penales. (COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
2013) 
 
En ese sentido, cuando un menor de edad infringe la ley penal, si el caso se judicializa, la investigación 
que se sigue siempre tiende a averiguar si ocurrió o no el hecho infractor de la ley penal; no obstante, 
si el menor tiene menos de catorce años no se le considera responsable de sus actos, pese a que en el 
peor de los escenarios pueda haber causado la muerte de una persona, pues la respuesta a dicha 
conducta es el dictado de una medida de protección conforme así lo denomina el Código de los Niños 
y Adolescentes; mientras que si tiene más de catorce pero menos de dieciocho años, se le considera 
responsable de sus actos, toda vez que el menor puede ser declarado culpable de haber infringido la 
ley penal, pero con derecho a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad 
y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la 
reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad, debiendo tenerse 
en cuenta que el término culpabilidad en el caso de menores es expresamente señalado en el artículo 
40º de la Convención de los Derechos del Niño. 
 
2.5.4 La retribución relativa como fin de la sanción al adolescente infractor de la ley 
penal 
 
Sobre la adolescencia, se la puede definir como la etapa del desarrollo humano caracterizada por 
profundas transformaciones biopsicológicas y por la adquisición de un estatus social y rol distintos 
al de la niñez, que son posibles de ser logrados con éxito gracias a un periodo de transición protegida 
que la sociedad confiere al adolescente. Estos ensayos de los roles futuros son cruciales para el 
comportamiento apropiado del adulto que se espera que el adolescente adquiera. (MORALES 
CÓRDOVA, 2006, pág. 16). Se ha destacado que, definitivamente los adolescentes no son incapaces; 
sino sujetos de derechos con capacidad progresiva. Debe reconocerse por ello esta capacidad en todo 
nuestro sistema jurídico de manera coherente, regulándose en los casos que sea necesario un régimen 
de asistencia. Pero nunca negando esta capacidad, ni el ejercicio concreto de sus derechos acordes a 
su edad (...) Por ejemplo, en el caso del establecimiento de la edad de responsabilidad penal si esta 
se ha fijado a los 14 años, a partir de esta edad debe asegurarse su derecho a la defensa material y 
técnica, pudiendo incluso apersonar directamente al abogado de su confianza. (HERNANDEZ 
ALARCÓN, 2008, pág. 167). 
 
El término medida socioeducativa se utiliza para describir las medidas que el Estado prevé como 
respuesta a la situación de un adolescente que comete un delito o falta tipificado en el Código Penal o 
leyes especiales; dicho término se encontraba previsto en el Código de los Niños y Adolescentes 
aprobado por Ley Nº 27337, posteriormente el Decreto Legislativo Nº 1204, señalaba que el 
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adolescente que cometía un hecho tipificado como delito o falta de acuerdo a la legislación penal, era 
pasible de sanciones, dentro de las cuales diferenciaba una medida socioeducativa de una privativa de 
libertad, así como de los mandatos y prohibiciones que pudiera imponer el Juez; sin embargo, el 
Código de Responsabilidad Penal de Adolescente aprobado mediante Decreto Legislativo Nº 1348,  
regresa a usar el término medidas socioeducativas, dentro de las cuales está considerada la privativa 
de la libertad como lo es la internación en un Centro Juvenil. 
 
El Tribunal Constitucional Peruano en la Sentencia recaída en el Expediente Nº 0019-2005-PI/TC, de 
fecha 21 de julio de 2005, dejó señalado que el Derecho Penal es la rama del ordenamiento jurídico 
que regula el ius puniendi, monopolio del Estado, y que, por tal razón, por antonomasia, es capaz de 
limitar o restringir, en mayor o menor medida, el derecho fundamental a la libertad personal. De ahí 
que, desde una perspectiva constitucional, el establecimiento de una conducta como antijurídica, es 
decir, aquella cuya comisión pueda dar lugar a una privación o restricción de la libertad personal, sólo 
será constitucionalmente válida si tiene como propósito la protección de bienes jurídicos 
constitucionalmente relevantes (principio de lesividad).  
Asimismo, en dicha sentencia, el máximo intérprete de la Constitución deja descartado que se conciba 
a la retribución absoluta como el fin de la pena. Ello, desde luego, no significa que se desconozca que 
toda sanción punitiva lleva consigo un elemento retributivo. Lo que ocurre es que la pretensión de 
que ésta agote toda su virtualidad en generar un mal en el penado, convierte a éste en objeto de la 
política criminal del Estado, negando su condición de persona humana, y, consecuentemente, 
incurriendo en un acto tan o más execrable que la propia conducta del delincuente. 
El mismo Tribunal Constitucional en la acotada sentencia considera que las teorías preventivas, tanto 
la especial [donde la finalidad de la pena puede ser dividida en dos fases: a) en el momento de su 
aplicación misma, teniendo como propósito inmediato disuadir al delincuente de la comisión de 
ilícitos penales en el futuro, desde que internaliza la grave limitación de la libertad personal que 
significa su aplicación; y, b) en el momento de su ejecución, la cual debe encontrarse orientada a la 
rehabilitación, reeducación y posterior reinserción del individuo a la sociedad], como la general [que 
circunscribe su análisis, antes que en el penado, en el colectivo, de forma tal que considera que la 
pena tiene por finalidad influir en la sociedad a través de la efectividad de la amenaza penal y su 
posterior ejecución en aquellos que, mediante una conducta antijurídica, atentan contra valores e 
intereses de significativa importancia en el ordenamiento jurídico y que, por tal motivo, son objeto de 
protección por el Derecho Penal], gozan de protección constitucional directa, en tanto y en cuanto, 
según sus objetivos resultan acordes con el principio-derecho de dignidad, y con la doble 
dimensión de los derechos fundamentales; siendo, por consiguiente, el mejor medio de represión del 
delito, el cual ha sido reconocido por el Constituyente como un mal generado contra bienes que 
resultan particularmente trascendentes para garantizar las mínimas condiciones de una convivencia 
armónica en una sociedad democrática. 
Se ha señalado que el Derecho Penal de Menores debe existir, en cuanto el acto que comete el 
adolescente daña a la sociedad y merece su reproche (…) uno de los más grandes frenos del delito 
no es la crueldad de las penas, sino su infalibilidad y como consecuencia de ello la observancia del 
magistrado de principios humanitarios y conocimiento de la psicología del adolescente. El Derecho 
penal para adolescentes y sus cambios son temas de política criminal, ya que debe constituir medios 
para la lucha contra el delito y ejercer así un real control social. (CHUNGA LLAMOJA, CHUNGA 
CHÁVEZ, & CHUNGA CHÁVEZ, 2012, pág. 281) 
 
Por su parte,  la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación N° 1776-2010-Lima, del 23 
de junio de 2011, dejó señalado que la legislación penal no es de aplicación indiscriminada a los 
casos de infracciones penales cometidas por adolescentes, en razón de la diferencia que existe entre 
la comisión de un hecho punible cuya consecuencia es la imposición de una pena, con la infracción de 
un menor, a cuyo favor se abre una investigación con el objeto de aplicar, de ser el caso, una medida 
socioeducativa; en igual sentido, en la Casación N° 4214-2012-Tacna, del 29 de octubre de 2012, la 
Corte Suprema destacó que la diferencia que existe entre la comisión de un hecho punible, cuya 
consecuencia es la imposición de una pena, frente a la infracción de un menor, a cuyo favor se 
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abre una investigación con el objeto de aplicar, de ser el caso una medida socioeducativa que no 
resulte desproporcionada ni excesiva, conforme a la doctrina de la protección integral de los niños y 
adolescentes. 
 
Al respecto, debe tenerse en cuenta que los términos “sanción” y “pena” son utilizados por las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores, “Reglas de Beijing”, 
cuando en su artículo 17º dispone los delitos cometidos por los menores no serán sancionados en 
ningún con pena capital, asimismo los menores no serán sancionados con penas corporales.  
 Se pretende dar un tratamiento diferenciado en el caso de un adolescente que comete un delito o falta 
que del adulto que incurre en lo mismo; así se propugnan principios que buscan que determinadas 
reglas procesales penales para los adultos sean flexibilizados en el caso o de los adolescentes o 
restringir la aplicación del derecho penal para adulto si llevan intrínseco un contenido meramente 
punitivo; sin embargo, no debe perderse de vista que tanto en el caso del adolescente como en el adulto, 
ambos deben ser objeto del máximo respeto de sus derechos fundamentales simplemente por el hecho 
de tratarse de personas más aún si se encuentran inmersos en una investigación penal, y en caso se 
determine la culpabilidad, en ambos casos, adultos y adolescente, existen postulados buscan cambiar 
el enfoque retributivo por salidas alternativas, en todo caso es aplicable el principio pro homine. 
La palabra sanción o pena se pretende separar del sistema penal juvenil por cuanto en este último 
sistema se apela a una visión netamente pedagógica, y pareciera que usar la palabra sanción o pena 
sería encaminarse hacia una finalidad retributiva; pero no debe olvidarse que el Tribunal 
Constitucional ha señalado teorías preventivas, tanto la especial como la general gozan de protección 
constitucional directa. 
Más allá del nombre que se pretenda dar a la respuesta por parte del Estado en el caso de los 
adolescentes infractores de la ley penal, no se puede negar la naturaleza de aquellas que llevan 
implícito la afectación grave de los derechos fundamentales para quien recibe la misma si su 
consentimiento, toda vez que el nombre que pueda darse a la consecuencia de la acción del adolescente 
es cuestión de la política criminal en agenda, y es importante que la persona responsable comprenda 
ello, aunque de antemano pueda presumirse que lo sabe. 
En el caso de un adolescente éste debe entender -y es obligación explicarle y no esquivar este asunto- 
que es responsable por sus actos, y que cuando llegue a ser adulto y comete alguna conducta punible, 
su responsabilidad será mayor y puede salir más perjudicado, a través de dicho mensaje expreso se le 
estará dando la oportunidad para reflexionar sobre la posibilidad de intentar en el futuro cometer otro 
delito o pensarlo dos veces antes de hacerlo; claro que el hecho que pueda existir el mensaje 
retributivo no significa que deban asimilarse en grado las afectaciones de los derechos que usa 
el Estado para el caso de adultos que comete un delito con el caso de un adolescente. 
El actual Código de Responsabilidad Penal de Adolescente aprobado mediante Decreto Legislativo Nº 
1348 contiene una presunción de que el adolescente no es capaz de comprender a cabalidad los efectos 
nocivos de su conducta, por ello en sus artículos 72º literal b) y 143º inciso 1), se encuentra previsto 
que el adolescente con la medida impuesta pueda llegar a comprender el daño ocasionado por la 
comisión del hecho punible y los motivos que lo han llevado a realizar la infracción, haciéndolo 
responsable por sus actos. 
Es de acotar que, el Decreto Legislativo Nº 1204 sostenía que las sanciones tenían una finalidad 
primordialmente educativa y socializadora para adolescentes en conflicto con la ley penal, basada en 
el respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales; en ese sentido, se advertía que el hecho 
que se diera prioridad a la finalidad educativa y socializadora no implicaba dejar de lado la atención a 
otras prioridades; en cambio, el actual Código de Responsabilidad Penal de Adolescente aprobado 
mediante Decreto Legislativo Nº 1348, se centra en sostener las medidas socioeducativas deben 
contener una función pedagógica positiva y formativa, con la finalidad de facilitar la resocialización 
y reintegración a la sociedad; no obstante, el mismo Código contiene dispositivos legales que permiten 
colegir que se atiende también otras prioridades, tal como se desprende de su artículo 162º inciso 2), 
que se considera como presupuesto de internación -medida que es considerada como la más severa-, 
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el hecho que el adolescente infractor haya incumplido injustificada y reiteradamente las medidas 
socioeducativas distintas a la de internación, o el artículo 176º que estipula que en caso de sentenciados 
por la comisión de las infracciones de sicariato, violación sexual de menor de edad o terrorismo, así 
como de determinarse su pertenencia a una organización criminal o su vinculación a ella, no le son 
aplicables al adolescente el incentivo de formación educativa o profesional ni la semilibertad, que bajo 
un control de convencionalidad pueden ser superados. 
El elemento caracterizador del modelo responsabilizador de justicia penal juvenil vigente en la mayoría 
de los países de nuestra región latinoamericana, es la sanción o consecuencias legales por la comisión 
de hechos delictivos. Esta consecuencia no la denominamos medida, como el modelo tutelar, ya que 
el Derecho Penal de medidas es el que se caracteriza por la peligrosidad, por ello pretendemos superar 
estos criterios en el Derecho Penal Juvenil, con la construcción de un Derecho Penal orientado al acto 
y no al autor (…) Pero tampoco la señalamos pena, ya que de esta forma es como la justicia penal de 
los adultos denomina a las consecuencias legales, por eso es que prefiero designarla como sanción. Ya 
que, implica por un lado la superación del Derecho Penal de medidas, y por otro lado se diferencia del 
Derecho Penal de Adultos. (TIFFER SOTOMAYOR, 2011). 
La Comisión [Comisión Interamericana de Derechos Humanos] considera que el elemento retributivo 
del derecho penal ordinario es inapropiado dentro del sistema de justicia juvenil si lo pretendido es 
satisfacer plenamente los objetivos de reintegración y rehabilitación de niños, niñas y adolescentes 
infractores de las leyes penales. (RELATORÍA SOBRE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ, 2011). No 
obstante, tal elemento retributivo se busca atenuar por medidas alternas a la prisión en el caso de los 
adultos en pro de la resocialización de las personas en un Estado Constitucional de Derecho. 
 
Al respeto, cabe citar el caso del tratamiento jurídico del sistema colombiano a los menores 
combatientes, en el que la Sala Plena de la Corte Constitucional de Colombia en la Sentencia C-
203/05, de fecha 08 de marzo de 2005, dejó establecido que la exclusión ab initio y general de 
cualquier tipo de responsabilidad penal para los menores combatientes, con base en el argumento de 
su condición de sujetos pasivos del delito de reclutamiento forzoso, desconoce la realidad de la 
conducta de cada uno de estos niños o adolescentes en particular, y presupone que los menores 
combatientes no cometen hechos punibles durante el conflicto distintos al de formar parte de las filas 
de grupos armados ilegales y que a lo largo del conflicto no pueden llegar a decidir participar en la 
comisión de delitos, lo cual también descartaría su responsabilidad por la eventual comisión de 
delitos atroces. Su condición de víctimas de un crimen de guerra tan execrable como el del 
reclutamiento forzoso amerita una respuesta enérgica y decidida por parte de las autoridades, 
orientada a su protección y tutela y a la sanción de los responsables; pero al mismo tiempo, deben 
considerarse con el cuidado y detenimiento requeridos las diversas conductas punibles 
desarrolladas por cada uno de los menores, individualmente considerados, durante su 
militancia en las filas de los grupos armados ilegales y los efectos de tales conductas punibles 
sobre los derechos ajenos, ya que existen otros derechos implicados –los derechos de las 
víctimas- que no pueden ser desestimados o ignorados por las autoridades. 
2.5.5 La educación como fin de la sanción al adolescente infractor de la ley penal 
 
Existe la tendencia a diferenciar un sistema penal de adultos de un sistema penal juvenil señalando que 
éste último tiene un fin primordialmente educativo, sin embargo, tal premisa desconoce que ambos 
sistemas, al menos en nuestro país, buscan el mismo propósito.  
Tanto la pena que se impone a un adulto como la medida socioeducativa que se impone a un 
adolescente, constituyen sanciones, y en ambas situaciones dentro de un Estado Constitucional de 
Derecho se busca la reeducación de la persona, la única diferencia es que en uno se hacen más 
esfuerzos que en el otro para lograr tal finalidad, apelando ya sea a la falta de presupuesto, a que uno 
es más rescatable que el otro, etc.; si bien la realidad demuestra que por las deficiencias conocidas que 
presentan las cárceles del país no augure cumplir en corto plazo con el fin educativo como el que se 
pretende, ello no quiere decir que no se busque con la pena educar a un adulto. Lo relevante es que un 
adolescente en cuatro años ya dejó de ser adolescente, es decir su tiempo de adolescente se desvaneció, 
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mientras que un adulto seguirá siendo adulto, lo que puede justificar la prioridad en atender con más 
urgencia un caso más que el otro. 
En el sistema penal de adultos también se busca motivar a encontrar salidas alternas a la privación de 
la libertad de un adulto; por cuanto se  ha destacado que los programas de rehabilitación que han 
demostrado ser más efectivos son aquellos que logran conjugar las necesidades, circunstancias y estilos 
de aprendizaje individual (…) Los programas de rehabilitación penitenciaria en reducir la reincidencia 
son aquellos basados en las terapias cognitivas conductuales. (BANCO INTERAMERICANO DE 
DESARROLLO, 2014). Asimismo, se ha señalado que el reto de los sistemas de justicia en cualquier 
parte del mundo es evitar la reincidencia de manera permanente. Y la rehabilitación es un elemento 
clave para ello. Sin embargo, en América Latina, las condiciones de vida en las cárceles son tan 
calamitosas que tienen impactos biológicos y psicosociales perniciosas para la reinserción del 
individuo. (GUERREO COMPEÁN, 2016) 
Inclusive, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos reitera que las políticas públicas sobre 
seguridad ciudadana que implementen los Estados de la región deben contemplar, de manera 
prioritaria, acciones de prevención de la violencia y el delito en tres dimensiones: (1) prevención 
primaria: programas de salud pública, educación, empleo, formación para el respeto de los derechos 
humanos y construcción de ciudadanía democrática; (2) prevención secundaria: medidas destinadas 
a personas o grupos en situación de mayor vulnerabilidad frente a la violencia y el delito; y (3) 
prevención terciaria: acciones individualizadas y programas dirigidos a personas ya involucradas en 
conductas delictivas. (COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 2013). 
El Derecho penal de los adultos se guiaba por criterios de crueldad (…), y de él se desgaja el Derecho 
penal de los menores por razones morales (no se puede exigir lo mismo al niño que al adulto, las 
sanciones de los menores se deben por el criterio de “enderezar el arbolito que crece torcido” y 
técnicas (…). El Derecho, pues, no penal, sino correccional, de los menores pone en primer 
término de las sanciones la finalidad educativa, pero el Derecho de los menores contagia al de 
los adultos y termina en nuestros días por prevalecer en ambos la prevención especial positiva: 
la pena y la medida tienen, en todo caso, por finalidad prevalente la educación o la reeducación, 
la reinserción social, la resocialización, inclinados a los condenados, mediante un tratamiento 
programado, a  volver a la Sociedad decididos (convencidos o resignados) a vivir sin volver a 
delinquir de nuevo (...) si el Derecho correccional ha contagiado con su humanismo al derecho penal 
de adultos, y ha recibido del mismo sistema más elaborado de garantías, tenemos que evitar que esta 
especie de homologación genere un nuevo abuso, que consistiría en que, ahora que las nuevas formas 
de delincuencia, sobre todo la criminalidad organizada, están provocando en el ámbito internacional 
el endurecimiento del Derecho penal de adultos, éste contagie al correccional de menores el 
endurecimiento de las sanciones, la crueldad y el predominio, y el carácter vindicativo (otra vez la 
vindicta pública) que se observa en la política criminal más reciente. (BUENO ARÚS, 2005, pág. 
312). 
 
En ese sentido, cabe señalar que el artículo 139º inciso 22 de nuestra Carta Fundamental prescribe 
como principio que el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y 
reincorporación del penado a la sociedad. Y, respecto al citado dispositivo legal, el Tribunal 
Constitucional Peruano tuvo la oportunidad de pronunciarse en la Sentencia contenida en el Expediente 
Nº 0012-2010-PI/TC, que analizó la demanda de inconstitucionalidad interpuesta por más de 5,000 
ciudadanos contra el artículo 2º y el primer párrafo del artículo 3º de la Ley Nº 28704, que establecen 
que el indulto, la conmutación de la pena, el derecho de gracia y los beneficios penitenciarios de 
redención de la pena por el trabajo y la educación, semi-libertad y liberación condicional, no son 
aplicables a las personas que hayan sido condenadas por la comisión del delito de violación sexual de 
menores de edad; destacando en su fundamento 69 que la referida disposición constitucional obliga a 
asegurar un régimen penitenciario orientado a la resocialización del penado, entendida ésta como la 
situación en virtud de la cual el ser humano, no solo ha internalizado y comprendido el daño social 
generado por la conducta que determinó su condena, sino que además es representativa de que su 
puesta en libertad no constituye una amenaza para la sociedad, al haber asumido el deber de no afectar 
la autonomía moral de otros seres humanos ni otros bienes necesarios para la convivencia pacífica. No 
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obstante, ¿cuáles son las medidas concretas que deben realizar el legislador y los poderes públicos en 
general para alcanzar dicho fin? Sobre ello la Constitución guarda silencio (…); con lo cual, el 
legislador no puede constitucionalmente eludir el cumplimiento del fin, pero sí puede escoger los 
medios que, a su criterio, resulten más convenientes para realizarlo. 
 
No se puede señalar a rajatabla en la actualidad que la finalidad educativa diferencia el sistema penal 
del adulto del sistema penal para adolescentes, propagarlo sería desalentar el propósito del sistema 
penal de adultos que busca reeducar al adulto como finalidad principal; los esfuerzos por lograr el 
propósito en ambos deben tener el mismo rigor; no obstante, es cierto que las carencias estatales 
obligan a sacrificar uno por otro, pero el hecho que en la realidad las cosas no funcionen como están 
previstas, no quiere decir que deba ser desconocido el propósito de una institución o retroceder lo 
avanzado, más allá del fin elevado que se pretenda, que aquí no aparece del todo justificado. 
2.5.6 El grado de reproche normativo al delito como factor diferenciador entre el 
sistema penal para el adulto del sistema penal juvenil 
 
Lo que resulta muy diferente en comparación con los adultos, es el grado de reprochabilidad por no 
haberse comportado conforme al Derecho, cuando se trata de un adolescente. Aquí el elemento 
subjetivo de la culpabilidad debe ser considerado de una manera diferente al de los adultos, porque 
los adolescentes son personas que se encuentran en un proceso de desarrollo de su personalidad y no 
son adultos, ni tampoco adultos pequeños. Precisamente por esto no se les puede dar el mismo 
tratamiento legal y la respuesta del sistema penal debe ser diferente. (TIFFER SOTOMAYOR, 
2011). En igual sentido, se sugiere que los castigos “merecidos” para menores deberían tener una 
escala bien por debajo de los aplicables a adultos, por tres tipos de razones: 1) menor culpabilidad 
de los menores, 2) mayor efecto de los castigos cuando se aplican a adolescentes y 3) un principio 
de mayor “tolerancia” en la aplicación de censura penal a menores. (VON HIRSCH, 2012) 
En ese sentido, lo que diferencia un sistema penal juvenil de un sistema penal de adultos puede 
encontrarse en la sanción que el Estado prevé e impone para la conducta infractora de la ley penal 
respecto de quien tiene la condición de menor de edad con capacidad para responder por sus actos, 
del que es considerado un adulto, resultando menos reprochable la conducta del primero que del 
segundo pese a que ambos infrinjan la misma ley penal; las razones por las cuales sucede ello 
depende netamente de la política criminal de cada Estado.  
 
2.5.7 Alcances del término interés superior del niño conforme a la Convención sobre 
los Derechos del Niño 
 
Se advierte en la doctrina y jurisprudencia los mejores esfuerzos por definir de la mejor forma el 
interés superior del niño; inclusive la doctrina busca reducir dicha definición a la plena satisfacción 
de sus derechos del menor. El contenido del principio son los propios derechos; interés y derechos, 
en este caso, se identifican. Todo "interés superior" pasa a estar mediado por referirse estrictamente 
a lo "declarado derecho"; por su parte, sólo lo que es considerado derecho puede ser "interés 
superior". (CILLERO BRUÑOL). Igualmente se expone que es “un deber de toda autoridad estatal, 
familiar y educativa para que en sus políticas, acciones privadas, públicas y judiciales se satisfagan 
y privilegien, de uno, en uno, todos los derechos del NNA [Niños, Niñas y Adolescentes] hasta dónde 
sea posible, y de no hacerlo se explique y se tenga en cuenta cómo la restricción de ciertos derechos 
afectaría a corto y largo plazo el desarrollo del NNA [Niños, Niñas y Adolescentes] y de la persona 
adulta.” (BÁCARES JARA, 2012, pág. 113) 
 
El artículo 3º numeral 1) de la Convención sobre los Derechos del Niño, prescribe que en todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, 
los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 




El Comité de los Derechos del Niño en la Observación General Nº 14 (2013) sobre el derecho del 
niño a que su interés superior sea una consideración primordial, analiza el citado artículo 3º numeral 
1) de la Convención sobre los Derechos del Niño,. En la misma se deja señalado, que el "interés 
superior del niño" no es un concepto nuevo sino que es anterior a la Convención y ya se consagraba 
en la Declaración de los Derechos del Niño, de 1959 y la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, así como en instrumentos regionales y numerosas 
normas jurídicas nacionales e internacionales. 
 
El referido Comité también señala que el objetivo del concepto de interés superior del niño es 
garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos por la Convención y el 
desarrollo holístico del niño, además que la Convención no hay una jerarquía de derechos; todos 
los derechos previstos responden al "interés superior del niño" y ningún derecho debería verse 
perjudicado por una interpretación negativa del interés superior del niño. 
 
En dicha Observación General el Comité de los Derechos del Niño precisa que el interés superior del 
niño es un concepto triple: 
 
✓ Un derecho sustantivo: el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración 
primordial que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos intereses para tomar una 
decisión sobre una cuestión debatida, y la garantía de que ese derecho se pondrá en práctica 
siempre que se tenga que adoptar una decisión que afecte a un niño, a un grupo de niños 
concreto o genérico o a los niños en general. El artículo 3, párrafo 1, establece una 
obligación intrínseca para los Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad inmediata) y 
puede invocarse ante los tribunales. 
 
✓ Un principio jurídico interpretativo fundamental: si una disposición jurídica admite más 
de una interpretación, se elegirá la interpretación que satisfaga de manera más efectiva el 
interés superior del niño. Los derechos consagrados en la Convención y sus Protocolos 
facultativos establecen el marco interpretativo.  
 
✓ Una norma de procedimiento: siempre que se tenga que tomar una decisión que afecte a 
un niño en concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños en general, el proceso de 
adopción de decisiones deberá incluir una estimación de las posibles repercusiones 
(positivas o negativas) de la decisión en el niño o los niños interesados. La evaluación y 
determinación del interés superior del niño requieren garantías procesales. Además, la 
justificación de las decisiones debe dejar patente que se ha tenido en cuenta explícitamente 
ese derecho. En este sentido, los Estados partes deberán explicar cómo se ha respetado este 
derecho en la decisión, es decir, qué se ha considerado que atendía al interés superior del 
niño, en qué criterios se ha basado la decisión y cómo se han ponderado los intereses del 
niño frente a otras consideraciones, ya se trate de cuestiones normativas generales o de 
casos concretos. 
 
2.5.8 La evaluación y determinación del interés superior del niño conforme a la 
Convención sobre los Derechos del Niño 
 
Sobre la evaluación y determinación del interés superior del niño, se deja señalado que la evaluación 
del interés superior del niño es una actividad singular que debe realizarse en cada caso, 
teniendo en cuenta las circunstancias concretas de cada niño o grupo de niños o los niños en 
general. Esas circunstancias se refieren a las características específicas del niño o los niños de que 
se trate, como la edad, el sexo, el grado de madurez, la experiencia, la pertenencia a un grupo 
minoritario, la existencia de una discapacidad física, sensorial o intelectual y el contexto social y 
cultural del niño o los niños, por ejemplo, la presencia o ausencia de los padres, el hecho de que el 
niño viva o no con ellos, la calidad de la relación entre el niño y su familia o sus cuidadores, el 
entorno en relación con la seguridad y la existencia de medios alternativos de calidad a disposición 
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de la familia, la familia ampliada o los cuidadores. En tanto, la determinación del interés superior 
del niño debe comenzar con una evaluación de las circunstancias específicas que hacen que el 
niño sea único. Ello conlleva la utilización de algunos elementos y no de otros, e influye también en 
la manera en que se ponderarán entre sí. Para los niños en general, la evaluación del interés superior 
abarca los mismos elementos. 
 
El Comité estima que los elementos que deben tenerse en cuenta al evaluar y determinar el interés 
superior del niño, en la medida en que sean pertinentes para la situación de que se trate, son los 
siguientes: La opinión del niño; la identidad del niño; la preservación del entorno familiar y 
mantenimiento de las relaciones; cuidado, protección y seguridad del niño; situación de 
vulnerabilidad; El derecho del niño a la salud; El derecho del niño a la educación. Asimismo, deja 
sentado que los elementos de la evaluación del interés superior pueden entrar en conflicto cuando se 
estudia un caso concreto y sus circunstancias. Por ejemplo, la preservación del entorno familiar puede 
chocar con la necesidad de proteger al niño contra el riesgo de violencia o malos tratos por parte de 
los padres. En esas situaciones, se tendrán que ponderar los elementos entre sí para determinar la 
solución que atienda mejor al interés superior del niño o los niños. 
 
2.5.9 De la obligación de motivar, justificar y explicar como garantía del interés superior del 
niño como consideración primordial conforme a la Convención sobre los Derechos del 
Niño 
 
Dentro de las garantías procesales para velar por la observancia del interés superior del niño 
señaladas por el Comité de los Derechos del Niño en la Observación general Nº 14, está la 
argumentación jurídica. Así se señala que a fin de demostrar que se ha respetado el derecho del 
niño a que su interés superior se evalúe y constituya una consideración primordial, cualquier 
decisión sobre el niño o los niños debe estar motivada, justificada y explicada. En la motivación 
se debe señalar explícitamente todas las circunstancias de hecho referentes al niño, los 
elementos que se han considerado pertinentes para la evaluación de su interés superior, el 
contenido de los elementos en ese caso en concreto y la manera en que se han ponderado para 
determinar el interés superior del niño. Si la decisión difiere de la opinión del niño, se deberá 
exponer con claridad la razón por la que se ha tomado. Si, excepcionalmente, la solución elegida no 
atiende al interés superior del niño, se deben indicar los motivos a los que obedece para demostrar 
que el interés superior del niño fue una consideración primordial, a pesar del resultado. No basta con 
afirmar en términos generales, que hubo otras consideraciones que prevalecieron frente al interés 
superior del niño; se deben detallar de forma explícita todas las consideraciones relacionadas con el 
caso en cuestión y se deben explicar los motivos por los que tuvieron más peso en ese caso en 
particular. En la fundamentación también se debe explicar, de forma verosímil, el motivo por el que 
el interés superior del niño no era suficientemente importante como para imponerse a otras 
consideraciones. Es preciso tener en cuenta las circunstancias en que el interés superior del niño debe 
ser la consideración primordial. 
 
2.5.10 El interés superior del niño en los casos de niños que tienen conflictos con la justicia 
 
El Comité de los Derechos del Niño en la Observación General Nº 10 (2007) sobre los derechos de 
los niños en la justicia de menores, también considera el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial, señalando que en todas las decisiones que se adopten en el contexto 
de la administración de la justicia de menores, el interés superior del niño deber ser una consideración 
primordial. Los niños se diferencian de los adultos tanto en su desarrollo físico y psicológico como 
por sus necesidades emocionales y educativas. Esas diferencias constituyen la base de la menor 
culpabilidad de los niños que tienen conflictos con la justicia. Estas y otras diferencias justifican la 
existencia de un sistema separado de justicia de menores y hacen necesario dar un trato diferente a 
los niños. La protección del interés superior del niño significa, por ejemplo, que los tradicionales 
objetivos de la justicia penal, a saber, represión/castigo, deben ser sustituidos por los de rehabilitación 
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y justicia restituida cuando se trate de menores delincuentes. Esto puede realizarse al mismo tiempo 
que se presta atención a una efectiva seguridad pública. 
2.5.11 El interés superior del niño en sede nacional 
 
La Convención de los Derechos del Niño que forma parte de la legislación peruana desde su 
ratificación en el año 1990 y es obligatoria su observancia en virtud de lo dispuesto por el artículo 
55° de nuestra Carta Fundamental. 
 
Asimismo, nuestra Carta Fundamental expresa en su artículo 3º que la enumeración de los derechos 
establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni otros de 
naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de soberanía del 
pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma republicana de gobierno. En tanto que en  
su artículo 4º prescribe que la comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, 
a la madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y promueven el 
matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y fundamentales de la sociedad. La 
forma del matrimonio y las causas de separación y de disolución son reguladas por la ley. 
 
El Código de los Niños y Adolescentes prescribe en el artículo IX de su Título Preliminar que en 
toda medida concerniente al niño y al adolescente que adopte el Estado a través de los Poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, del Ministerio Público, los Gobiernos Regionales, Gobiernos 
Locales y sus demás instituciones, así como en la acción de la sociedad, se considerará el Principio 
del Interés Superior del Niño y del Adolescente y el respeto a sus derechos. 
 
La Ley Nº 30466, Ley que establece los parámetros y garantías procesales para la consideración 
primordial del interés superior del niño, publicada en el 17 de junio de 2016, en su artículo 2º 
prescribe que el interés superior del niño es un derecho, un principio y una norma de procedimiento 
que otorga al niño el derecho a que se considere de manera primordial su interés superior en todas 
las medidas que afecten directa o indirectamente a los niños y adolescentes, garantizando sus 
derechos humanos. 
 
A continuación se pasará a traer a colación algunos pronunciamientos judiciales respecto a la 
aplicación del interés superior del niño en casos concretos por nuestra jurisprudencia nacional, a fin 
de comprender de una mejor manera los alcances que nuestros jueces le dan al mismo: 
✓ El Tribunal Constitucional Peruano ha venido explicando la prevalencia que debe darse al 
interés superior del niño en los casos en los que éste se encuentra involucrado, siendo que en 
el Expediente N° 01665 2014-PHC/TC-ICA, de fecha 25 de agosto de 2015, en su 
fundamento 23, señala que "(...) el Tribunal considera que sobre los jueces que resuelvan 
casos en los que se decida sobre los derechos y deberes de los niños y adolescentes pesa la 
obligación de interpretar y aplicar las disposiciones de manera tal que se asegure el máximo 
disfrute de los derechos fundamentales del menor, ya que, como ha recordado la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos [Opinión Consultiva 0C- 17/02], el principio del 
interés superior del niño debe entenderse como el "principio regulador de la normativa de 
los derechos del niño [que] se funda en la dignidad misma del ser humano, en las 
características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con 
pleno aprovechamiento de sus potencialidades así como en la naturaleza y alcances de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (...)". 
 
✓ La Quinta Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo con sub Especialidad en 
Temas de Mercado de la Corte Superior de Justicia de Lima, en el Expediente N° 2263-
2015, de fecha 09 de enero de 2018, se pronunció respecto de la apelación contra la 
sentencia que declara infundada la demanda contencioso administrativa contra el Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual – INDECOPI. En este 
caso, se aprecia como hechos que motivaron el proceso que el 2013 una madre de familia 
denuncia a un Colegio, señalando que el 28 de junio de 2013, su hijo durante el 
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entrenamiento de básquet sufrió un accidente que le produjo la ruptura del peroné en el pie 
izquierdo, a pesar de encontrarse presentes el entrenador y el director del Colegio no le 
prestaron auxilio trasladándolo a un hospital o clínica, optando por mandarlo solo en un taxi; 
en este proceso se cuestionó la Resolución emitida por el Tribunal de Defensa de la 
Competencia y de la Propiedad Intelectual – Sala Especializada en Protección al 
Consumidor, que confirma la Resolución emitida por la Comisión de la Oficina Regional del 
Indecopi de La Libertad en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta por 
infracción del artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, toda vez 
que no brindó un auxilio adecuado al menor hijo de la denunciante, luego del accidente que 
sufrió en las instalaciones del referido centro educativo; de los hechos que sustentan la 
resolución se tiene que se cuestionaba las acciones llevadas a cabo por los adultos 
responsables de las clases extracurriculares que se impartían en el centro educativo, luego de 
producido el accidente del menor, esto es, por no derivarlo con un adulto responsable al 
centro médico para que lo atiendan, y no dejar que se retire sólo a su domicilio. El Colegiado 
Superior destacó que “(…) el deber especial de protección sobre los Derechos del Niño 
vincula no sólo a las entidades estatales y públicas sino también a las entidades privadas e 
inclusive a toda la comunidad, a fin de que en cualquier medida que adopten o acto que los 
comprometa velen por su interés superior, el cual debe anteponerse a cualquier otro interés. 
Constituye un deber el velar por la vigencia de sus derechos y la preferencia de sus intereses, 
resultando que ante cualquier situación en la que colisione o se vea en riesgo 
indudablemente, este debe ser preferido antes que cualquier otro interés. El hecho de que el 
personal del centro educativo se haya visto impedido de comunicarse con la señora madre 
del menor, por razones que no se han probado en el decurso del procedimiento 
administrativo, como tampoco se ha verificado el argumento de que fuera el menor quien 
solicito retirarse solo de las instalaciones del local donde se llevaba a cabo la actividad 
extracurricular; no les exime de responsabilidad frente a la falta de asistencia médica 
oportuna, conforme a sus propios protocolos de seguridad en caso de urgencias médicas 
(…)” 
 
✓ La Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en el 
Recurso de Nulidad Nº 145-2015-Junín, de fecha 10 de enero de 2017, a consecuencia que 
el procesado formuló recurso de nulidad contra la sentencia que lo condenó como autor del 
delito contra la libertad sexual-violación sexual de menor de edad, a diez años de pena 
privativa de la libertad, y al pago de quinientos soles por concepto de reparación civil a favor 
de la parte agraviada, y cien soles como pensión alimentaria a favor del hijo de las partes; en 
este caso, el Colegiado Supremo resolvió haber nulidad en dicha sentencia y, reformándola 
le impusieron cuatro años de pena privativa de la libertad, suspendida condicionalmente por 
el plazo de tres años, sujetos a las reglas de conducta; en este caso, la menor buscó aminorar 
la responsabilidad al acusado al referir que eran enamorados y que esta consintió las 
relaciones entre ambos, y cuando se produjeron los hechos materia de juzgamiento la menor 
agraviada contaba con trece años; habiéndose considerado como fundamentos de dicha 
resolución judicial que, si bien es cierto que con el delito materia de juzgamiento se busca 
proteger la intangibilidad sexual de la víctima y no su libertad sexual, tampoco resultaría 
apropiado dejar de lado sin más las declaraciones ampliatorias efectuadas por la menor 
(siempre que no se adviertan que las mismas fueron hechas bajo presión del acusado), pues 
estas sirven a efectos de verificar el real daño ocasionado a la víctima así como para la 
determinación de la pena, además de tomar en consideración las condiciones personales del 
sujeto activo, el grado de cultura que posee y costumbres; así, apreció que, con posterioridad 
a los hechos acontecidos, las partes iniciaron vida en conjunto, lo que se merita a fin de 
aminorar el ámbito punitivo por la real afectación al bien jurídico tutelado y los actos 
posteriores tendientes a reparar el daño ocasionado. Asimismo, sustentó que “(…) después 
de observar la partida de nacimiento del hijo que el procesado procreó con la agraviada y 
con quienes convive en vida familiar… se desprende la necesidad de analizar los efectos de 
la sanción a imponer, también sobre la base del interés superior del niño, debido a que el 
imponer una pena con el carácter de efectiva no solo afectaría la libertad del acusado sino, 
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además, también las posibilidades de subsistencia de la menor agraviada y de su hijo, al ser 
el encausado el soporte económico de la familia constituida (…)” 
 
✓ La Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 
la República en la Consulta contenida en el Expediente Nº 10167-2017-Lima, de fecha 07 
de junio de 2017, aprobó el auto expedido por el Juez del Tercer Juzgado de Familia de 
Cajamarca, que declara fundada la solicitud de acogimiento familiar en familia no 
consanguínea; en este caso, se elevó en consulta en razón de la inaplicación vía control difuso 
del artículo 10º de la Ley de Acogimiento Familiar, disposición citada que establecía que se 
otorgará el acogimiento previo dictamen favorable, y que en este caso el Ministerio Público 
opinó por la improcedencia del acogimiento; habiéndose sustentado que “(…) el limitar la 
decisión del juez a favor del acogimiento familiar a que el dictamen fiscal sea favorable, 
vulnera con intensidad grave los derechos fundamentales del niño, la independencia de los 
Jueces, y el interés superior del menor, al desplazar la norma la decisión de estimar  el 
acogimiento al Fiscal de Familia, siendo éste quién al final va a determinar con dictamen 
favorable que el Juez pueda declarar el acogimiento familiar; además la norma legal 
enjuiciada no supera el test de ponderación en examen de idoneidad, pues si bien el fin 
perseguido de la norma en los procesos de acogimiento familiar, es preservar la defensa de 
la legalidad y de los intereses públicos a cargo del Ministerio Público (conforme a la norma 
del artículo 159.1 de la Constitución Política), sin embargo la medida legal adoptada en el 
artículo 10 de la ley, no resulta idónea para el fin perseguido, pues no se orienta a preservar 
la referida defensa, sino que menoscaba gravemente los derechos fundamentales y el 
principio del interés superior del niño, así como la independencia del Juez sometiendo su 
decisión a la opinión del Dictamen Fiscal, resultando inconstitucional la norma legal por 
infringir el derecho fundamental y constitucional de independencia de la judicatura, y los 
derechos fundamentales de la menor NN de dignidad, vida, salud, bienestar, a la protección 
especial frente al abandono y de vivir en una familia donde reciba atención y apoyo (…)” 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
Nº 563-2011-Lima, de fecha 06 de diciembre de 2011, declaró infundado el recurso de 
casación contra la sentencia de vista que confirma la apelada que declara fundada la demanda 
de adopción por excepción de una menor de edad; en este caso, se deja señalado que “(…) 
debe entenderse por Interés Superior del Niño como la plena satisfacción de sus derechos, la 
protección integral y simultánea de su desarrollo integral y la calidad o nivel de vida 
adecuado (artículo 27.1 de la Convención Internacional sobre los Derechos de los Niños) el 
cual nos trae como consecuencia que, en virtud del mismo, los derechos del niño y la niña 
deban ser interpretados sistemáticamente ya que en su conjunto aseguran la debida 
protección de los mismos; pues el mismo permite resolver “conflicto de derechos” 
recurriendo a la ponderación de los derechos en conflicto, luego de haberse establecido la 
imposibilidad de satisfacción conjunta (…)”. La Corte Suprema destacó que si bien es 
requisito que los padres del adoptado asientan y la adopción no puede hacerse bajo 
modalidad alguna, resaltó que la sentencia de vista resolvió bajo estricta observancia del 
Interés Superior del Niño y del Adolescente, dado que se estaba ante un “conflicto de 
derechos” de una parte el de los padres de la menor a ejercer su patria potestad y de la otra, 
el derecho de la menor a tener una familia idónea que le proporcione todo lo necesario para 
su desarrollo integral y a no alterar su desarrollo integral, que según el caso tales derechos 
no podían coexistir, pues se encontraba ante “padres que premeditadamente han acordado 
procrear un ser humano con la finalidad de entregarlo a otras personas, para a cambio recibir 
beneficios, que si bien los demandados niegan que hayan sido económicos, de sus propias 
declaraciones se advierte que su proceder tenía por finalidad mejorar su situación y viajar a 
Italia con su familia, además de haber aceptado recibir dinero mensualmente durante el 
tiempo de gestación de la demandada y en otros casos como una “ayuda económica” 
quedando evidenciado que el actuar de los demandados ha estado plagado en todo momento 
por un interés económico lo que dista totalmente de los sentimientos de padres que aluden 
tener (…)”; asimismo, se fundamentó que “(…) debe primar el Interés Superior de la Niña, 
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quien se encuentra viviendo con los pre adoptantes desde que contaba con nueve días de 
nacida, habiéndose acreditado con los informes psicológicos y sociales que la menor se 
encuentra viviendo en un adecuado ambiente familiar recibiendo el amor de madre de la 
demandante, quien pese a no tener vínculos consanguíneos con la misma le prodiga todo lo 
necesario para su desarrollo integral, y el amor de padre por parte del demandante quien sí 
es padre biológico de la menor, por lo que la carencia moral de los demandantes que alega 
la recurrente, no es tal justificándose el accionar de los mismos por los imperiosos deseos de 
ser padres, conducta que no puede ser reprochada dada la conducta que han demostrado al 
interior del proceso y fuera de éste con la menor; aunado a ello que la carencia moral que 
alegan no ha sido advertida por el equipo multidisciplinario ni la Asistenta Social del Poder 
Judicial (…)”; además otro argumento que sustentó la decisión es que “(…) debe primar que 
[la menor] los identifica como sus padres y arrancarla de su seno familiar a su corta edad 
resultaría gravemente perjudicial para su vida, además de la descalificación de los padres 
para ejercer su patria potestad sobre la misma, siendo además la adopción una medida de 
protección (…)”. 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
Nº 688-2016-Moquegua, de fecha 21 de marzo de 2017, declaró fundado el recurso de 
casación contra la sentencia de segunda instancia que desaprobó la sentencia apelada que 
declaró fundada la demandada de adopción de menor de edad; y, la declaró improcedente; 
y, la Corte Suprema actuando en sede de instancia aprobaron la sentencia consultada; en este 
caso, la Sala de segunda instancia consideró básicamente que la adopción de los niños, niñas 
y adolescentes se puede realizar mediante dos vías, la vía administrativa [cuya competencia 
la ostenta la Dirección General de Adopciones] y la vía judicial (adopción por excepción) 
[cuya competencia es del Poder Judicial a través de los Juzgados especializados en Familia 
o Juzgados con competencia en temas de Familia en los lugares donde no existen Juzgados 
especializados en Familia], que la niña cuya adopción se peticionaba había sido declarada en 
abandono moral y material y había sido dada en calidad de colocación familiar, además que 
los demandantes no se encontraban en el supuesto de excepción previsto en el Código de los 
Niños y Adolescentes que habilitaba la procedencia de la adopción en la vía judicial, 
sustentando que si bien convivieron con la niña cuya adopción pretenden, no es posible 
establecer que tal convivencia fue libre y  voluntaria, pues fue dispuesta por mandato de un 
Órgano Jurisdiccional bajo la figura de la Colocación Familiar, la cual por su naturaleza es 
temporal. Al respecto, la Sala Suprema en cuanto al interés superior del niño, destacó que es 
un principio de protección especial del niño que se erige en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos como un principio fundamental, señalando que “(…) la diferencia entre 
la concepción de la Convención y de las anteriores [Declaración de Ginebra sobre los 
Derechos del Niño, Declaración de los Derechos del Niño, Declaración Universal de 
Derechos Humanos, Convención sobre los Derechos del Niño] es cualitativa, pues mientras 
aquéllas son meramente declarativas, ésta dota a dicho Principio de total efectividad, en 
primer lugar, por reconocer al niño como sujeto pleno de derechos; y en segundo lugar, por 
dotar a tales derechos de las garantías necesarias para su cumplimiento, y en ese marco 
considera dicho interés como principio vinculante para todos los poderes públicos y entes 
privados. Por consiguiente, atendiendo a tal principio, concebido como la búsqueda del 
máximo bienestar del niño y la plena efectivización de sus derechos, en su condición de ser 
humano, es que debe emitirse la presente decisión (…)”; asimismo, consideró que “(…) en 
casos límites como el presente, en el cual una niña durante más de cinco años, con la anuencia 
de la autoridad judicial, ha crecido, vivido y desarrollado en el seno de la familia que le han 
prodigado los demandantes, resulta contrario al interés superior de la niña pretender 
desvincularla del único referente de afecto que ha formado su personalidad e identidad 
dinámica, tanto más que se ha determinado en el presente proceso judicial de adopción que 
los recurrentes cuentan con una proba formación en valores y principios morales, en un hogar 
unifuncional debidamente constituido y con la suficiente capacidad económica para poder 
sostener a la niña, cuya adopción se pretende (…)”; del mismo modo se consideró que “(…) 
desde la perspectiva adjetiva, se debe tener en cuenta que en los procesos de Familia rige el 
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principio de flexibilización de algunos principios y normas procesales como así se ha 
establecido en el precedente primero del Tercer Pleno Casatorio, expediente N° 4664-2010–
Puno, y con mucha mayor razón en esta clase de procesos de carácter tutelar, en donde se 
prioriza el interés superior del niño y su derecho de crecer y desarrollarse en el seno de una 
familia (…)” 
 
✓ La Sala Civil  Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación Nº 
519-2016-Lima, de fecha 05 de setiembre de 2017, declaró infundado el recurso de casación 
contra la sentencia de segunda instancia que confirmó la sentencia apelada que declaró 
infundada la oposición; en consecuencia, se autoriza el viaje de la menor; integrando el fallo, 
precisó la fecha de viaje a la ciudad de Miami, por razones de turismo, ordenando al 
demandante que precise en ejecución de sentencia los días en los que realizará el viaje 
respectivo, adjuntando los boletos de ida y vuelta e indicando la dirección del lugar en el que 
se van a hospedar así como el teléfono al cual pueda la madre comunicarse con su menor 
hija, debiendo el Juzgado poner en conocimiento de la madre de la menor antes que disponga 
la salida efectiva de la menor; en este caso, se advierte que el Colegiado Supremo consideró 
que “(…) todas las medidas que se tomen en relación al menor deben darse teniendo en 
cuenta el Principio del Interés Superior del Niño, y que si bien es cierto, es un término muy 
amplio y que puede tener cierto grado de indeterminación, debe ser aplicado tomando en 
cuenta las condiciones particulares de cada caso, de modo que no es posible fijar reglas para 
la aplicación de dicho principio (…)”; asimismo, siguiendo a María De la Válgoma señaló 
que “(…)  para la aplicación de dicho principio debe dejarse de lado la visión paternalista, 
que tiene al menor como un sujeto de protección, sino que éste principio debe velar por 
otorgarle las condiciones necesarias para adquirir progresivamente mayor autonomía e 
identidad de adulto que le permita ejercer por sí mismo sus derechos y deberes (…)”; 
igualmente, siguiendo a Lidia Makianich De Basset destacó que “(…) podría resultar confusa 
la idea de un “menor maduro”, éste debe ser entendido como aquel momento en el que el 
menor es capaz de acceder al ejercicio de sus derechos fundamentales inherentes a él como 
persona, siendo capaz de comprender las ventajas y riesgos, de diferencia de lo bueno y lo 
malo, y a partir de ello decidir lo adecuado sobre el tema que será materia de decisión; por 
ende, debe realizar un análisis exhaustivo de la conducta del menor a lo largo del proceso 
que se trate (…)”. En cuanto al fondo del asunto, el Supremo Tribunal consideró que no hubo 
contravención a la obligación estatal de protección al menor y del Principio del Interés 
Superior del Niño y Adolescente, sino que por el contrario es “en virtud de ello que las 
instancias inferiores han resuelto a favor de autorizar el viaje de la menor, así como la 
variación de la fecha del viaje, ello en atención además de lograr la efectividad de la decisión 
judicial, el cual se ha visto paralizado debido a los constantes actos procesales iniciados 
contra tal fin, a pesar que la menor ha declarado su voluntad de realizar el viaje, además de 
expresar su deseo que sus padres culminen con los conflictos en los que la menor se 
encuentra inmersa, lo que habilita que los Juzgadores presten especial atención a sus 
declaraciones, al haber demostrado la calidad de una menor madura (…)” 
 
✓ La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación Nº 
4915-2015-Piura, de fecha 05 de setiembre de 2016, declaró infundado el recurso de 
casación contra la sentencia de segunda instancia que confirmó la sentencia apelada que 
declaraba fundada la demanda y ordenaba al demandado se abstenga de todo tipo de agresión 
física y psicológica dentro de la Institución Educativa, o fuera de ella, en agravio del menor 
agraviado o cualquier otro menor, imponiéndosele el pago de una multa de media Unidad de 
Referencia Procesal a favor del Estado y una indemnización a favor del menor agraviado. 
En este caso, el Supremo Tribunal estimó que “(…) el “interés superior” garantiza la 
satisfacción de los derechos del menor, lo que importa que en toda decisión que afecta al 
niño o adolescente deberá primar el respeto a sus derechos (…)” 
 
✓ La Sala Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación Nº 2617-
2016-Lima, de fecha 23 de marzo de 2017, declaró fundado el recurso de casación, 
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interpuesto por el Ministerio Público; en consecuencia, declaró nula la sentencia de vista que 
revocó la sentencia apelada emitida en primera instancia, que declaró infundada la demanda 
sobre contravención a los derechos del niño o adolescente, y reformándola la declara 
improcedente. Cabe acotar que la Sala Civil Superior señaló que para que se configure la 
contravención, la parte demandada debía ser funcionaria o autoridad del ámbito público o 
privado, y en el caso de autos, la parte denunciada no tenía la calidad de funcionaria o 
autoridad alguna, por lo que no correspondería la interposición de la presente demanda. En 
este caso, el Supremo Tribunal consideró que “(…) teniendo en cuenta que en todo proceso 
el principio del interés superior del niño no es una simple declaración de intenciones, de 
carácter abstracto e indeterminado, sino constituye una norma jurídica de reconocimiento 
universal y de obligatorio cumplimiento, que implica una obligación de la familia, la 
comunidad, la sociedad y el Estado, para que en toda decisión que se adopte, se logre la 
máxima satisfacción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes o, la menor restricción 
o afectación de los mismos, más aún si se tiene en cuenta que los casos sujetos a resolución 
judicial o administrativa en los que estén involucrados niños o adolescentes deben ser 
tratados como problemas humanos, como así lo establece el artículo X del Título Preliminar 
del Código de los Niños y Adolescentes (…)”; asimismo estimó que “(…) si bien el 
Colegiado Superior desestima la presente demanda en aplicación de criterios 
jurisprudenciales anteriormente adoptados, sin embargo, estos han sido replanteados en 
virtud de los alcances del principio del interés superior del niño; por lo que bajo dicho marco 
se debe interpretar los dispositivos legales relacionados a las contravenciones, hacia la 
necesidad de un amplio paraguas de protección de los derechos del niño, niña y adolescente 
en aras de su bienestar y desarrollo integral (…)”; es por ello, que se deja señalado que los 
artículos del Código de los Niños y Adolescentes relacionados a las contravenciones, deben 
interpretarse bajo la visión del principio jurídico garantista del interés superior del niño, por 
lo que cualquier persona o funcionario público puede ser imputado o responsable de la 
comisión por acción u omisión que atente contra los derechos de un niño, niña o adolescente. 
 
✓ La Primera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República en la Casación Nº 2042-2013-Sullana, de fecha 27 de marzo de 
2014, declaró fundado el recurso de casación contra la Sentencia de Vista que revoca la 
Sentencia apelada que declaró fundada la demanda, y reformándola la declaró infundada, y 
actuando en sede de instancia, confirmaron la sentencia apelada. En este proceso judicial se 
pretendió la nulidad de una resolución administrativa que denegó una solicitud de destaque 
de una trabajadora de un Centro de Salud por motivos de salud de su menor hijo; habiéndose 
acreditado que en el expediente obra el certificado médico del menor hijo de la demandante 
presenta Prurigo Actinico y Neurodermatitis y que del Informe Psicológico se pudo verificar 
que el citado menor presenta problemas psicológicos, recomendándose, entre otras cosas, 
apoyo de sus familiares más cercanos (especialmente de su señora madre), para restablecer 
su estabilidad emocional, el Supremo Tribunal consideró que al haberse sustentado la 
recurrida únicamente en el hecho formal que la entidad de destino del destaque, es decir, que 
el Hospital “Las Mercedes” de Chiclayo, no solicitó el destaque de la actora a su sede, se ha 
preterido indebidamente el derecho fundamental a la salud que asiste al menor hijo de la 
demandante, tanto en su faz de protección de su derecho a la salud física y psíquica, como 
en cuanto a su derecho a contar con un medio familiar idóneo para recuperarse 
satisfactoriamente, resaltando que tratándose de un menor de edad, en la recurrida se ha 
inobservado el principio del Interés Superior del Niño. 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
Nº 1305-2010-Cusco, de fecha 10 de mayo de 2011, declaró fundado el recurso de casación 
contra el auto de vista que confirmando el auto apelado, declara infundada la contradicción 
formulada por la recurrente, y en consecuencia ordena proceder con el remate de los 
inmuebles dados en garantía. En este caso, un Banco interpone demanda de ejecución de 
garantías contra la Sucesión de la sociedad conyugal a fin de cumplan con pagarle la suma 
ascendente a cuarenta y seis mil uno dólares americanos con doce centavos de dólar 
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americano, mas intereses compensatorios y moratorios pactados, devengados y por 
devengar, costas y costos, bajo apercibimiento de rematarse los bienes otorgados en garantía 
por los ejecutados –fallecidos- contenidos en las Escrituras Públicas, siendo que en este caso 
quien absolvió el traslado de la demanda fue la tutora de los sucesores de la sociedad 
conyugal fallecida, constituida por sus hijos menores de edad. La Corte Suprema advirtió 
que en este proceso se requería de la emisión de dictamen por el Fiscal de Familia, en 
concordancia con lo normado por el artículo 89º– A de la Ley Orgánica del Ministerio 
Público aprobado por Decreto Legislativo Nº 052, que establece la obligación del Fiscal 
Superior de Familia de emitir dictamen previo a la resolución que pone fin a la instancia, en 
los procesos a que se refiere el inciso 2) del artículo 85 del citado cuerpo legal, que dispone 
expresamente: “En los que tengan derechos o intereses morales o económicos los menores o 
incapaces.” Así se sustentó que “(…) en el presente caso resultaba obligatoria la emisión de 
dictamen previo a la decisión final, dado el interés económico que tienen los menores 
involucrados en el presente proceso, a fin de cautelar sus derecho y en observancia del 
Principio del Interés Superior del Niño, consagrado en el artículo IX del Título Preliminar 
del ordenamiento precitado, debiendo precisarse que al no haberse emitido dictamen previo 
desde primer grado, corresponde al juez encargado emitir nueva decisión, previa emisión del 
dictamen, en atención a la normatividad que garantiza el derecho de los menores (…)” 
 
✓ La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación Nº 
5540-2009, de fecha 19 de noviembre de 2010, declaró fundado el recurso de casación contra 
la sentencia de segunda instancia que revoca la sentencia apelada que declara fundada la 
demanda, con lo demás que contiene, y reformándola la declara infundada sobre Exención 
de Obligación Alimentaria. Debe tenerse en cuenta que el artículo 415º del Código Civil 
regula el supuesto de la obligación alimentaria a favor de los menores no reconocidos ni 
declarados, respecto de los cuales la madre ha acreditado haber mantenido relaciones 
sexuales con el presunto padre durante la época de la concepción, además prevé que el cese 
de la obligación alimentaria procederá si se comprueba a través de una prueba genética u 
otra de validez científica con igual o mayor grado de certeza, que él no es el padre. En este 
caso, se determinó la falta de cooperación de la demandada para llevar a cabo la toma de las 
muestras para la prueba genética de ADN, no obstante el Colegiado Superior consideró que 
en atención al principio de Interés Superior del Niño, el alimentista no puede verse afectado 
por el accionar irresponsable de los adultos, aún cuando dicha conducta provenga de su 
propia progenitora, ya que el demandante ha tenido la posibilidad jurídica de ofrecer otros 
medios probatorios que la ley procesal le asigna para desvirtuar o destruir la presunción de 
paternidad de la que viene gozando el citado menor alimentista. Al respecto el Supremo 
Tribunal señaló que “(…) la Sala Superior invoca el principio del Interés Superior del Niño 
para efectos de valorar –a favor del menor– la conducta obstructiva de la madre y la presunta 
omisión del demandante en la presentación de otras pruebas, distintas a la genética, para 
acreditar su derecho a solicitar el cese de la prestación alimentaria; sin embargo, no cabe la 
aplicación aislada de este principio, sino que el mismo debe contrastarse con otros principios 
y derechos como lo serían, por ejemplo, el principio de Proscripción del Abuso de Derecho, 
específicamente del ejercicio abusivo de los derechos procesales, y el derecho de prueba que 
asiste al actor, el cual no sólo comprende el derecho a ofrecer las pruebas en la etapa 
correspondiente, sino también el derecho a que tales pruebas se admitan, se actúen y valoren 
de forma conjunta (…)” 
 
✓ La Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República en la Casación Nº 2456-2014-Lima, de fecha 03 de diciembre de 
2015, declaró fundado el recurso de casación contra la Sentencia de Vista que revoca la 
Sentencia apelada que declaró fundada la demanda, y reformándola la declaró infundada, y 
actuando en sede de instancia, confirmaron la sentencia apelada, sobre cese de actos de 
hostilidad. En este caso, se determinó que frente a la condición de madre primeriza y lactante 
expuesta por la actora antes de ser cambiada a Lambayeque, la entidad demandada no expuso 
la razonabilidad y las necesidades institucionales que justificaran el traslado de la 
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demandante a un lugar tan lejano del núcleo familiar que tenía en la ciudad de Lima; por ello 
se estimó que “(…) el traslado dispuesto para que la demandante labore en la sede la 
institución demandada ubicada en Lambayeque, resulta ilegal en la medida que teniendo la 
condición de madre primeriza y lactante, le ha sido vulnerado  sus derechos constitucionales 
como madre, así como los derechos de su menor hija, si bien  es cierto  la recurrente firmó 
un documento en la que se estableció la posibilidad de ser trasladada geográficamente, esta 
cláusula no puede imponerse frente a la protección a la mujer trabajadora y al niño dentro 
del texto Constitucional. Esta protección se asienta en la concepción de la vida como valor 
fundante dentro del ordenamiento constitucional peruano y la prevalencia de los derechos de 
los niños, garantía que no es exclusiva del ordenamiento jurídico peruano, pues se encuentra 
contenida en los distintos instrumentos internacionales, tales como la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales; 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención Americana de 
Derechos Humanos y la Convención sobre Eliminación de todas las  formas de 
discriminación contra la mujer – (CEDAW) (…)” 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
Nº 2077-2013-Lima, de fecha 01 de abril de 2014, en atención a un proceso sobre 
indemnización por daños y perjuicios consideró que “(…) el centro educativo demandado 
tiene la ineludible obligación de velar no solamente en la formación de conocimientos de sus 
alumnos, sino especialmente en el bienestar de los mismos, siempre pensando en el interés 
superior del niño, sin embargo, rebasando el principio de proporcionalidad, no permitieron 
que la alumna hija de los demandantes, portase una mochila rodante, pese a saber de delicado 
estado de salud, lo que ha conllevado a ocasionarle un daño, y es éste el que se ha de 
indemnizar (…)” 
 
✓ La Segunda Sala Penal Transitoria en el Recurso de Nulidad Nº 502-2013-Lima Norte, de 
fecha 22 de junio de 2017, sobre un proceso por el delito contra la vida, el cuerpo y la salud 
– Feminicidio, destacó que en el caso concreto “surge un factor de suma relevancia: La 
orfandad del menor hijo de la agraviada, quien, en la data del evento delictivo, según emerge 
de la partida de nacimiento de fojas ciento veinticinco, tenía doce años de edad. Lo expuesto 
concita la atención prioritaria de este Tribunal Supremo, debido al estado de indefensión y 
vulnerabilidad en que se encontraría el citado menor, producto del impacto psicológico por 
la muerte de su madre. El Estado peruano, en su conjunto, ha asumido obligaciones 
convencionales de protección a los menores de edad, enmarcadas en el respeto por la 
dignidad de la persona y los derechos humanos (…)”; así, respecto a lo tendiente a la 
reparación civil, consideró que “(…)resulta evidente que el menor antes aludido, tiene menos 
fortaleza psíquica para tolerar la muerte de su progenitora, en comparación con otra persona 
mayor, con una personalidad mejor estructurada; además, se ha visto afectado radicalmente 
en sus proyecciones de vida, puesto que, su madre fue asesinada, teniendo como autor de 
este hecho, a su propio padre, quien está recluido en un establecimiento penitenciario. La 
configuración del daño, y con ello, del derecho a reparación de parte del menor hijo, tiene 
como base la existencia de relaciones de apoyo natural entre este último y la agraviada, en 
virtud de la relación materno – filial que mantuvieron, que resulta incuantificable. La 
asistencia es tanto afectiva como económica. Resulta válido deducir que dicho apoyo hubiera 
continuado dándose si la víctima no hubiese muerto. En consecuencia, el interés superior del 
niño se funda como un criterio necesario en la determinación del daño moral ocasionado. La 
indemnización debe abarcar todo lo concerniente a garantizar un desarrollo progresivo en el 
tiempo y, tendrá como finalidad, en el mejor de los casos, contrarrestar los factores negativos 
acaecidos, otorgándole solvencia económica para proseguir con su vida. Así lo han 
dictaminado los instrumentos internacionales y nacionales, sobre derechos humanos. Esta 
Sala Penal Suprema, en atención a su carácter ideal y subjetivo, con la finalidad de garantizar 
las condiciones de una vida digna, y salvaguardando el ejercicio pleno de los derechos de 
habitación, educación, asistencia médica y recreo del citado menor, considera razonable 
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establecer, por equidad, la suma de S/.100,000.00 soles como reparación civil, por concepto 
de daño moral causado a dicho menor de edad (…)” 
 
✓ La Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 
la República en la Consulta Nº 10333-2017- Del Santa, de fecha 19 de junio de 2017, 
aprobaron la sentencia expedida por la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte 
Superior de Justica Del Santa, en el extremo que realiza el control difuso declarando 
inaplicable al caso, el inciso 3 del artículo 57 del Código Penal, en el proceso penal seguido 
sobre Omisión a la Asistencia Familiar. En el caso, se tenía el supuesto previsto en el inciso 
3 del artículo 57 del Código Penal que señala: El juez puede suspender la ejecución de la 
pena siempre que se reúnan los requisitos siguientes: (…) 3. Que el agente no tenga la 
condición de reincidente o habitual.” La Sala Suprema consideró que se presentó “(…) un 
conflicto de normas jurídicas que resultan aplicables al caso en cuestión, de un lado, la norma 
constitucional que reconoce como un derecho fundamental de la persona el interés superior 
del niño, artículo 3 de la Constitución Política del Estado, que las medidas restrictivas del 
derecho fundamental guarden razonabilidad y proporcionalidad y, de otro, la norma 
contenida en el inciso 3 del artículo 57 del Código Penal, sin que sea posible obtener una 
interpretación de esta última norma que guarde armonía con el texto constitucional (…)”; en 
tal contexto, el Supremo Tribunal estimó que “(…) la norma penal inaplicada tiene como 
objetivo principal que en caso de reincidentes, evitar que circulen por las calles con el fin de 
salvaguardar a la sociedad por su peligrosidad, asegurando en principio la seguridad 
ciudadana, teniendo un efecto de resocialización del individuo, sin embargo tal finalidad no 
resulta aplicable en el presente caso particular, pues la privación de la libertad impediría al 
condenado la oportunidad de agenciarse de medios económicos necesarios para cumplir con 
el deber legal y judicial de acudir con sumas de dinero a su menor hijo para su manutención, 
resultaría opuesto al propósito de la propia sanción penal impuesta; por el contrario se 
pondría en riesgo la integridad del menor hijo del condenado, quien se vería privada de la 
posibilidad de contar con medios que le permitan su alimentación, no pudiendo cumplir con 
el objetivo que se pretende tutelar, por lo que la ejecución de la pena privativa de libertad 
efectiva no satisface el sub principio de idoneidad; con la citada conclusión arribada sería 
suficiente para que quede plenamente justificada la inaplicación de la norma penal sub 
análisis; no obstante el análisis de los otros sub principios corroboran lo expuesto líneas 
arriba; efectivamente se observa que la aplicación de la norma penal citada no supera el test 
de necesidad, en el presente caso en particular, por cuanto existen otras medidas que pueden 
lograr lo que en abstracto se pretende con ella, esto es, que pueda seguir cumpliendo con su 
obligación alimentaria, ya que para alcanzar el objetivo que se pretende existen otras medidas 
que no resultan limitativas, como lo es la suspensión de la ejecución de la pena efectiva por 
la de reglas de conducta por un periodo de prueba; por último, tenemos que la norma en 
estudio -inciso 3 del artículo 57 del Código Penal- tampoco satisface -para el presente caso- 
el sub principio de proporcionalidad en sentido estricto, pues en el balance del costo y 
beneficio que resulta de aplicar la citada norma restrictiva, el daño sería mayor en este caso 
particular, que el beneficio que se pretende lograr; pues la pena privativa de libertad efectiva 
interviene de manera grave en el derecho del niño y adolescente a percibir alimentos, pues 
de la comparación de la medida efectiva y el derecho fundamental que se compromete con 
el medio (pena) resulta afectado el interés superior del niño que propugna la Constitución 
Política del Estado (…)” 
 
✓ La Primera Sala Penal de Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la república en la 
Apelación Nº 11-2015-Ancash, de fecha 18 de mayo de 2017, confirmó la sentencia que 
absolvió a la procesada de la acusación fiscal formulada en su contra por delito de prevaricato 
en agravio del Estado. En este caso se cuestionaba que ante un pedido de medida cautelar de 
tenencia provisional del menor e impedimento de salida del país de la demandada, el mismo 
fue aceptado, sin trámite alguno, que se interpuso la nulidad de actuados, pero fue 
desestimada y a la vez se concedió con efecto suspensivo la apelación correspondiente, pero 
la Sala Civil, previa vista fiscal, declaró nula la indicada resolución por infringir el artículo 
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87 del Código de los Niños y Adolescentes [en cuanto se debió tener en cuenta el informe 
del Equipo Multidisciplinario, previo dictamen fiscal ]. Sobre el principio del interés superior 
del niño, la Sala Suprema señaló que “(…) Este principio, sin duda, preside no solo el 
proceso jurisdiccional sino también la construcción de la legalidad, así como su 
interpretación y aplicación, al igual que las políticas públicas en su conjunto. El Juez, en base 
a esa disposición fundamental, ante cada situación procesal que demande una decisión, 
dentro del marco de la legalidad –constitucional y ordinaria–, decidirá asumiendo ese 
mandato superior. Por ende, si el niño atraviesa una situación de riesgo excepcional, y la 
protección de sus derechos así lo demanden, el Juez está autorizado –incluso, tiene el deber– 
a dictar las medidas que correspondan con respeto de los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad (…)”; asimismo, apuntó que “(…) en el presente caso, como ya se anotó, es 
factible que un juez, eventual y excepcionalmente, pueda aplicar directamente los artículos 
674 y 637 del Código Procesal Civil, con exclusión de la norma especial: artículo 87 del 
CNA. Desde las exigencias típicas, es de tener en cuenta que las razones del juez para hacerlo 
pueden estar equivocadas –no toda infracción objetiva al ordenamiento es prevaricadora–, 
pero si es posible estimar la posibilidad razonable de una interpretación alternativa, no cabe 
afirmar la tipicidad objetiva del aludido tipo legal. La jueza acusada, en la resolución 
cuestionada, hizo mención a la desatención del niño por su madre invocando prueba 
documental de diversa procedencia, así como incorporó en su análisis el artículo IX del 
Título Preliminar del CNA. Es claro que, dentro de las pautas interpretativas 
correspondientes, el Tribunal Superior no consideró atendible ese razonamiento excepcional 
–existencia de necesidad impostergable–, pero esa posición del órgano jurisdiccional de 
apelación, también posible desde el ordenamiento procesal, en modo alguno puede significar 
que lo decidido por la jueza de primera instancia es prevaricador. Son lineamientos 
interpretativos ciertamente defendibles como expresión de la potestad jurisdiccional, más 
allá de que pueda calificarse la decisión de la jueza acusada de objetivamente ilegal porque 
las razones que adujo no eran suficientes para apartarse de la regla general del artículo 87 
CNA. Siendo así, no se cumplen los elementos objetivos del tipo legal de prevaricato de 
derecho. Luego, la absolución es fundada, pero por atipicidad y no por la presencia de una 
causa de justificación, cuya aplicación requiere la acreditación de un hecho típico, objetiva 
y subjetivamente (…)” 
 
✓ La Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en el 
Recurso de Nulidad Nº 1745-2016-Lima, de fecha 08 de noviembre de 2017, declaró que 
hubo nulidad en el auto de vista que revocó el auto que declaró infundada la tacha contra las 
declaraciones de las menores ante la Cuarta Fiscalía de Familia del Callao, en el proceso por 
el delito contra la libertad – actos contra el pudor en menores de edad, en perjuicio de las 
citadas menores, y reformándola, declararon fundada la tacha interpuesta por el citado 
inculpado, contra las declaraciones mencionadas, disponiendo se vuelva a practicar la 
entrevista en a las citadas menores con las garantías que confiere la Ley a las partes 
procesales, y reformado dicha decisión, confirmaron el auto que declaró infundada la tacha. 
En este caso, es sustento de la decisión de la Sala Superior que se recibieron las declaraciones 
de las menores en Cámara Gessell, sin la participación de la defensa del procesado, de ahí 
que no se encuentra ajustada a derecho, debido a que, no se notificó al abogado del procesado 
para que esté presente en dicha diligencia, considerando que se incumplió con lo estipulado 
en la Guía de Procedimiento para la Entrevista única de Niños, Niñas y Adolescentes 
víctimas de abuso sexual, explotación sexual y trata con fines de explotación sexual; no 
obstante, el Supremo Tribunal estimó que de su contenido no se aprecia que establezca la 
invalidez de la declaración de los menores, porque no se contó con la presencia del abogado 
defensor del procesado, procediendo seguidamente sólo a citar el interés superior del niño. 
 
✓ La Sala Civil Transitoria Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación Nº 2365-
2017- Cusco, de fecha 04 de abril de 2018, sobre autorización judicial de viaje de menor, 
señaló que "(...) al momento de escuchar la opinión del menor tenga en consideración que el 
fin supremo estará encaminado a determinar el interés superior del niño, para cuyo efecto, 
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además, analizará de manera concurrente el material probatorio que obra en autos en relación 
a este asunto, con la finalidad de descubrir los vínculos afectivos entre el niño y sus padres, 
su opinión sobre la solicitud planteada por su madre, así como cualquier otro elemento 
esencial que se relacione de manera directa con el asunto materia de controversia (...)" 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
N° 2241-2016- La Libertad, de fecha 21 de marzo de 2018, señaló que a pesar de haberse 
descartado la existencia de la infracción del derecho a la motivación en la sentencia de vista 
contra la que se formuló recurso de casación, no obstante considerando los principios de la 
dignidad humana previsto en el artículo 1° de la Carta Fundamental, así como el principio 
del interés superior del niño consagrado en el artículo 3° de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, procedió a realizar una valoración sobre la constitucionalidad de la 
sanción impuesta al adolescente infractor; en ese sentido, destacó que "(...) el órgano 
jurisdiccional que conoce de un caso de justicia de menores bajo los alcances del Decreto 
Legislativo N° 1204 evalúe con detenimiento la medida que impondrá al adolescente 
infractor, a fin de reflexionar sobre la proporcionalidad que ésta guarda con los derechos que 
los tratados, la Constitución y la ley le reconocen, siendo posible incluso, de ser éste el caso, 
que se aparte de las sanciones que dicha ley prevé, a fin de hacer prevalecer la vigencia de 
la Convención (...) Esto, por supuesto, no significa que toda medida que se imponga sobre 
la vigencia de lo normado por el Decreto Legislativo N° 1204 sea per se contraria a la 
Convención sobre los Derechos del Niño, sino que cada caso deberá ser objeto de reflexión 
por el órgano jurisdiccional a fin de determinar si la medida adoptada guarda 
proporcionalidad con los derechos que ella consagra (...)" 
 
✓ La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación N° 
1545-2017- Del Santa, de fecha 08 de enero de 2018, dejó señalado que "(...) según lo 
dispuesto por el artículo 230, inciso f) del Código de los Niños Adolescentes el Juez al 
momento de imponer una sanción deberá tener en cuenta, entre otros aspectos, la 
proporcionalidad de la misma. Al respecto, coincidimos con Francisco Dall’Anese, en 
cuanto concibe el principio de proporcionalidad como un poder discrecional del juzgador 
para rechazar o limitar la realización de un acto que podría significar un deterioro inaceptable 
para los derechos ciudadanos, o la exclusión de un acto ya realizado por ser abusivo. Desde 
luego, la extensión máxima de aceptabilidad de la injerencia estatal viene demarcada por el 
límite legalmente preceptuado, que nunca debe superar. Ante las intervenciones necesarias 
del Estado en los derechos fundamentales, el principio de proporcionalidad es una barrera 
para evitar el exceso; dentro del marco legal deja a la discreción del juez autorizar o denegar 
una determinada suspensión individualizada de derechos fundamentales. Se trata de un 
principio general de justicia en virtud del cual los operadores jurídicos deben buscar la 
medida justa sin pecar por exceso o por defecto, en las intervenciones o injerencias estatales 
que suponen la suspensión individualizada de derechos fundamentales. En el mismo sentido 
Emilio García Méndez considera que “el principio de proporcionalidad es conocido como 
un instrumento para restringir las sanciones punitivas y se expresa principalmente mediante 
la fórmula de que el autor ha de llevarse su merecido según la gravedad del delito. La 
respuesta a los jóvenes delincuentes no sólo deberá basarse en el examen de la gravedad del 
delito, sino también en circunstancias personales. La circunstancias individuales del 
delincuente… han de influir en la proporcionalidad de la reacción” (...) esta Sala de Casación 
estima que si bien es cierto las alegaciones de la parte recurrente no desvirtúan la imposición 
de la medida socioeducativa de internación impuesta al adolescente, no es menos cierto que 
el ad quem no ha justificado debidamente la graduación de dicha medida, advirtiéndose que, 
en esencia, se ha limitado a repetir la conclusiones del Informe Multidisciplinario (...), lo 
cual importa una clara vulneración del deber de motivación de las resoluciones judiciales, 
deviniendo nula la sentencia de vista ahora impugnada (...) Sin embargo, teniendo como 
principio rector el interés superior del niño y del adolescente, consagrado en el artículo IX 
del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, concordante con los principios 
contenidos en los artículos V (economía y celeridad procesales) y IX del Título Preliminar 
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(de vinculación y formalidad) del Código Procesal Civil, en el caso de autos emitiremos un 
fallo en sede de instancia, lo cual importa corregir la deficiente motivación efectuada por la 
sala Superior, debiendo precisar también que para el efecto y en mérito a los mismos 
principios citados, de manera excepcional, efectuaremos una breve revisión de las 
consideraciones fácticas establecidas en sede de mérito (...)" 
 
✓ La Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República 
en la Consulta N° 24382-2017-San Martín, de fecha 25 de enero de 2018, resolvió la 
consulta de la sentencia que resolvió no aplicar el artículo 1° de la Ley N° 26981 - Ley de 
Procedimiento Administrativo de Adopción de Menores de Edad Declarados Judicialmente 
en Abandono, por colisión con el 4° de la Constitución Política del Perú; en consecuencia, 
declaró fundada la demanda sobre adopción por excepción contra el Ministerio Público; 
siendo el sustento de la decisión del Supremo Tribunal que "(...) de no amparar la demanda 
de adopción, permitiría la continuación de la situación de incertidumbre del menor y que 
podría terminar separándolo de los demandantes, que por lo demás, se encuentran formando 
una “familia”; pues caso contrario se estaría vulnerando la protección de la menor como tal, 
sobre todo si la Constitución proclama el derecho a vivir y formar parte de una familia 
legalmente (...)" 
 
✓ La Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación N° 
331-2017-Ancash, de fecha 08 de enero de 2018, respecto a un proceso sobre tenencia y 
custodia de menor, dejó señalado que "(...) el artículo 97 del Código de los Niños y 
Adolescentes prescribe: “El demandado por alimentos no puede iniciar un proceso posterior 
de Tenencia, salvo causa debidamente justificada”. Es a partir de dicha premisa normativa 
que nuestro análisis jurídico debe circunscribirse. En efecto, la Convención sobre los 
Derechos del Niño aprobada por la Organización de Naciones Unidas (ONU) en 1989 y 
ratificada por el Perú en 1990 declara el Principio del Interés Superior del Niño, que significa 
que cualquier medida que se tome a nivel público o privado deberá contemplar en primer 
lugar el cuidado de que no dañe, ni ponga en riesgo el cumplimiento de ningún derecho de 
niñas, niños y adolescentes. Tal principio también es recogido por el numeral IX del Título 
Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes (...)" 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
N° 320-2017-Cusco, de fecha 30 de noviembre de 2017, sobre un proceso sobre tenencia y 
custodia de menor, señaló que "(...) El artículo 84 del Código de los Niños y Adolescentes 
delimita algunos criterios orientadores, más no determinantes, a ser tenidos en cuenta por el 
juzgador a fin de dilucidar cuál de los padres ejercerá la tenencia y custodia del hijo. De esta 
forma, establece criterios como: a) El tiempo de convivencia del hijo con los padres; b) La 
edad del hijo; están supeditados a su vez a que la tenencia y custodia del hijo recaiga en el 
progenitor que mejor garantice el derecho del niño, niña o adolescente a mantener contacto 
con el otro progenitor. El mayor tiempo de convivencia entre un padre o madre y su hijo 
supone en condiciones normales y “saludables”; mayor grado de afinidad, empatía y 
afianzamiento de la relación paterno-filial como resultado de la interacción y presencia 
continua del padre o de la madre en la crianza del hijo; sin embargo, la realidad demuestra 
que no siempre este factor por sí mismo es suficiente para que el juez de la causa prefiera a 
un padre sobre el otro, por cuanto podría darse el caso que la convivencia por el contrario 
fuera perjudicial para el niño, sea por la existencia de actos de maltrato infantil o por el 
incumplimiento de los deberes a los que alude el artículo 74 del Código de los Niños y 
Adolescentes, de allí la necesidad que en todo proceso judicial de tenencia y custodia la 
decisión debe tener como sustento, además de la valoración conjunta de todos los medios 
probatorios, lo que resulte más beneficioso para el hijo, más no para el progenitor, en clara 
aplicación del Principio del Interés Superior del Niño, consagrado por el artículo IX del 




✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
N° 1749-2017-Ica, de fecha 23 de noviembre de 2017, sobre un proceso sobre infracción a 
la ley penal contra la indemnidad sexual, precisó que "(...) la promulgación del Código de 
los Niños, representó un cambio en el tratamiento legal frente a los adolescentes, dando por 
superada la denominada doctrina de la situación irregular en nuestro país, adhiriéndose a la 
doctrina de la protección integral del niño y adolescente como sujeto activo de derechos y 
deberes. Como aspectos fundamentales de este cambio de paradigma entendemos que los 
niños y adolescentes son sujetos activos de derechos y deberes, capaces de exigir el respeto 
irrestricto de los mismos, asimismo, de asumir la responsabilidad de los actos que comete de 
acuerdo a su edad. En el ámbito penal juvenil, se establece una normatividad exclusiva para 
el adolescente infractor pasible de medidas socio educativas perfectamente diferenciada del 
niño o adolescente en presunto estado de abandono sujeto a medidas de protección (...) “El 
sistema de Justicia Penal Juvenil en el Perú, es regulado desde el Código del Niño y el 
Adolescente, en cuyo contenido encontraremos principios normativos y mecanismos 
procesales en un proceso único para el juzgamiento de los adolescentes, que van  a legitimar 
de manera directa los actos decisorios de los administradores de justicia. Sin embargo, el 
mismo código señala un sistema de fuentes internacionales y nacionales para su 
interpretación, así como la aplicación supletoria de los Códigos Sustantivos y Procesales 
vigentes. (…) Para ello es importante entender que la Administración de Justicia Juvenil 
contiene una estructura básica que se fundamenta principalmente en principios garantistas 
procesales que nacen de la dogmatica jurídica, la compatibilidad con el cuerpo 
Constitucional de la República del Perú y que su aplicación tiene como objetivo la protección 
de los derechos fundamentales del Interés Superior del niño. Para ello, es necesario 
comprender que un pilar fundamental del sistema penal juvenil es la consolidación de la 
Doctrina de Protección Integral en cuanto a la custodia y tratamiento integral de los derechos 
del niño y los adolescentes” (...) La Convención de los Derechos del Niño, en su artículo 3 
inciso 1, consagra el principio del interés superior del niño; por lo que siendo Perú, un país 
suscriptor de dicha Convención, recoge dicho principio en el artículo IX del Título 
Preliminar del Código de Niños y Adolescentes. “Esta consideración primordial (…) hacia 
el niño y el adolescente debe centrarse en comprender que el mismo es un ser especialísimo 
al que es necesario vigilar y proteger. Es dentro del marco de este cuidado que se construye 
el principio del interés superior del niño, que es considerado según la doctrina como “un 
conjunto de bienes necesarios para el desarrollo integral y la protección de la persona menor 
de edad, que buscan su mayor bienestar. Ese es el deber moral que toda sociedad en su 
conjunto debe asumir hacia los niños, es dicha obligación que se convierte en principio; es 
decir, la categoría moral se eleva a la categoría de norma jurídica para lograr mayor eficiencia 
y seguridad en la protección del menor. (…) Esta implicación del deber que privilegia a los 
niños conlleva una mayor responsabilidad cuando se trata de menores privados de su libertad, 
en el entendimiento de que no juzga la actitud del menor, sino que se establece una solución 
terapéutica para que se convierta en un ciudadano útil en la sociedad” (...) En el caso de 
procesos iniciados contra adolescentes en contravención a la ley penal, resulta necesario 
observar las garantías especiales que a su favor reconocen la Convención sobre los Derechos 
del Niño, la Constitución Política y las leyes vigentes, ello ha sido reconocido taxativamente 
por el artículo 192 del Código de los Niños y Adolescentes. En específico, este cúmulo de 
garantías especiales reconocidas a favor del adolescente en conflicto con la ley penal exige 
primordialmente que todo acto que se dicte o practique en el proceso deberá tener en 
consideración el respeto por su dignidad y, en especial, la atención esencial al interés superior 
del niño, en concordancia con lo declarado por los artículos 3 y 40 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño. De tal modo que en toda medida o interpretación normativa que 
adopte el juez, se incline por aquello que en mejor medida responda al interés y dignidad del 
adolescente. Estos constituyen las principales garantías que, en modo especial, nuestro 
sistema jurídico prevé para este tipo de procesos judiciales (...) Por otro lado, el artículo 83 
del Código Penal, establece que “la prescripción de la acción se interrumpe por las 
actuaciones del Ministerio Público o de las autoridades judiciales, quedando sin efecto el 
tiempo transcurrido.(…) Después de la interrupción comienza a correr un nuevo plazo de 
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prescripción, a partir del día siguiente de la última diligencia. (…) Se interrumpe igualmente 
la prescripción de la acción por la comisión de un nuevo delito doloso. (…) Sin embargo, la 
acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad 
al plazo ordinario de prescripción”; empero, lo prescrito en la citada norma penal no es de 
aplicación al caso concreto, toda vez que, taxativamente el Código de los Niños y 
Adolescentes estipula el plazo de prescripción, estando proscrita en materia penal juvenil la 
aplicación por analogía, en malam parts, pues las normas que restringen derechos no pueden 
aplicarse de ese modo. Por tanto a fin de determinar si corresponde o no el amparo de la 
prescripción deducida, solo debe computarse el plazo desde la comisión de la infracción 
penal, a fin de establecer si ha transcurrido el plazo que establece el artículo 222 del Código 
de Niños y Adolescentes. En ese sentido, se ha pronunciado la Corte Suprema en la Casación 
N° 4217-2015- Huaura, de fecha veintiocho de abril de dos mil dieciséis, señalando que “el 
Código de Niños y Adolescentes, no ha previsto la interrupción de la prescripción ordinaria 
ni de la prescripción extraordinaria, que son propias de la legislación penal ordinaria y que 
están previstas en el artículo 83 del Código Penal. (…) La legislación penal no es de 
aplicación indiscriminada a los casos de infracciones penales cometidas por adolescentes, en 
razón de la diferencia que existe entre la comisión de un hecho punible cuya consecuencia 
es la imposición de una pena, con la infracción de un menor a cuyo favor se abre una 
investigación con el objeto de aplicar, de ser el cao una medida socio educativa. Ello en 
aplicación al Principio del Interés Superior del Niño y Adolescente, regulado en el articulo 
IX del Título Preliminar del Código de Niños y Adolescentes” (...)" 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
N° 2052-2017-Ayacucho, de fecha 23 de noviembre de 2017, sobre Restitución 
Internacional de Menor, teniendo en consideración que el Convenio de la Haya, suscrito el 
25 de octubre de 1980, en su artículo 1° prevé “asegurar la pronta restitución de menores que 
tengan residencia habitual en uno de los Estados Parte y hayan sido trasladados ilegalmente 
desde cualquier Estado a un Estado Parte o que habiendo sido trasladados legalmente 
hubieren sido retenidos ilegalmente”, fundamentó que "(...) la restitución de menores no 
puede ser confundida con un proceso de tenencia o custodia (aunque es una herramienta para 
su protección) por lo que no puede derivar en dilaciones innecesarias, dado que lo único que 
interesa es determinar si cabe o no restituir al menor al lugar donde tuvo su residencia 
habitual. Ello, de ninguna forma significa el desamparo del menor, sino que la decisión sobre 
la custodia, tenencia, patria potestad o régimen de visitas debe ser solucionada en el país de 
origen (...)"; asimismo, precisó que "(...) Este Tribunal Supremo repara que los distintos 
órganos jurisdiccionales apelan al “interés superior del niño” para desacatar el mandato 
derivado del Convenio. Al hacerlo, expresan un cúmulo de generalidades o llenan de 
contenido al principio con expresiones cargadas de subjetividad y atendiendo a sus propias 
valoraciones sociales y culturales sin un valor objetivo de referencia. En casos, como los 
aquí detallados, el “interés superior del niño” tiene que relacionarse con los fines propios del 
Convenio, pero siempre teniendo en cuenta que es lo que más conviene al menor “en un 
momento dado, en una cierta circunstancia y analizado en concreto su caso particular [cita a 
Biocca, Stella Maris]” (...) Se protege dicho interés cuando se utiliza con celeridad un 
mecanismo de protección contra la multiplicación de las sustracciones internacionales de 
menores, en un contexto en el que la verdadera víctima de ella es el menor, que es utilizado 
como propiedad de uno de los padres y que siente la incertidumbre de un nuevo entorno que 
tiene que asimilar (...)"; seguidamente se estableció que "(...) de la propia retención ilícita no 
se colige necesariamente que deba operar la restitución, pues lo que también debe tenerse en 
cuenta es la prontitud de la restitución, la residencia habitual y las excepciones del Convenio 
en orden a determinar qué es lo que favorece al menor (...)"; y, en este caso, se observó que 
la restitución fue solicitada el 15 de julio de 2014, pero ya habían transcurrido tres años y 
cuatro meses; así el Supremo Tribunal reparó en que "(...) tal demora no es de 
responsabilidad del demandante y que tal dilación debe imputarse al trámite procesal; sin 
embargo, a pesar de ello, el tiempo ha originado una sucesión de hechos que deben ser 
tenidos en cuenta: el más fundamental del ellos es el arraigo, el centro de vida de la menor 
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(...)"; y, en ese sentido consideró líneas seguidas que "(...) si bien el artículo 12 del Convenio 
expresa que en los casos de retención ilícita se ordenará la restitución del menor, no es menos 
verdad que establece como excepción el hecho que quede demostrado que el menor ha 
quedado integrado en su nuevo ambiente, lo que constituye una causal de improcedencia 
autónoma que se vincula con el interés superior del niño (...)" 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
N° 3481-2017-Cañete, de fecha 23 de noviembre de 2017, sobre Infracción a la Ley Penal 
– Contra la Vida, El Cuerpo y la Salud, Lesiones graves con subsecuente muerte, señaló que 
"(...) a partir del reconocimiento de la responsabilidad del niño o adolescente, se dio origen 
a un Sistema Penal Juvenil, que si bien se asemeja al de los adultos, guarda determinadas 
características que lo hacen particular. De ahí que, la responsabilidad penal del niño es 
diferente a la del adulto, por tanto las medidas aplicables en uno u otro supuesto, no deben 
tener la misma finalidad (...) De esta manera la Convención sobre los Derechos del Niño, 
ratificado por el Perú, el 4 de setiembre de 1990 reconoce, al adolescente que infringe una 
norma penal, las garantías del debido proceso ordinario, más aquellas propias de una persona 
en formación. Se entiende que aquel tiene capacidad de comprender sus propios actos, -por 
lo tanto de ser responsable-, pero no en tal magnitud como para someterlo a la jurisdicción 
de adultos (...)". En este caso concreto se trataba de un adolescente que en la secuela del 
proceso había sido declarado contumaz, que es la figura jurídica en la que se tiene un 
imputado que conoce su condición de tal y que está o estará emplazado al proceso para que 
responda por concretos cargos penales, y pese a ello deja de concurrir, se aparta 
voluntariamente del proceso; habiéndose analizado en el caso concreto que "(...) la 
contravención al principio de no ser condenado en ausencia se materializa en aquellos 
supuestos en los que el procesado no solo desconoce de la existencia del proceso penal 
seguido en su contra, sino que debido a esta situación se encuentra impedido de ejercer su 
legítimo derecho de defensa, no siendo este el caso que nos ocupa, considerando que la 
defensa del menor participó activamente no solo en el decurso de proceso, sino en las 
diferentes sesiones de la Audiencia Única de Esclarecimiento de Hechos, además de 
interponer en defensa de los intereses de su patrocinado los recursos impugnatorios que la 
ley le autoriza, incluso el recurso de casación (...)" 
 
✓ La Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República en la Casación 
N° 355-2016-Lima, de fecha 23 de agosto de 2016, sobre proceso de violencia familiar, 
declaró fundado el recurso de casación interpuesto por el representante del Ministerio 
Público contra la sentencia de vista que revoca la sentencia de primera instancia y declara 
infundada la demanda sobre violencia familiar en la modalidad de maltrato físico, en agravio 
de una menor de edad, y actuando en sede de instancia confirmaron la sentencia de primera 
instancia. En este caso, el Supremo Tribunal advierte que la Sala Superior reconoce que de 
acuerdo con el certificado médico practicado a la niña agraviada, están acreditadas las 
lesiones físicas; y de acuerdo con las declaraciones de los demandados fueron ocasionadas 
cuando la niña estaba bajo su custodia; sin embargo, esos hechos los califica como prácticas 
erradas de corrección, que no revelan la intención de los demandados de generarle daño, o 
la voluntad de someterla o posicionarse sobre ella. Ante dicha motivación se consideró que 
"(...) es manifiesto que la conducta lesiva a la integridad física de la niña, desarrollada por 
los demandados, constituye un acto de violencia familiar, en la modalidad de maltrato físico, 
que no puede pasar desapercibido ni ser ajeno a la política pública del Estado, ni a lo 
tipificado en las normas legales; máxime, si en este caso al tratarse de la agresión física 
contra una niña, aunque sea de forma mínima, se debe respetar y observar el “principio del 
Interés Superior del Niño”, previsto en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, y en  nuestro ordenamiento interno, reconocido en el artículo IX del Título Preliminar 
del Código de los Niños y Adolescentes, por el cual el Estado y la sociedad en su conjunto 
deben considerarlo vital en la toma de decisiones, y tienen el deber de considerar lo "más 
beneficioso para el niño" sobre cualquier otro interés; y por tanto, es deber del órgano 
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jurisdiccional evitar los actos de agresión y efectivizar su protección, antes que ser indulgente 
con los demandados, y atenuar su comportamiento (...)"  
 
Es de acotar algunos criterios jurisprudenciales emitidos por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, que de alguna manera vinculan al Estado Peruano, entre ellos encontramos 
pronunciamientos como los siguientes: 
 
✓ La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso "Instituto de Reeducación del 
Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Se señala que el análisis del derecho a la libertad 
personal en el presente caso no debe realizarse sin tener en cuenta que se está mayormente 
ante la presencia de niños. Es decir, el contenido del derecho a la libertad personal de los 
niños no puede deslindarse del interés superior del niño, razón por la cual requiere de la 
adopción de medidas especiales para su protección, en atención a su condición de 
vulnerabilidad. 
 
✓ La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Se deja 
señalado que a la luz del interés superior del niño como principio interpretativo dirigido a 
garantizar la máxima satisfacción de sus derechos, la prisión y reclusión perpetuas de niños 
son incompatibles con el artículo 7.3 de la Convención Americana, pues no son sanciones 
excepcionales, no implican la privación de la libertad por el menor tiempo posible ni por un 
plazo determinado desde el momento de su imposición, ni permiten la revisión periódica de 
la necesidad de la privación de la libertad de los niños. 
 
✓ La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros 
Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 
de agosto de 2014. La Corte ha sostenido respecto de casos donde menores de edad se 
encuentren involucrados, que el contenido del derecho a la libertad personal no puede 
deslindarse del interés superior del niño y del carácter que reviste la posición de garante del 
Estado respecto de los niños. 
 
✓ La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, 
sentencia de 24 de febrero de 2012. Fondo, Reparaciones y Costas: la Corte señaló que el 
objetivo general de proteger el principio del interés superior del niño es, en sí mismo, un fin 
legítimo y es, además, imperioso. En relación al interés superior del niño, la Corte reitera 
que este principio regulador de la normativa de los derechos de las niñas y los niños se funda 
en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños y las niñas, 
y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus 
potencialidades122. En el mismo sentido, conviene observar que para asegurar, en la mayor 
medida posible, la prevalencia del interés superior del niño, el preámbulo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño establece que éste requiere “cuidados especiales”, y el artículo 
19 de la Convención Americana señala que debe recibir “medidas especiales de protección. 
 
✓ La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Forneron e hija vs. Argentina, 
sentencia de 27 de abril de 2012. Fondo, Reparaciones y Costas: La Corte recalcó que una 
determinación a partir de presunciones y estereotipos sobre la capacidad e idoneidad parental 
de poder garantizar y promover el bienestar y desarrollo del niño no es adecuada para 
asegurar el interés superior del niño. Adicionalmente, el Tribunal considera que el interés 
superior del niño no puede ser utilizado para negar el derecho de su progenitor por su estado 
civil, en beneficio de aquellos que cuentan con un estado civil que se ajusta a un determinado 
concepto de familia. Además, sostuvo que la observancia de las disposiciones legales y la 
diligencia en los procedimientos judiciales son elementos fundamentales para proteger el 
interés superior del niño. Por otra parte, no puede invocarse el interés superior del niño para 
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legitimar la inobservancia de requisitos legales, la demora o errores en los procedimientos 
judiciales. 
 
✓ La Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Bulacio Vs. Argentina. Sentencia de 
18 de septiembre de 2003. La Corte señaló que cuando se trata de la protección de los 
derechos del niño y de la adopción de medidas para lograr dicha protección, rige el principio 
del interés superior del niño, que se funda “en la dignidad misma del ser humano, en las 
características propias de los niños, y en la necesidad de se debe considerar que, para 
salvaguardar los derechos de los niños detenidos, especialmente su derecho a la integridad 
personal, es indispensable que se les separe de los detenidos adultos. Y, como lo estableciera 
este Tribunal, las personas encargadas de los centros de detención de niños infractores o 
procesados deben estar debidamente capacitadas para el desempeño de su cometido. 
Finalmente, el derecho de los detenidos de establecer comunicación con terceros, que les 
brindan o brindarán asistencia y defensa, se corresponde con la obligación de los agentes 
estatales de comunicar inmediatamente la detención del menor a esas personas, aún cuando 
éste no lo haya solicitado. 
 
2.5.12 Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño al Estado Peruano  
 
No obstante lo señalado, es de considerar que en las Observaciones Finales del Comité de los 
Derechos del Niño al Estado Peruano en el año 2016, el Comité toma nota del reconocimiento legal 
del derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial. No obstante, le 
preocupa la información según la cual ese derecho no se aplica sistemáticamente en la práctica, sobre 
todo en las decisiones administrativas y judiciales. 
Habida cuenta de su observación General Nº 14, sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial, el Comité recomienda al Estado parte que: a) Intensifique sus 
esfuerzos para lograr que se dé prioridad a ese derecho, se integre debidamente y se interprete y 
aplique sistemáticamente en todas las actuaciones y decisiones legislativas, administrativas y 
judiciales y en todas las políticas, los programas y los proyectos que sean pertinentes y que tengan 
repercusiones en los niños; b) Vele por qué ese derecho se reconozca plenamente en la versión 
revisada del Código de los Niños y Adolescentes; c) Establezca procedimientos y criterios para 
orientar a todas las personas pertinentes con autoridad para determinar los intereses superiores del 
niño en cada esfera y para ponderar debidamente esos intereses como consideración primordial. 
En cuando a la administración de la justicia juvenil, sostuvo que el Decreto Legislativo Nº 1204, de 
23 de septiembre de 2015, se basa en un enfoque punitivo y, entre otras cosas, aumenta las penas por 
los delitos graves cometidos por menores; limita las debidas garantías procesales; establece 
excepciones respecto de la prohibición del aislamiento; y aumenta la prisión preventiva a 180 días, 
en tanto que la duración máxima de las actuaciones penales no debe rebasar los 50 días. Asimismo, 
se indica que al Comité le preocupan también: a) La utilización insuficiente de medidas alternativas 
no privativas de libertad y el recurso excesivo al encarcelamiento; b) El hacinamiento y las 
deficientes condiciones existentes en los lugares de detención y la falta de información sobre los 
mecanismos de presentación de quejas; c) El número insuficiente de tribunales de menores 
especializados y el ineficiente servicio de defensa pública; d) La limitada disponibilidad de datos 
sobre los niños en conflicto con la ley. 
Asimismo, considerando la Observación General Nº 10 (2007) sobre los derechos del niño en la 
justicia de menores, el Comité insta al Estado parte a que adapte totalmente su sistema de justicia 
juvenil a la Convención y a otras normas pertinentes. En particular, el Estado parte debe: a) Derogar 
urgentemente el Decreto Legislativo Nº 1204 y asegurarse de que su legislación está plenamente en 
consonancia con los principios y disposiciones de la Convención, particularmente las salvaguardias 
consignadas en los artículos 37 y 40; b) Promover siempre que sea posible medidas extrajudiciales y 
alternativas al encarcelamiento, como la libertad vigilada, la mediación, la asistencia psicológica o 
el servicio a la comunidad, y asegurarse de que el encarcelamiento se utiliza como último recurso y 
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durante el período más breve posible; c) Asegurarse de que la situación de los niños encarcelados se 
examina periódicamente con miras a su excarcelación; d) En los casos en que sea inevitable el 
encarcelamiento, garantizar que las condiciones de la reclusión se ajustan a las normas 
internacionales, particularmente en lo concerniente a la protección contra la violencia, y que se 
dispone de un espacio adecuado de alojamiento y acceso a servicios de alimentación, educación y 
atención de la salud y a mecanismos de presentación de quejas que sean independientes y adaptados 
a los niños; e) Aumentar el número de tribunales de menores especializados y dotarlos de recursos 
humanos, técnicos y financieros suficientes, designar a jueces de menores especializados y garantizar 
que dichos jueces reciben una educación y una formación apropiadas; f) Garantizar la prestación de 
asistencia letrada calificada e independiente a los niños en conflicto con la ley en la etapa inicial de 
las actuaciones judiciales y durante toda su duración; g) Establecer una base de datos general sobre 
los niños en conflicto con la ley con miras a facilitar el análisis de su situación y utilizar los resultados 
para mejorar el sistema de justicia juvenil del Estado parte. 
Ahora bien, no obstante las observaciones que efectúa el Comité de los Derechos del Niño y 
Adolescente, si bien en nuestro país se emitió un Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes 
aún se mantiene el aumento de aumenta las sanciones que introdujo el citado Decreto Legislativo Nº 
1204. 
2.5.13 El interés superior del niño en la determinación de la sanción al adolescente 
infractor de la ley penal 
 
El interés superior del niño es una figura jurídica que se encuentra prevista en un tratado internacional 
como lo es la Convención de los Derechos del Niño que forma parte de la legislación peruana desde 
su ratificación en el año 1990 y en virtud de lo dispuesto por el artículo 55° de nuestra Carta 
Fundamental; por tanto, resulta obligatoria observar sus alcances. 
 
El actual Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes –Decreto Legislativo 1348-, en el 
artículo II de su Título Preliminar define el interés superior del niño, señalando que al adolescente 
se le debe brindar la máxima satisfacción integral y simultánea de derechos durante el proceso 
de responsabilidad penal. El desarrollo y ejercicio de sus derechos deben ser considerados como 
principios rectores. Ningún derecho debe ser perjudicado por una interpretación negativa del interés 
superior del adolescente; además que es obligación de la autoridad que adopte una medida, evaluar 
las posibles repercusiones de las decisiones adoptadas en el adolescente, debiendo justificar 
expresamente la forma como se ha considerado el interés superior, así como los criterios 
utilizados para dicha decisión y la ponderación efectuada frente a otros derechos e intereses. 
El adolescente debe ser escuchado en toda oportunidad que establezca el Código, en cualquier 
situación en la que se defina alguna decisión que pueda afectarlo y cuando así lo solicite; asimismo, 
se precisa que esta disposición es de cumplimiento por todo funcionario o servidor público durante 
el desarrollo del proceso, así como durante la ejecución de alguna medida socioeducativa; igualmente 
que, la protección alcanza también a la víctima o testigo menor de edad. 
 
Asimismo, es importante destacar que el mismo Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes 
en su artículo 118º prescribe que la sentencia debe contener, entre otros, la motivación clara, lógica 
y completa de cada uno de los hechos y circunstancias que se dan por probadas o improbadas, y la 
valoración de las pruebas que la sustenta, con indicación del razonamiento que la justifique, 
debiendo de señalarse la forma como se ha aplicado los principios de interés superior del 
adolescente y el principio educativo. 
 
Resulta interesante mencionar que David Encinas Zevallos, citando a María Consuelo Barletta, 
sostiene que no se debe confundir el principio del niño como sujeto de derechos con el interés 
superior del niño. Señala que gracias al primero se reconocen en un caso concreto los derechos del 
niño y que sólo en caso de conflicto de derecho en el propio niño, entre varios niños o entre un niño 
y un tercero, será de aplicación el llamado principio del interés superior del niño. Es decir, Barletta 
le otorga una función estrictamente resolutoria de conflictos. (ENZIMAS ZEVALLOS, 2011, pág. 
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5); sin embargo, el interés superior del niño exige una justificación expresa en todas las medidas 
concernientes a los niños, por tanto no puede sólo reducirse a un tema de resolución de conflictos, 
pues si bien en  estas situaciones se pueden ver con más amplitud su consideración no enerva que en 
los demás casos se deba dejar de justificar su aplicación o no, de ser el caso. 
 
Como se ha señalado, el actual Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes prescribe en su 
artículo 118º que en la sentencia debe de señalarse la forma como se ha aplicado los principios de 
interés superior del adolescente y el principio educativo; con lo cual, a diferencia del Código de los 
Niños y Adolescentes, aquel texto normativo contiene un artículo en específico que obliga al 
magistrado no solo a invocar el interés superior del niño, sino a justificarla en cada caso en concreto; 
sin embargo, debe acotarse que el hecho que anteriormente una disposición legal como esta no estaba 
vigente en dichos términos, no significa que tal interés superior del niño no debía igualmente ser 
justificado, pues se encuentra regulada en la misma Convención de los Derechos del Niño, y por 
tanto su obligatoria era obligatoria. 
 
En ese sentido, también debe aplicarse el interés superior del niño al momento de determinar la 
sanción en el caso de un adolescente infractor de la ley penal, preferentemente en términos que 
puedan ser entendidos por quien recibe la sanción, pues una simple invocación del interés del menor 
en el caso concreto o quizá una aplicación tácita del mismo, deja un marco discrecional muy amplio 
del quien pretende averiguar cómo es que el Juez aplicó dicho interés en el caso concreto. 
 
2.5.14 Circunstancias extraprocesales a las que se enfrenta el Juez al determinar la 
sanción al adolescente infractor de la ley penal 
 
El delito, como todo acto violento, genera miedo. Es una situación traumática que provoca la 
aparición de inseguridad y desconfianza en las personas que lo sufren. Cuando aparece el miedo en 
la vida, ésta cambia. Las decisiones vitales más importantes, más cotidianas, si son tomadas bajo la 
desconfianza y el temor, adolecerán de la objetividad necesaria para adoptarlas en función de las 
necesidades e intereses básicos. (RIOS MARTÍN, 2005, pág. 342).  
 
Es habitual que enfrentarnos al delito –aunque no sea más que a través de los medios de prensa- nos 
genere sentimientos de rabia, impotencia o miedo. Esas son sensaciones que inciden en las 
“soluciones” que pretendemos dar a esas situaciones de conflicto social (…) Esta dimensión afectiva, 
inseparable de la cognitiva, incide en las formas en que se estructuran y construyen las sanciones 
penales, las características de las instituciones ejecutoras, el tipo de acción que realizan, así como el 
modelo de respuestas – propuestas que aplican. Por tanto, la idea del delincuente que nos construimos 
está influenciada por múltiples factores: lo que nos contaron, lo que vimos – en la calle, el cine o la 
televisión-, lo que imaginamos, nuestras vivencias personales. En el mismo sentido, para el infractor 
en general, la víctima no es una persona, sino un objeto, un deseo, un bulto, algo que quiero ya. 
(SILVA BALERIO, 2006, pág. 22) 
 
Cabe preguntarse: ¿Cuáles son las causas del comportamiento delictivo? ¿Qué es lo que hace que 
determinados individuos violen las leyes de una sociedad? ¿Cuáles son las causas de que las tasas de 
delitos varíen en distintos grupos sociales? A lo largo de la historia, muy diversas teorías han 
intentado dar respuesta a estas cuestiones (…) La supervivencia y la aceptación de una teoría tiene 
que ver con muy diversas circunstancias (...) no sólo con su “valía” en el sentido más estricto del 
término (coherencia, parsimonia, capacidad para representar fielmente la realidad), sino también con 
el contexto social, institucional, académico, socio ideológico..., que “nutre” y favorece determinadas 
explicaciones, mientras que conduce a desechar otras. (ROMERO, 1998). Inevitablemente, los 
jueces, abogados y académicos son llevados a utilizar lo que toman prestado de las humanidades o 
de las ciencias sociales como medio para lograr autoridad. Si el trabajo de una disciplina no 
incrementa la habilidad de persuadir o establecer autoridad, va a ser descartado, o alternativamente 




La criminalidad no es solamente un hecho individual, del cual cada delincuente debe responder, es 
también un hecho social, que especialmente en sus formas más difusas y permanentes, indica 
imperfección y desequilibrio en la estructura de la sociedad que es donde ha tenido origen. Es, una 
vana ilusión entonces creer que la lucha contra la criminalidad deba ser dirigida y pueda ser vencida 
exclusivamente con sanciones jurídicas a cargo de quien delinque (…) cada uno ve un trabajo 
inmenso, que requiere la colaboración de toda la fuerza y virtud humana, un trabajo que no podrá 
quizás ser jamás absuelto, pero que debe señalar la meta a la cual deben tender nuestros esfuerzos. 
(DEL VECCHIO, 1965) 
 
El panorama que inciden sobre la problemática de la conducta minoril desviada, se verá claramente 
que todo análisis que se pretenda integral y ajustado deberá efectuarse mediante el aporte proveniente 
de los distintos campos científicos, integradores del plexo interdisciplinario. En consecuencia, no es 
obra de la casualidad que las leyes requieran, de quienes son llamados a desempeñarse como jueces 
de menores, conocimientos fundamentales de las disciplinas que constituyen el marco criminológico, 
o que se los rodee de profesionales que vendrán a suplir o a complementar el bagaje jurisdiccional 
con los aportes provenientes de las otras ciencias, para que, a modo de síntesis, se extraiga la correcta 
dimensión del caso.” (D´ANTONIO, 1992, pág. 19).   
 
En el proceso de responsabilidad penal del adolescente se cuenta con cuerpos técnicos auxiliares 
especializados en adolescentes, a fin de brindar un enfoque interdisciplinario que permita asistir y 
orientar profesional y exclusivamente tanto a los jueces como a los fiscales y defensores, debiendo 
estar integrado por médicos, psicólogos, educadores y trabajadores sociales. En ese sentido, se tiene 
que el sistema penal juvenil plantea la obligación de intentar conocer quién es el adolescente 
involucrado en un conflicto con la ley penal, pues pese a que no lo soliciten las partes, acusadora o 
la defensa, los informes psicológicos y sociales siempre tendrán que ser requeridos por el Juez; y, 
esos informes tienen como propósito brindar información sobre el contexto social en el que se ha 
venido desarrollando el adolescente así como su perfil psicológico, con el propósito de determinar 
una sanción que mejor se ajuste a su interés y, luego adoptar un plan para su tratamiento. 
 
Los informes sociales y psicológicos pueden mostrar situaciones difíciles o precarias en la vida de 
los adolescentes infractores, y puede que se tienda a pretender atribuir su conducta a dichas 
situaciones, pero debe tenerse en cuenta que por incomprensibles que sean los motivos por los que 
un menor de edad infringió la ley penal, debe esperar como respuesta una sanción, en razón a que no 
puede partirse de la premisa, que so pretexto de tener una vida una vida precaria o marginada por la 
sociedad, reconocer tácitamente un derecho a delinquir (salvo que pueda llegar a configurar el mismo 
contexto algún eximente conforme a las reglas del Derecho Penal); en todo caso, el proceso judicial 
contra un adolescente acusado de infringir la ley penal no es un lugar para que el Juez pretenda 
solucionar los problemas de la sociedad, pues el juicio es para determinar si el adolescente cometió 
o no una infracción a la ley penal y si el menor debe responder por tales actos, con todas las garantía 
de un proceso penal. El Juez no puede desconocer su rol y el papel que desempeña en el proceso, ni 
prejuzgar por la situación en la que el menor ha venido desarrollándose en sociedad; será en la etapa 
de la determinación de la sanción y su duración en la que se tiene que valorar dichos aspectos de la 
vida del adolescente; siendo una garantía en última instancia para éste último que aquél justifique 
expresamente las consideraciones al valorar su interés superior en la toma de alguna decisión. 
 
2.5.15 La sociedad como responsable de la conducta del adolescente infractor que 
reincide en el delito 
 
La Ley nacional imputa responsabilidad a los padres del adolescente infractor por la comisión del 
delito, que puede pasar principalmente por sanciones pecuniarias, en razón a que se considera que 
los mismos descuidaron su educación, cuando era su obligación por tener la patria potestad. 
 
Bajo ese contexto, el menor que ingresa al sistema penal juvenil tiene el derecho a ser educado por 
el Estado a través de especialistas para casos como estos; por lo que si el adolescente luego de 
culminar la sanción prevista en la sentencia reincide en el delito, debería en este caso el Estado tener 
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una cuota de responsabilidad, una que debería ser objetiva en tanto fue quien dictó la medida 
socioeducativa y ejecutó la misma, principalmente reparando el daño a la víctima en la medida de lo 
posible. 
 
2.5.16 Sentencias emitidas por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de 
Piura en materia de adolescentes infractores de la ley penal durante los años 
2016 y 2017 
 
En la presente investigación se evaluó las sentencias judiciales respecto a los casos sobre Infracción 
a la Ley Penal correspondientes al año dos mil dieciséis (2016) y dos mil diecisiete (2017), emitidas 
por la Primera y Segunda Sala Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Piura, las 
cuales conocen en segunda instancia de las apelaciones formuladas de los casos en materia; debiendo 
precisarse que se citaron los expedientes encontrados en los legajos de las Salas Civiles referidas 
correspondientes a los años señalados; asimismo se reseñaron brevemente los fundamentos que 
sirvieron de sustento para imponer una determinada medida socioeducativa y su duración, de ser el 
caso, anotando si en las sentencias judicial se ha invocado expresamente el interés superior del niño. 
 
De la revisión de los legajos de la Primera y Segunda Sala Especializada en lo Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Piura se ha podido encontrar un total treinta y cuatro (34) sentencias judiciales 
emitidas durante el año dos mil dieciséis (2106) respecto a asuntos de infracción de la ley penal, 
siendo los mismos los que se citan a continuación: 
 
En el mes de enero, se tienen las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 1428-2015, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se advierte que el Colegiado para confirmar la decisión de 
primera instancia en el extremo de la imposición de la medida de libertad restringida, invoca 
el principio del interés superior del niño previsto en el artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes, asimismo valoró las circunstancias del caso concreto y 
las condiciones personales del adolescente investigado, para concluir que la referida medida 
se encuentra justificada por no resultar desproporcionada conforme a la protección integral 
de los niños y adolescentes. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 320-2015, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de violación sexual de menor de edad. El Colegiado disminuye el periodo de 
internación de cinco a cuatro años, para lo cual atendió a las circunstancias personales del 
adolescente e invoca el principio del interés superior del niño previsto en el artículo IX del 
Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, así como el artículo 3º de la 
Convención de los Derechos del Niño. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 319-2015, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado; proceso en el que se impuso al adolescente la medida 
socioeducativa de internación por un periodo de tres años. Se citó, entre otros, el artículo 40º 
de la Convención de los Derechos del Niño, el principio de proporcionalidad, asimismo se 
consideró que el adolescente no registra antecedentes, para estimar la reducción del periodo 
de internación de cinco años impuesto en primera instancia a tres años. (No se invocó el 
interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 293-2015, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso se declaró nula el acta de lectura de sentencia, por 
haberse realizado dicho acto procesal sin la presencia de abogado defensor. (Se invocó el 
interés superior del niño). 
 




En el mes de marzo, corresponden las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 47-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. El Colegiado Superior estimó que la medida de internación 
coadyuvaría en la readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno 
familiar y a la sociedad en condiciones diferentes; además que era necesario que el 
adolescente recibiera orientación y consejería en el Centro Juvenil a fin que internalice 
valores y normas de conducta, y así se reinserte a la sociedad en mejores condiciones. 
(No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 55-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se anuló la sentencia apelada atendiendo a que la Jueza de 
la causa omitió hacer una valoración conjunta y razonada de los medios probatorios; 
obviándose un pronunciamiento de fondo en segunda instancia a fin de proteger el 
derecho a la pluralidad de instancia. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 16417-2016, sobre infracción de la ley penal contra la seguridad pública 
en la modalidad de tenencia ilegal de armas. En este caso quien impugnó la sentencia de 
primera instancia fue el representante del Ministerio Público. Resolviendo los agravios 
del apelante, el Colegiado Superior consideró que el impugnante no sustentó que el 
tiempo de tratamiento al menor infractor deba ser mayor a doce meses como se le impuso 
en primera instancia; además, estimó que la gravedad de la infracción por sí sola no 
justificaba ampliar el tiempo de internación; también se precisó que por presentar todavía 
un carácter hostil y desafiante con reacciones agresivas es que el A quo no ha impuesto 
medidas de seguridad menos drásticas. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 60-2016, sobre infracción de la ley penal contra la libertad personal en la 
modalidad de violación de domicilio. En este caso se declaró la prescripción de la acción 
conforme al artículo 222º del Código de los Niños y Adolescentes y conforme a criterios 
adoptados por la Corte Suprema de Justicia de la República en ese sentido, al haberse 
determinado que desde que se suscitó el hecho infractor a la fecha en que fue remitido el 
expediente a la Sala superior habían transcurrido dos años. (Se invocó el principio del 
interés superior del niño). 
 
En el mes de abril, corresponde la siguiente resolución judicial: 
 
✓ Expediente Nº 76-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso, el Colegiado estimó que el plazo de 
internamiento impuesto de tres años y seis meses no guardaba proporción con la conducta 
delictiva habitual del adolescente, y que considerando la gravedad de los hechos y dicha 
conducta habitual tal periodo no lograría su fin, que es el asegurar y lograr su readaptación 
social, por lo que se eleva el periodo de internación a cinco años. (No se invocó el interés 
superior del niño). 
 
En el mes de mayo, se tienen las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 98-2016, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud en la modalidad de homicidio calificado y, contra la seguridad pública en la 
modalidad de tenencia ilegal de armas: En este caso, se indicó que la medida de 
internación se encuentra de acuerdo a ley, precisándose que corresponde siete años por la 
conducta tipificada como homicidio calificado y tres años por la tenencia ilegal de armas 




✓ Expediente Nº 99-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se estimó que los menores infractores presentaban 
problemas afectivos, emocionales de resentimiento y resistencia a la autoridad, con 
conducta disocial y con problemas para aceptar y acatar normas, que carecían de control 
familiar que imposibilitan su rehabilitación en el plazo de dieciocho meses, por lo que 
requieren de un mayor tiempo, para su reinserción a la sociedad, por lo que se aumentó 
el pedido de internación a tres años. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 82-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se citó, entre otros, el artículo 40º de la Convención de los 
Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y Adolescentes, 
fundamentando que la medida de internamiento coadyuvará en la readaptación del 
infractor, para que así pueda reincorporarse al seno familiar y a la sociedad en condiciones 
diferentes; siendo necesario que el adolescente reciba orientación y consejería en el 
Centro Juvenil a fin que internalice valores y normas de conducta, y así se reinserte a la 
sociedad en mejores condiciones. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 53-2016, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud en la modalidad de homicidio calificado. Se citó, entre otros, el artículo 40º de la 
Convención de los Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y 
Adolescentes, fundamentando el Colegiado Superior que la medida de internamiento 
coadyuvará en la readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno 
familiar y a la sociedad en condiciones diferentes; siendo necesario que el adolescente 
reciba orientación y consejería en el Centro Juvenil a fin que internalice valores y normas 
de conducta, y así se reinserte a la sociedad en mejores condiciones. (No se invocó el 
interés superior del niño). 
 
Con relación al mes de junio, se tienen la siguiente resolución judicial: 
 
✓ Expediente Nº 125-2016, sobre infracción de la ley contra la libertad sexual en la 
modalidad de violación sexual de menor de edad. En este caso se declaró la prescripción 
de la acción conforme al artículo 222º del Código de los Niños y Adolescentes y conforme 
a criterios adoptados por la Corte Suprema de Justicia de la República en ese sentido, al 
haberse determinado que desde que se suscitó el hecho infractor a la fecha en que fue 
remitido el expediente a la Sala superior habían transcurrido dos años. (Se invocó el 
interés superior del niño). 
 
En lo que corresponde al mes de julio, encontramos las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 129-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso, se invocó el artículo 3º de la Convención de 
los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los 
Niños y Adolescentes, señalando que se adoptará la medida que más le favorezca al 
adolescente, y estando a lo dispuesto en el artículo 17.1 c) de las Reglas Mínimas para la 
Justicia de Menores que autoriza se disponga la privación de la libertad en los casos de 
delitos en que concurra violencia contra una persona, el Colegiado confirmó la medida 
socioeducativa de internamiento por el periodo de cuatro años impuesta en primera 
instancia. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 133-2016, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de actos contra el pudor. En este caso, se invocó el artículo 3º de la Convención 
de los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los 
Niños y Adolescentes, habiendo considerado el Colegiado que a fin de concientizar al 
adolescente corresponde que se le imponga la medida socioeducativa de internación por 




Respecto al mes de agosto, fueron emitidas las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 167-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se citó, entre otros, el artículo 40º de la Convención de los 
Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y Adolescentes, 
fundamentando que la medida de internamiento coadyuvará en la readaptación del 
infractor, para que así pueda reincorporarse al seno familiar y a la sociedad en condiciones 
diferentes; siendo necesario que el adolescente reciba orientación y consejería en el 
Centro Juvenil a fin que internalice valores y normas de conducta, y así se reinserte a la 
sociedad en mejores condiciones. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 146-2016, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de violación sexual de menor de edad. Se invocó el artículo 3º de la 
Convención de los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes, habiendo el Colegiado Superior considerado que a 
fin de concientizar al adolescente corresponde que se le imponga la medida 
socioeducativa de libertad restringida por el periodo de doce meses por considerarlo que 
resulta adecuada, proporcional y razonable en función a las circunstancias propias del 
caso. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
En el mes de setiembre, se tienen las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 191-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se invocó el artículo 3º de la Convención de los Derechos 
del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y 
Adolescentes, para concluir que la medida socioeducativa que más favorece al 
adolescente es la de libertad restringida por dieciocho meses. (Se invocó el interés 
superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 173-2016, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de violación sexual de menor de edad. Se invocó el artículo 3º de la 
Convención de los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes, para concluir que la medida socioeducativa que más 
favorece al adolescente es la de internación por el término de ocho años. (Se invocó el 
interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 177-2016, sobre infracción de la ley penal contra la seguridad pública en 
la modalidad de tenencia ilegal de armas. En este caso se llegó a determinar la 
habitualidad en el uso de armas de fuego por parte del adolescente, por lo que atendiendo 
a los agravios del recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio 
Público, se revoca la duración de la medida socioeducativa de internación, esto es, de tres 
años y seis meses a cinco años. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 200-2016, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual. En 
este caso en particular, el Colegiado Superior emitió pronunciamiento respecto al extremo 
de la sentencia de primera instancia que fija una reparación civil, por cuanto fue materia 
de apelación sólo dicho extremo. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 189-2016, sobre infracción de la ley contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado. Se fundamentó que la medida de internamiento por dieciocho meses 
coadyuvará en la readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno 
familiar y a la sociedad en condiciones diferentes; además que es necesario que el 
adolescente reciba orientación y consejería en el Centro Juvenil a fin que internalice 
valores y normas de conducta, y así se reinserte a la sociedad en mejores condiciones; 
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igualmente, se estima que el periodo impuesto en la medida socioeducativa de internación 
es razonable y proporcional, considerando que el infractor necesita ser orientado 
debidamente para evitar en el futuro se engrose a la delincuencia. (No se invocó el interés 
superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 180-2016, sobre infracción de la ley penal  contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se consideró que el periodo impuesto en la medida 
socioeducativa de internación por un periodo de treinta y seis meses es razonable y 
proporcional, considerando que el infractor necesita ser orientado debidamente para 
evitar en el futuro se engrose a la delincuencia. (No se invocó el interés superior del 
niño). 
 
En el mes de octubre, se expidió las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 205-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso, se invocó el artículo 3º de la Convención de 
los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los 
Niños y Adolescentes, señalando que se adoptará la medida que más le favorezca al 
adolescente, y estando a lo dispuesto en el artículo 17.1 c) de las Reglas Mínimas para la 
Justicia de Menores que autoriza se disponga la privación de la libertad en los casos de 
delitos en que concurra violencia contra una persona, como ocurrió en el caso al amenazar 
a los trabajadores de la Botica con un arma de fuego; por lo que el Colegiado confirmó 
la medida socioeducativa de internamiento por el periodo de sesenta meses impuesta por 
el A quo. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 210-2016, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de actos contra el pudor. Se consideró que el régimen de infracción a la ley 
penal de los adolescentes se rige en concordancia con el marco constitucional y las 
disposiciones internacionales sobre los derechos de los niños y adolescentes, por lo que 
al momento de tomar una decisión en los que se vean involucrados, sobre todo en materia 
penal, en la que la situación de vulnerabilidad es más grave que la de los mayores de 
edad, debe preferirse aquella que le resulte más favorable y que proteja de mejor manera 
sus derechos constitucionales; en ese sentido, atendiendo al caso concreto, el Colegiado 
declaró extinguida por prescripción la acción en atención a lo dispuesto por el artículo 
222º del Código de los Niños y Adolescentes, vigente a la fecha de los hechos. (Se invocó 
el interés superior del niño). 
 
En el mes de noviembre, encontramos las resoluciones judiciales que a continuación se detallan: 
 
✓ Expediente Nº 223-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso, se invocó el artículo 3º de la Convención de 
los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los 
Niños y Adolescentes, señalando que se adoptará la medida que más le favorezca al 
adolescente, y estando a lo dispuesto en el artículo 17.1 c) de las Reglas Mínimas para la 
Justicia de Menores que autoriza se disponga la privación de la libertad en los casos de 
delitos en que concurra violencia contra una persona,, como ocurrió en el caso al 
amenazar la integridad física del agraviado con armas punzo cortantes (machetes), el 
Colegiado confirmó la medida socioeducativa de internamiento por el periodo de doce 
meses impuesta por el A quo. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 220-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este proceso se determinó que no se configuraba ninguno 
de los presupuestos establecidos en el artículo 235º del Código de los Niños y 
Adolescentes, por lo que el Colegiado confirmó la sentencia de primera instancia que 
impone la medida de libertad restringida por el plazo de doce meses, conforme al artículo 
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234º del mismo Código, por cuanto la pena a imponerse es no menor de cuatro años y no 
se ha puesto deliberadamente en grave riesgo la vida o la integridad física o psicológica 
de las personas. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 217-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se precisó que en aplicación del principio del interés 
superior del niño y adolescente, y en mérito a los informes sociales e informes del equipo 
multidisciplinario se hacía necesario que los adolescentes continúen recibiendo sus 
terapias psicológicas y orientación de manera directa, por lo que el Colegiado Superior 
ratificó la medida socioeducativa de internación por el plazo de veinticuatro meses fijado 
por el Juez de primera instancia. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 221-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso, el Colegiado no emitió pronunciamiento 
respecto a la medida de internación por el plazo de cinco años que se impuso en primera 
instancia, en razón a que no fue materia de apelación tal extremo de la decisión, sino 
únicamente la determinación de su responsabilidad. (No se invocó el interés superior 
del niño). 
 
Finalmente, en el mes de diciembre, se tienen las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 241-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. Se precisó que la medida socioeducativa de internación por 
el plazo de un año cumple con el requisito de legalidad, es proporcional y razonable, 
ajustándose a la normativa internacional; igualmente, se indicó que tal medida es racional 
conforme al artículo 235º del Código de los Niños y Adolescentes. (No se invocó el 
interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 238-2016, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud en la modalidad de lesiones graves. Se consideró que la conducta del adolescente 
era reiterada en la perpetración de otros hechos delictivos graves, no obstante atendiendo 
a lo previsto en el artículo 236º del Código de los Niños y Adolescentes y a la finalidad 
de las sanciones según el artículo 229º del mismo texto legal, aunado a los criterios 
previstos en el artículo 330º del citado Código y las circunstancias en las que se han 
producido los hechos, el Colegiado redujo el periodo de internamiento de treinta meses a 
dieciocho meses. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 229-2016, sobre infracción  de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud en la modalidad de feminicidio. En este caso se declaró la prescripción de la acción 
conforme al artículo 222º del Código de los Niños y Adolescentes. (No se invocó el 
interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 4783-2016, sobre infracción de la ley penal contra la seguridad pública en 
la modalidad de tenencia ilegal de armas. Se invocó el principio del interés superior del 
niño previsto en el artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y 
Adolescentes, para señalar que se encuentra justificado se impusiera al adolescente la 
medida de internación por veinticuatro meses; asimismo, se precisó que dicha medida  
cumple con el requisito de legalidad, es proporcional y razonable. (Se invocó el interés 
superior del niño). 
 
Asimismo, de la revisión de los legajos de la Primera y Segunda Sala Especializada en lo Civil de la 
Corte Superior de Justicia de Piura se ha podido examinar un total de veintisiete (26) sentencias 
judiciales en materia de infracción a la ley penal, los cuáles se citan a continuación: 
 




✓ Expediente Nº 268-2016, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la salud 
en la modalidad de homicidio calificado, en el cual se impuso a un adolescente la medida 
socioeducativa por el periodo de diez años; se fundamentó que la medida de internación se 
configura conforme al inciso a) del artículo 235º del Código de los Niños y Adolescentes, y 
en cuanto a la duración de la misma, ha sido fijado conforme a los parámetros establecidos 
en el artículo 236º del Código de los Niños y Adolescentes, señalándose que el mismo resulta 
razonable con la gravedad de los hechos cometidos y con las circunstancias personales del 
investigado, pues el menor no ha culminado sus estudios y se verifica que sus padres no 
ejercen el control sobre el adolescente, por lo que la medida resulta necesaria y es la más 
idónea. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 1-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de tobo agravado. En este caso se impuso a un adolescente la medida socioeducativa de 
internación por el periodo de cinco años; se indicó que se justifica razonablemente la medida 
socioeducativa excepcional y de última ratio, en tanto resultaba ser la más idónea, además 
que se cumplía con el requisito de legalidad, es proporcional y razonable para la necesaria 
resocialización y rehabilitación, ajustándose a la normatividad. Se expone que en aplicación 
del interés superior del niño y adolescentes regulado el artículo el artículo IX del Título 
Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, se adopta la medida que más favorezca 
al adolescente. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
En el mes de febrero, no se han encontrado resoluciones judiciales. 
 
✓ Expediente Nº 6-2017, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la salud en 
la modalidad de lesiones leves. En este caso se impuso al adolescente la medida de 
internación por un periodo de ocho meses. El Colegiado estimó que existen suficientes 
elementos que determinan la responsabilidad del menor infractor en los hechos que se le 
imputaron y que sus agravios de la apelación en nada enervan los fundamentos y la 
valoración de la prueba que se ha efectuado en la sentencia de primera sentencia, por lo que 
ratificaron la misma en cuanto a la determinación de la responsabilidad penal del adolescente 
y la reparación civil fijada. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 13-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado. En este caso se impuso al adolescente la medida de internación por un 
periodo de cuatro años. Se invocó el artículo 3º de la Convención de los Derechos del Niño, 
así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, 
señalando que se adoptará la medida que más le favorezca al adolescente, y estando a lo 
dispuesto en el artículo 17.1 c) de las Reglas Mínimas para la Justicia de Menores que 
autoriza se disponga la privación de la libertad en los casos de delitos en que concurra 
violencia o amenaza contra la persona, como ocurrió en el caso al amenazar la integridad 
mental y física del agraviado con el uso de una droga que afecte su sentido de orientación y 
sus facultades mentales, señalándose que si bien es cierto la sanción privativa de libertad 
debe ser la última alternativa, sin embargo se recalcó que cuando se impone dicha sanción 
debe tener la menor duración posible, por ello el Colegiado confirmó la medida 
socioeducativa de internación, al tenerse en cuenta que se trató de un agente primario y la 
infracción penal quedó en grado de tentativa dada la intervención policial. (Se invocó el 
interés superior del niño). 
 
En el mes de marzo, corresponden las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 3654-2016, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de hurto agravado. El Colegiado se pronunció sólo por los agravios, que en este 





✓ Expediente Nº 23-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de hurto agravado. El Colegiado se pronunció sólo por los agravios, que en este caso era la 
cuestión del monto de la reparación civil. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 30-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de hurto agravado. En este caso se impuso al adolescente la medida socioeducativa de 
libertad restringida por un periodo de doce meses, el cual consiste en la asistencia y 
participación diaria y obligatoria del adolescente en programas de intervención. El Colegiado 
estimó que dicha medida y su duración resultaban idóneos atendiendo a la gravedad de los 
hechos cometidos y a las circunstancias personales del investigado, pues la pena a imponerse 
por el delito de hurto agravado es no menor de tres ni mayor de seis, así como se tuvo en 
cuenta el ambiente donde se desenvuelve el menor, pues denotaba conductas que no permiten 
respetar el orden social ni abonan al bienestar personal y familiar. (No se invocó el interés 
superior del niño). 
 
En el mes de abril, corresponde la siguiente resolución judicial: 
 
✓ Expediente Nº 29-2017, sobre infracción de la ley penal – falta contra la persona en la 
modalidad de lesión dolosa, con una medida socioeducativa de amonestación; e infracción a 
la ley penal contra la administración pública en la modalidad de violencia y resistencia a la 
autoridad para impedir el ejercicio de sus funciones, imponiéndose la medida socioeducativa 
de internación por un periodo de dos años. En cuanto a la medida socioeducativa de 
internación se estimó que la misma resultaba proporcional conforme a los artículos 366º, 
367º y 441º del Código Penal y lo señalado en el artículo 236º del Código de los Niños y 
Adolescentes; además se indicó que se valoró las características del adolescente infractor y 
la situación personal del mismo; concluyendo que resultaba necesario que exista un control 
en su desarrollo, con la finalidad que internalice normas y valores de conducta que le 
permitan respetar el orden social y que no vuelva a cometer actos delictuosos, lo que se puede 
lograr con ayuda de profesionales; asimismo se precisó que de fijar otra medida no garantiza 
en forma alguna que pueda ser corregido, por no contar con un ambiente familiar y social 
propicio que evite que incurra en hechos similares, dado el escaso control de sus padres e 
influencias negativas de su entorno que no garantizan su rehabilitación y, si bien en el 
Informe Evolutivo se advierte una mejora del adolescente infractor en todos sus aspectos, 
ello no es suficiente para determinar que ya está apto para reinsertarse a la sociedad, ya que 
el proceso de tal adaptación es sucesivo y gradual. (No se invocó el interés superior del 
niño). 
 
En el mes de mayo, se tienen las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 27-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado; proceso en el que se impuso al adolescente la medida socioeducativa de 
internación por un periodo de dos años.  Se citó el artículo 40º de la Convención de los 
Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y Adolescentes, así como el 
principio de proporcionalidad; indicándose que por la forma cómo ocurrieron los hechos y 
considerando que el adolescente aceptó su participación en el hecho infractor, se redujo el 
periodo de la medida socioeducativa de tres a dos años; asimismo, se fundamentó que la 
medida de internamiento coadyuvará en la readaptación del infractor, para que así pueda 
reincorporarse al seno familiar y a la sociedad en condiciones diferentes; siendo necesario 
que el adolescente reciba orientación y consejería en el Centro Juvenil a fin que internalice 
valores y normas de conducta, y así se reinserte a la sociedad en mejores condiciones, lo que 
en el caso resulta necesario debido a la falta de orientación y control del adolescente, quien  
a su corta edad ya ha llegado a consumir drogas – marihuana y bebidas alcohólicas. (No se 




✓ Expediente Nº 1554-2015, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la salud 
en la modalidad de lesiones graves. En este caso se impuso a un adolescente la medida 
socioeducativa de libertad restringida por un periodo de doce meses. El Colegiado se 
pronunció sólo por los agravios, que en este caso se cuestionó sólo el monto de la reparación 
civil. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 49-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado. Se citó el artículo 40º de la Convención de los Derechos del Niño, el 
artículo 191º del Código de los Niños y Adolescentes, fundamentando que la medida de 
internamiento coadyuvará en la readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse 
al seno familiar y a la sociedad en condiciones diferentes; siendo necesario que el adolescente 
reciba orientación y consejería en el Centro Juvenil a fin que internalice valores y normas de 
conducta, y así se reinserte a la sociedad en mejores condiciones; en tanto que respecto al 
periodo del internamiento se tuvo en cuenta el rol desempeñado por el adolescente en los 
hechos que se le investigan. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 36-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado; proceso en el que se impuso al adolescente la medida socioeducativa de 
libertad restringida por un plazo de doce meses. En este caso, se invocó el artículo 3º de la 
Convención de los Derechos del Niño, así como el artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes, señalando que se adoptará la medida que más le 
favorezca al adolescente. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
Con relación al mes de junio, se tienen la siguiente resolución judicial: 
 
✓ Expediente Nº 74-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado; donde se impuso al adolescente la medida socioeducativa de internación 
por el plazo de dos años. Se invocó el artículo 3º de la Convención de los Derechos del Niño, 
así como el artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes, 
señalando que se adoptará la medida que más le favorezca al adolescente, y estando a lo 
dispuesto en el artículo 17.1 c) de las Reglas Mínimas para la Justicia de Menores que 
autoriza se disponga la privación de la libertad en los casos de delitos en que concurra 
violencia o amenaza contra la persona, como ocurrió en el caso al amenazar a las agraviadas 
con armas blancas a fin de vencer su resistencia, sin embargo se recalcó que cuando se 
impone dicha sanción debe tener la menor duración posible, por ello el Colegiado confirmó 
la medida socioeducativa de internación. Igualmente se señaló que no existe las garantías 
que la madre cumpla con sus obligaciones que implican el ejercicio de la patria potestad, por 
lo que resulta necesario la intervención del Estado para lograr su convivencia con la sociedad 
de forma pacífica sin infringir la ley penal. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 58-2017, sobre infracción de la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de actos contra el pudor; proceso en el que se declaró extinguida la acción por 
prescripción. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 45-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la modalidad 
de robo agravado; proceso en el que se impuso la medida socioeducativa de internación por 
el periodo de tres años. Se citó entre otros, el artículo 40º de la Convención de los Derechos 
del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y Adolescentes, el principio de 
proporcionalidad; fundamentando que la medida de internamiento coadyuvará en la 
readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno familiar y a la sociedad 
en condiciones diferentes. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 123-2017, sobre infracción a la ley penal contra la libertad sexual en la 
modalidad de violación sexual en grado de tentativa en agravio de una menor de edad; 
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proceso en el que se declaró extinguida la acción por prescripción. (Se invocó el interés 
superior del niño). 
 
En lo que corresponde al mes de julio, no se han encontrado resoluciones judiciales referidas a 
sentencias sobre infracción de la ley penal. 
 
En el mes de agosto, fueron emitidas las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 1848-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado: Se impuso la medida socioeducativa de internación por el 
periodo de triente y seis meses; en este caso se sostiene que dicha medida resulta válida 
teniendo que se ha cumplido con el supuesto a) del artículo 235º del Código de los Niños 
y Adolescentes; se estima que la medida de internamiento coadyuvará a la rehabilitación 
del infractor, para que así pueda reincorporarse al seño familiar y a la sociedad en 
condiciones diferentes, siendo necesario que reciba orientación y consejería en el Centro 
Juvenil a fin que internalice valores y normas de conducta, además que no ha existido 
control de los padres, ya que a su corta edad ha consumido no solo bebidas alcohólicas, 
sino PBC y marihuana. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
En el mes de setiembre, se tienen las siguientes resoluciones judiciales: 
 
✓ Expediente Nº 102-2017, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud; proceso en el que se declaró extinguida la acción por prescripción. Se invocó el 
principio del interés superior del niño previsto en el artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes. Se recogió el criterio expuesto por la Corte Suprema 
de Justicia de la República en el sentido que señala que el Código de los Niños y 
Adolescentes no ha previsto la interrupción de la prescripción, ni de la prescripción 
extraordinaria que son propias de la legislación penal ordinaria y que están previstas en 
el artículo 83º del Código Penal. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 108-2017, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud; proceso en el que se declaró extinguida la acción por prescripción. Se invocó el 
principio del interés superior del niño previsto en el artículo IX del Título Preliminar del 
Código de los Niños y Adolescentes. Se recogió el criterio expuesto por la Corte Suprema 
de Justicia de la República en el sentido que señala que el Código de los Niños y 
Adolescentes no ha previsto la interrupción de la prescripción, ni de la prescripción 
extraordinaria que son propias de la legislación penal ordinaria y que están previstas en 
el artículo 83º del Código Penal. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 128-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado; proceso en el que se declaró extinguida la acción por 
prescripción. (Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 43-2017, sobre infracción de la ley penal contra la vida, el cuerpo y la 
salud; proceso en el que se declaró nula la sentencia objeto de apelación; el Colegiado 
estimó la contravención al debido proceso, específicamente al principio de legalidad, por 
cuanto se subsumieron los hechos en una norma publicada con posterioridad a los hechos. 
(Se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 86-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de hurto agravado; proceso en el que se impuso la medida socioeducativa de 
internación por el periodo de veinticuatro meses. Se citó entre otros, el artículo 40º de la 
Convención de los Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y 
Adolescentes, fundamentando que la medida de internamiento coadyuvará en la 
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readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno familiar y a la 
sociedad en condiciones diferentes. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 1878-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado; proceso en el que se impuso la medida socioeducativa de 
internación por el periodo de doce meses. Se citó entre otros, el artículo 40º de la 
Convención de los Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y 
Adolescentes, fundamentando que la medida de internamiento coadyuvará en la 
readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno familiar y a la 
sociedad en condiciones diferentes. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 135-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de hurto agravado; proceso en el que se impuso la medida socioeducativa de 
internación por el periodo de cinco años. Se citó entre otros, el artículo 40º de la 
Convención de los Derechos del Niño, el artículo 191º del Código de los Niños y 
Adolescentes, fundamentando que la medida de internamiento coadyuvará en la 
readaptación del infractor, para que así pueda reincorporarse al seno familiar y a la 
sociedad en condiciones diferentes. (No se invocó el interés superior del niño). 
 
✓ Expediente Nº 130-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de robo agravado. En este caso se impuso a un adolescente la medida 
socioeducativa de internación por el periodo de dos años. El Colegiado consideró que 
todo el buen comportamiento que el adolescente pudiera haber mostrado a nivel familiar 
y social en su entorno más cercano, como el Colegio y vecinos, se ve seriamente afectado 
con una conducta no solo infractora de la ley penal en un contexto patrimonial (robo), 
sino que el empleo de la violencia ha conllevado a inferir lesiones físicas, no sólo 
producto de un arranche o arrebato, sino infringiéndose cortes a la altura abdominal en 
un agraviado y en el muslo del otro, evidenciando el poco valor por la vida e integridad 
de los seres humanos, que hace necesario tomar medidas excepcionales para corregir 
dicho comportamiento y que de producirse nuevamente alcanzada la mayoría de edad, 
tendría graves consecuencias no sólo para nuestra sociedad en un contexto de seguridad 
ciudadana y bien común, sino para el mismo, en atención del interés superior del niño y 
adolescente importa adoptar la medida que más le favorezca al adolescente, por lo que se 
consideró que se encuentra justificado la medida de internación, más aún cuando no 
resultaba aplicable la medida de libertad restringida cuando se ha puesto deliberadamente 
en grave riesgo la vida o la integridad física o psicológica de las personas. (Se invocó el 
interés superior del niño). 
 
En los meses de octubre y noviembre, no se han encontrado resoluciones judiciales referidas a 
sentencias sobre infracción de la ley penal. 
 
Finalmente, en el mes de diciembre, se tiene la siguiente resolución judicial: 
 
✓ Expediente Nº 173-2017, sobre infracción de la ley penal contra el patrimonio en la 
modalidad de hurto agravado; proceso en el que se impuso al adolescente la medida 
socioeducativa de internación por el periodo de veinticuatro meses. En este caso, se citó 
el principio de proporcionalidad sustentado en que la conducta del adolescente quedó en 
grado de tentativa, además el hecho que no era la primera vez que participaba en hechos 
delictivos, por lo que el Colegiado consideró que el mismo requería de una adecuada 
ayuda de profesionales que le permitan una reinserción en la sociedad. (No se invocó el 
interés superior del niño). 
 




✓ Adolescente: Al ser humano desde los doce años hasta cumplir los dieciocho  años de edad. 
(Artículo 183° del Código de los Niños y Adolescentes). 
 
✓ Adolescente infractor: Aquél cuya responsabilidad ha sido determinada como autor o partícipe 
de un hecho punible tipificado como delito o falta en la ley penal. (Artículo 183° del Código de 
los Niños y Adolescentes) 
 
✓ Interés Superior del Niño : Es un concepto triple:  
 
Un derecho sustantivo: el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración 
primordial que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos intereses para tomar una decisión 
sobre una cuestión debatida, y la garantía de que ese derecho se pondrá en práctica siempre que 
se tenga que adoptar una decisión que afecte a un niño, a un grupo de niños concreto o genérico 
o a los niños en general. El artículo 3, párrafo 1, establece una obligación intrínseca para los 
Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad inmediata) y puede invocarse ante los tribunales. 
 
Un principio jurídico interpretativo fundamental: si una disposición jurídica admite más de una 
interpretación, se elegirá la interpretación que satisfaga de manera más efectiva el interés 
superior del niño. Los derechos consagrados en la Convención y sus Protocolos facultativos 
establecen el marco interpretativo. 
Una norma de procedimiento: siempre que se tenga que tomar una decisión que afecte a un niño 
en concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños en general, el proceso de adopción de 
decisiones deberá incluir una estimación de las posibles repercusiones (positivas o negativas) 
de la decisión en el niño o los niños interesados. La evaluación y determinación del interés 
superior del niño requieren garantías procesales. Además, la justificación de las decisiones debe 
dejar patente que se ha tenido en cuenta explícitamente ese derecho. En este sentido, los Estados 
partes deberán explicar cómo se ha respetado este derecho en la decisión, es decir, qué se ha 
considerado que atendía al interés superior del niño, en qué criterios se ha basado la decisión y 
cómo se han ponderado los intereses del niño frente a otras consideraciones, ya se trate de 
cuestiones normativas generales o de casos concretos. (Comité de los Derechos del Niño-
Observación general Nº 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una 
consideración primordial). 
 
2.7 MARCO REFERENCIAL 
  
2.7.1 Competencia los Juzgados en materia de infracciones a la ley penal 
 
En el Distrito Judicial de Piura, conocen los procesos sobre adolescentes infractores de la ley penal 
los Juzgados de Familia o Mixtos, según sea el caso, siendo competentes para conocer en sede de 
apelación la Primera y Segunda Sala Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de 
Piura. 
 
Respecto a la competencia, se tiene el Decreto Supremo N° 017-93-JUS, de fecha 02 de junio de 
1996, que contiene la Ley Orgánica del Poder Judicial, en sus artículos 53° y 43° A, prescriben 
respectivamente lo siguiente: 
 
✓ Artículo 53°.- Competencia de los Juzgados de Familia 
     “Los Juzgados de Familia conocen: (…).En materia de infracciones: a) Las infracciones a la ley 
penal cometidas por niños y adolescentes como autores o como partícipes de un hecho punible 
tipificado como delito o falta.” 
 
✓ Artículo 43°-A.- Las Salas de Familia conocen: 
1. En grado de apelación, los procesos resueltos por los Juzgados de Familia; 
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2. De las contiendas de competencia promovidas entre Juzgados de Familia del mismo distrito 
judicial y entre éstos y otros Juzgados de distinta especialidad de su jurisdicción territorial; 
3. De las quejas de derecho por denegatoria del recurso de apelación; y, 
4. De los demás asuntos que la Ley señala. 
 
Ahora bien, en cuanto al marco legal que se consideró para la presente investigación, en el que se 
analizó las sentencias judiciales respecto a adolescentes infractores de la ley penal en lo atingente a 
los fundamentos referidos a la determinación de la medida a imponerse al mismo, esto es, que se 
trata de un adolescente cuya responsabilidad previamente ya ha sido determinada por el Juez de la 
causa, siendo el siguiente paso el evaluar la medida a imponerse, éste último punto es al que se da 
relevancia en el presente trabajo, así se analizará si el principio del interés superior del niño es 
aplicado debidamente al momento de determinar dicha medida, en tanto la Convención sobre los 
Derechos del Niño lo prevé como una obligación a tener en cuenta al momento de adoptar una 
decisión en el que se encuentra involucrado un adolescente infractor. 
 
En ese sentido, se ha tenido en cuenta el Código de los Niños y Adolescentes, en específico el 
Capítulo III - Adolescente Infractor de la Ley Penal- pero es de acotar que el Decreto Legislativo Nº 
1204, modificó el Código de los Niños y Adolescentes para regular las sanciones a adolescentes 
infractores de la ley penal y su ejecución, que fue publicado en el Diario Oficial El Peruano el 23 de 
setiembre de 2015; posteriormente, se emitió el Decreto Legislativo N° 1348 - Código de 
Responsabilidad Penal de Adolescentes- publicado el 07 enero 2017, que de acuerdo a su Segunda 
Disposición Complementaria Final se señala que la norma entra en vigencia al día siguiente de la 
publicación de su Reglamento en el diario oficial. Su aplicación se dará de manera progresiva en los 
diferentes distritos judiciales mediante calendario oficial que es aprobado por Decreto Supremo, a 
excepción de los artículos comprendidos en los Títulos I y II de la Sección VII, así como los Títulos 
I y II de la Sección VIII del presente Código, los que son de aplicación inmediata, con la publicación 
de su reglamento en el diario oficial. Asimismo, es de acotar que, el Decreto Supremo Nº 004-2018-
JUS -Reglamento del Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes, aprobado mediante Decreto 
Legislativo Nº 1348-, fue  publicado el 24 de marzo de 2018. 
 
Para los efectos del presente trabajo se tuvo en cuenta lo dispuesto tanto por el Código por el Niño y 
Adolescentes en lo referido al capítulo sobre los adolescentes infractores a la ley penal, la 
modificatoria del Decreto Legislativo Nº 1204, así como el Decreto Legislativo N° 1348, que aprueba 
el Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes. 
 
En cuanto al Código de los Niños y Adolescentes, Ley N° 27337, publicada el 07 de agosto de 2000, 
el mismo en sus artículos pertinentes al caso materia del presente trabajo de investigación, se tiene 
las siguientes disposiciones legales a considerar: 
 
✓ Artículo I.- Definición.- 
Se considera niño a todo ser humano desde su concepción hasta cumplir los doce años de edad 
y adolescente desde los doce hasta cumplir los dieciocho años de edad. 
El Estado protege al concebido para todo lo que le favorece. Si existiera duda acerca de la edad 
de una persona, se le considerará niño o adolescente mientras no se pruebe lo contrario. 
 
✓ Artículo II.- Sujeto de derechos.- 
El niño y el adolescente son sujetos de derechos, libertades y de protección específica. Deben 
cumplir las obligaciones consagradas en esta norma. 
 
✓ Artículo IV.- Capacidad  
Además de los derechos inherentes a la persona humana, el niño y el adolescente gozan de los 
derechos específicos relacionados con su proceso de desarrollo. Tienen capacidad especial para 
la realización de los actos civiles autorizados por este código y demás leyes.  
La Ley establece las circunstancias en que el ejercicio de estos actos requiere de un régimen de 
asistencia y determina responsabilidades.  
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En caso de infracción a la ley penal, el niño y el adolescente menor de catorce (14) años será 
sujeto de medidas de protección y el adolescente mayor de catorce (14) años de medidas socio-
educativas. 
 
✓ Artículo IX.- Interés superior del niño y del adolescente.- 
En toda medida concerniente al niño y al adolescente que adopte el Estado a través de los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, del Ministerio Público, los Gobiernos Regionales, 
Gobiernos Locales y sus demás instituciones, así como en la acción de la sociedad, se 
considerará el Principio del Interés Superior del Niño y del Adolescente y el respeto a sus 
derechos. 
 
✓ Artículo X.- Proceso como problema humano.- 
El Estado garantiza un sistema de administración de justicia especializada para los niños y 
adolescentes. Los casos sujetos a resolución judicial o administrativa en los que estén 
involucrados niños o adolescentes serán tratados como problemas humanos. 
 
✓ Artículo 133°.- Jurisdicción.- 
La potestad jurisdiccional del Estado en materia familiar se ejerce por las Salas de Familia, los 
Juzgados de Familia y los Juzgados de Paz Letrados en los asuntos que la Ley determina. En 
Casación resolverá la Corte Suprema. 
Los Juzgados de Familia asumen competencia en materia civil, tutelar y de infracciones y se 
dividen en tales especializaciones, siempre que existan como Juzgados Especializados. 
 
✓ Artículo 137°.- Atribuciones del Juez.- 
“Corresponde al Juez de Familia: 
  (…) c) Disponer las medidas socio - educativas y de protección en favor del niño o adolescente, 
según sea el caso (…)” 
 
En cuanto al Capítulo III - Adolescente Infractor de la Ley Penal- del Código de los Niños y 
Adolescentes, se tenían las siguientes disposiciones legales pertinentes para una primera evaluación 
que se desarrolló en el presente trabajo, atendiendo a que se analizaron sentencias judiciales en 
materia de infracción a la ley penal durante el periodo de los años 2016 y 2017: 
 
✓ Artículo 183°.- Definición.- 
Se considera adolescente infractor a aquel cuya responsabilidad ha sido determinada como autor 
o partícipe de un hecho punible tipificado como delito o falta en la ley penal. 
 
✓ Artículo 184°.- Medidas  
El adolescente infractor mayor de catorce (14) años, será pasible de medidas socio-educativas 
previstas en el presente código.  
El niño o adolescente infractor menor de catorce (14) años, será pasible de medidas de 
protección previstas en el presente código. 
 
✓ Artículo 191°.- Rehabilitación.- 
El Sistema de Justicia del adolescente infractor se orienta a su rehabilitación y a encaminarlo a 
su bienestar. La medida tomada al respecto no sólo deberá basarse en el examen de la gravedad 
del hecho, sino también en las circunstancias personales que lo rodean. 
 
✓ Artículo 208.- Resolución.- 
 El Juez, en mérito a la denuncia, expedirá la resolución motivada declarando promovida la 
acción y dispondrá que se tome la declaración del adolescente en presencia de su abogado y del 
Fiscal determinando su condición procesal, que puede ser: la entrega a sus padres o responsables 
o el internamiento preventivo. En este último caso, la orden será comunicada a la Sala Superior. 
 
✓ Artículo 215°.- Fundamentos.- 
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 El Juez al emitir sentencia tendrá en cuenta: 
 a) La existencia del daño causado; 
 b) La gravedad de los hechos; 
 c) El grado de responsabilidad del adolescente; y 
 d) El informe del Equipo Multidisciplinario y el informe social. 
 
✓ Artículo 216°.- Contenido.- 
La sentencia establecerá: 
a) La exposición de los hechos; 
b) Los fundamentos de derecho que considere adecuados a la calificación del acto infractor; 
c) La medida socio-educativa que se imponga; y 
d) La reparación civil. 
 
✓ Artículo 217°.- Medidas.- 
El Juez podrá aplicar las medidas socio-educativas siguientes: 
a) Amonestación; 
b) Prestación de servicios a la comunidad; 
c) Libertad asistida; 
d) Libertad restringida; y 
e) Internación en establecimiento para tratamiento. 
 
✓ Artículo 218°.- Absolución.- 
El Juez dictará sentencia absolutoria cuando: 
a) No esté plenamente probada la participación del adolescente en el acto infractor; y 
b) Los hechos no constituyan una infracción a la ley penal. Si el adolescente estuviera interno, 
ordenará su libertad inmediata y será entregado a sus padres o responsables o, a falta de éstos, a 
una Institución de Defensa. 
 
✓ Artículo 221°.- Plazo.- 
El plazo mínimo e improrrogable para la conclusión del procedimiento, estando el adolescente 
interno, será de cincuenta días y, en calidad de citado, de setenta días. 
 
✓ Artículo 222°.- Prescripción.- 
La acción judicial prescribe a los dos años de cometido el acto infractor. Tratándose de una falta 
señalada en el Código Penal prescribe a los seis meses. El plazo de prescripción de la medida 
socio-educativa es de dos años, contados desde el día en que la sentencia quedó firme. 
El adolescente contumaz o ausente estará sujeto a las normas contenidas en el ordenamiento 
procesal penal. 
 
✓ Artículo 229°.- Medidas.- 
Las medidas socio-educativas tienen por objeto la rehabilitación del adolescente infractor. 
 
✓ Artículo 230°.- Consideración.- 
El Juez, al señalar la medida, tendrá en cuenta la capacidad del adolescente para cumplirla. En 
ningún caso se aplicará la prestación de trabajos forzados. 
 
En tanto que, a través del Decreto Legislativo Nº 1204, Decreto Legislativo que modifica el Código 
de los Niños y Adolescentes para regular las sanciones a adolescentes infractores de la ley penal y 
su ejecución, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 23 de setiembre de 2015, se tienen las 
siguientes disposiciones legales: 
 
✓ Artículo 229°.- Finalidad de las sanciones 
Las sanciones tienen una finalidad primordialmente educativa y socializadora para adolescentes 
en conflicto con la ley penal, basada en el respeto de los derechos humanos y las libertades 
52 
 
fundamentales. Se aplican, según sea el caso, con la intervención de la familia y el apoyo de 
especialistas e instituciones públicas o privadas. 
Las disposiciones contenidas en el presente Capítulo se aplican al adolescente de catorce a 
menos de dieciocho años de edad, a quien se le imputa responsabilidad como autor o partícipe 
de un hecho punible, tipificado como delito o falta en el Código Penal o Leyes Especiales. 
El Juez, al momento de la imposición de las sanciones reguladas en el presente capítulo, deberá 
tener en cuenta el principio de protección al menor y la finalidad rehabilitadora hacia el 
adolescente. 
 
✓ Artículo 230°.- Criterios para la determinación de la sanción 
El Juez, al momento de imponer una sanción, deberá tener en cuenta: 
a) La edad del (la) adolescente, sus circunstancias personales, así como su situación psicológica, 
educativa, familiar y sociocultural, según el informe del equipo multidisciplinario; 
b) La magnitud del daño causado; 
c) El nivel de intervención en los hechos; 
d) La capacidad para cumplir la sanción; 
e) Las circunstancias agravantes o atenuantes reguladas en el Código Penal o Leyes Especiales, 
en lo que corresponda; 
f) La proporcionalidad, racionalidad e idoneidad de la sanción; y 
g) Los esfuerzos del (la) adolescente por reparar, directa o indirectamente, los daños. 
 
✓ Artículo 231°.- Sanciones 
El adolescente que cometiere un hecho tipificado como delito o falta, de acuerdo a la legislación 
penal, solo puede ser sometido a las siguientes sanciones: 
a) Socioeducativas: 
1. Amonestación; 
2. Libertad asistida; 
3. Prestación de servicios a la comunidad; 
4. Reparación directa a la víctima; 
b) Mandatos y Prohibiciones 
1. Fijar un lugar de residencia determinado o cambiar de lugar de residencia al actual; 
2. No frecuentar determinadas personas; 
3. No frecuentar bares, discotecas o determinados centros de diversión, espectáculos u otros 
lugares señalados por el Juez; 
4. No ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial previa; 
5. Matricularse en una institución educativa (pública o privada) o en otra cuyo objeto sea la 
generación de un oficio o profesión, de acuerdo a las condiciones y requisitos que se establezcan 
en el Reglamento, en congruencia con lo establecido en la Ley General de Educación; 
6. Desempeñar una actividad laboral o formativa laboral; siempre que sea posible su ejecución 
y se encuentre dentro de las marcos legales; 
7. No consumir o ingerir bebidas alcohólicas o drogas; 
8. Internar al adolescente en un centro de salud, público o privado, para un tratamiento 
desadictivo; 
c) Privativas de libertad: 
1. Internación domiciliaria; 
2. Libertad restringida; 
3. Internación. 
Las sanciones pueden suspenderse, revocarse o sustituirse por otras más beneficiosas. 
Asimismo, el Juez puede reducir su duración u ordenar su aplicación simultánea, sucesiva o 
alternativa. En ningún caso se aplica la prestación de trabajos forzados. 
Los padres, tutores, apoderados o quienes ejerzan la custodia de los adolescentes a quienes se 
les imponga las sanciones previstas en el presente artículo, son responsables solidarios por los 




Finalmente, se tiene el Decreto Legislativo Nº 1348, Decreto Legislativo que aprueba el Código de 
Responsabilidad Penal de Adolescentes, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 07 de enero de 
2017, en su parte pertinente, prescribe lo siguiente: 
 
✓ Artículo 148°.- Imposición 
Comprobada la participación del adolescente en el hecho penal imputado, declarada su 
responsabilidad, el Juez del juicio, puede imponer al adolescente alguna de las medidas 
socioeducativas señaladas en el presente Código en forma alternativa, indistinta o 
conjuntamente y en tanto permitan su ejecución simultánea, debiendo el informe 
interdisciplinario indicar cuál es la que mejor se adecúa al adolescente conforme a su interés 
superior y su fase de desarrollo. 
 
✓ Artículo 149°.- Cumplimiento 
Las medidas socioeducativas impuestas al adolescente cesan por cumplimiento de la duración 
impuesta en la sentencia por disposición del Juez mediante resolución motivada. 
 
✓ Artículo 150°.- Finalidad 
150.1 Las medidas socioeducativas deben contener una función pedagógica positiva y 
formativa, con la finalidad de facilitar la resocialización y reintegración a la sociedad. En la 
elección y determinación de la medida socioeducativa se debe priorizar la que pueda tener un 
mayor impacto educativo sobre los derechos de los adolescentes y la que contribuya de mejor 
manera a su reintegración. 
150.2 Los derechos a la educación y formación profesional, así como los de salud de los 
adolescentes no pueden ser limitados o suspendidos en la ejecución de la medida socioeducativa. 
 
✓ Artículo 153°.- Criterios para la determinación de la medida socioeducativa 
Son criterios para determinar la imposición de la medida socioeducativa y su duración al 
momento de dictarse la sentencia condenatoria: 
1. La gravedad de la infracción; 
2. La gravedad del daño causado; 
3. El grado de participación del adolescente en la infracción; 
4. La edad del adolescente al momento de cometer la infracción; 
5. La proporcionalidad e idoneidad de la medida socioeducativa atendiendo al interés superior 
del adolescente y el principio educativo; 
6. La capacidad del adolescente para cumplir la medida socioeducativa; 
7. La voluntad de reparar el daño mostrada por el adolescente; 
8. La contención y contexto familiar del adolescente; y 
9. Las condiciones personales y sociales del adolescente 
 
✓ Artículo 156°.- Medidas socioeducativas 
156.1 El adolescente que comete un hecho tipificado como delito o falta, de acuerdo a la 
legislación penal, solo puede ser sometido a las siguientes medidas socioeducativas: 
1. Medidas no privativas de libertad: 
a. Amonestación; 
b. Libertad asistida; 
c. Prestación de servicios a la comunidad; y, 
d. Libertad restringida 
2. Internación en un centro juvenil. 
156.2 Los padres, tutores o responsables del adolescente a quien se le imponga una medida 
socioeducativa tienen la obligación de apoyar su cumplimiento y ejecución. 
156.3 La mayoría de edad adquirida durante el proceso o en el cumplimiento de la medida 
socioeducativa impuesta, no lo exime de culminar aquella. 
 
✓ Artículo 157°.- Medidas accesorias 
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157.1 Las medidas accesorias pueden aplicarse de manera simultánea a una medida 
socioeducativa no privativa de libertad. Su control e incumplimiento se rigen por lo dispuesto 
en los artículos 152, 153 y 154. 
157.2 Las medidas accesorias que puede dictar el Juez son las siguientes: 
1. Fijar un lugar de residencia determinado o cambiar de lugar de residencia al actual; 
2. No frecuentar a determinadas personas; 
3. No frecuentar bares, discotecas o determinados centros de diversión, espectáculos u otros 
lugares señalados por el Juez; 
4. No ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial previa; 
5. Matricularse en una institución educativa (pública o privada) o en otra cuyo objeto sea la 
generación de un oficio o profesión; 
6. Desempeñar una actividad laboral o formativa laboral; siempre que sea posible su ejecución 
y se adecúe a la legislación sobre la materia; 
7. No consumir o ingerir bebidas alcohólicas o drogas; 
8. Internar al adolescente en un centro de salud, público o privado, para un tratamiento 
desadictivo; 
9. Participar en programas educativos o de orientación; y, otras que el Juez considere adecuada 
y fundamente en la sentencia condenatoria. 
157.3 El Juez debe precisar las medidas accesorias aplicables al caso concreto. Su duración es 




1.3.1. Hipótesis General 
 
✓ Los Magistrados de las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura, en la 
determinación de la sanción y su duración que corresponda al caso de un adolescente 
infractor de la ley penal, en mayor medida no invocan el interés superior del niño. 
 
1.3.2. Hipótesis Específica 
✓ La motivación expresa del interés superior del niño en las sentencias sobre casos de 
adolescente infractores de la ley penal es obligatoria para los efectos de determinar de la 
sanción concreta y su duración. 
 
1.4. DEFINICIÓN Y OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
 
1.4.1. Definición Conceptual 
 
VI1 Las sentencias emitidas por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura 




Resolución mediante la cual el Juez pone fin a la instancia o al proceso en definitiva, pronunciándose 
en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión controvertida declarando el derecho de las 
partes, o excepcionalmente, sobre la validez de la relación procesal.(Artículo 121° del Código 
Procesal Civil). 
 
VI2 Salas  
 
Conjunto de magistrados o jueces que tiene atribuida jurisdicción privativa sobre determinadas mat





Conjunto de actos y trámites seguidos ante un juez o tribunal, tendentes a dilucidar la justificación 
enderecho de una determinada pretensión entre partes y que concluye por resolución motivada. 
(REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA) 
VI4 Menor Infractor 
 
Adolescente cuya responsabilidad ha sido determinada como autor o partícipe de un hecho punible 
tipificado como delito o falta en la ley penal. (Artículo 183° del Código de los Niños y Adolescentes) 
 
VD1 La motivación del interés superior del niño en la determinación de la sanción a un 
adolescente infractor de la ley penal. 
 
VD1  Motivar: 
 
Indicar el motivo por el que ha sido dictada una decisión. (Sentencia del Pleno Casatorio Civil 
contenida en la Casación N° 2229-2008-Lambayeque, de fecha 23 de octubre de 2008) 
 
VD2  Interés superior del niño 
 
Es un concepto complejo, y su contenido debe determinarse caso por caso. El legislador, el juez o 
la autoridad administrativa, social o educativa podrán aclarar este concepto y ponerlo en práctica de 
manera concreta mediante la interpretación y aplicación del artículo 3, párrafo 1, teniendo presente 
las demás disposiciones de la Convención [Convención sobre los Derechos del Niño]. (COMITÉ 




Pena que una ley o un reglamento establece para sus infractores. ( (REAL ACADEMIA DE LA 
LENGUA ESPAÑOLA) 
 
VD4 Adolescente infractor 
 
Adolescente cuya responsabilidad ha sido determinada como autor o partícipe de un hecho punible 
tipificado como delito o falta en la ley penal. (Artículo 183° del Código de los Niños y Adolescentes, 









































Mixto: comprendiendo el método cualitativo y cuantitativo. 
 
✓ Cualitativo; en tanto se pretende explicar la importancia de motivar el interés superior 
del niño en la determinación de las sanciones al adolescente infractor de la ley penal. 
 
✓ Cuantitativo; en tanto se pretende examinar sentencias sobre infracción a la ley penal 
emitidas por las Salas Civiles de Piura durante los años 2016 - 2017, respecto de la 
invocación del interés superior del niño en la determinación de las sanciones y su 




✓ Cuantitativo – Explicativo; en tanto se pretende recolectar información que permitirá 
determinar en qué medidas los Magistrados y motivan el interés superior del niño en la 




✓ Descriptivo; la información recabada busca describir la evaluación de la figura del interés 




✓ Descriptivo – explicativo: en tanto se trata de recolectar información que permitira describir 
la aplicación del interés superior del niño en el caso concreto de un adolescente infractor, 
delimitado en las sentencias emitidas por las Sala Civiles de Piura durante los años 2016 y 
2017, específicamente al momento de determinar las sanciones, determinando si los 
Magistrados invocan dicha figura jurídica. 
 




Universo de la muestra: Sentencias sobre adolescentes infractores emitidas por las Salas Civiles de 
la Corte Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017. 
 
3.13 MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS 
 
Método Explicativo - Descriptivo: Se recurre a la legislación, doctrina  y jurisprudencia nacional e 
internacional para comprender el interés superior del niño, el tratamiento del adolescente que infringe 
la ley penal, relacionando ambos conceptos y llegando a establecer si es suficiente la sola invocación 
del interés superior del niño en la determinación de las sanciones o en qué medida se garantiza su 
aplicación, para finalmente examinar los fundamentos pertinentes de las Sentencias sobre 
adolescentes infractores a la ley penal emitidas por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia 
de Piura durante los años 2016 y 2017, como la entrevista que se efectuará a los Magistrados y 
servidores judiciales que han conocido o conocen en asuntos de familia de dicha Corte Superior, a 
fin de examinar cómo perciben el tema que motiva el título de la presente investigación, debiendo 
considerarse que la entrevista es para efectos de reforzar el objetivo específico perseguido en el 
presente trabajo. 
 
3.14 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
Muestreo: Sentencias sobre adolescentes infractores a la ley penal emitidas por las Salas Civiles de 
la Corte Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017. 
 
Revisión bibliográfica: Relacionada al tema sobre el interés superior del niño, como del tratamiento 
al adolescente infractor de la ley penal, recurriendo principalmente a la doctrina y jurisprudencia que 
ha conocido de la materia. 
 
Entrevista: La que se efectuará a los Magistrados y servidores judiciales en asuntos de familia de la 


































CAPÍTULO IV: RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
4.1 RESULTADOS 
Las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura durante el año 2016 y 2017, emitieron un 
total de 60 sentencias judiciales sobre adolescentes en conflicto con la ley penal. Los datos muestran 
que en 34 de las sentencias judiciales no se invocó el interés superior del niño en la resolución del 










TOTAL DE SENTENCIAS EMITIDAS POR LAS 
SALAS CIVILES DE LA CORTE SUPERIOR DE 
JUSTICIA DE PIURA PIURA EN MATERIA DE 
INFRACCIÓN A LA LEY PENAL DURANTE LOS 
AÑOS 2016-2017: 60
SE INVOCÓ EL INTERÉS
SUPERIOR DEL NIÑO




Se ha considerado las sentencias judiciales en materia de infracción de la ley penal que las Salas 
Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017 han resuelto en mérito 
a que fueron elevados grado de apelación. 
 
Las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura, durante el año 2016 y 2017, emitieron 
un total de 60 sentencias judiciales en materia de infracción a la ley penal. Los datos muestran 
que, de su total de las sentencias revisadas, en 34 de dichas sentencias judiciales no se invocó el 
interés superior del niño, mientras que en 26 sentencias sí se invocó el interés superior del niño. 
 
Cabe precisar que no ha sido propósito de este trabajo concluir si existió o no una debida motivación 
en las sentencias judiciales respecto a la aplicación del interés superior del niño en el caso en 
concreto, pues no sólo se tendría un contenido altamente subjetivo, sino que su alcance involucra 
otro enfoque. Lo que se ha buscado es conocer en qué medida se ha cumplido con aplicarlo, por ende 
debe considerarse que si el interés superior del niño fue invocado en una sentencia, éste se tiene por 
motivado, caso contrario si no fue invocado se considera como no motivado. 
Se formuló como problema principal: ¿En qué medida en la revisión de las sentencias emitidas por 
las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017 referidos a 
procesos de menores infractores se ha advertido que los Jueces han motivado el interés superior del 
niño para los efectos de la determinación de la sanción? La respuesta es que en un cuarenta y tres por 
ciento (43%) del total de sesenta (60) sentencias emitidas en materia de infracción a la ley penal 
durante los años 2016 y 2017, la Primera y Segunda Sala de Piura han motivado el interés superior 
del niño al momento de determinar la sanción al caso concreto. 
 
4.2.2 Sobre el problema específico 
 
Conforme se ha expuesto precedentemente, el interés superior del niño resulta de aplicación 
obligatoria en los casos en los que se tenga que decidir una causa en donde se encuentran 
involucrados menores de edad; no obstante, resulta menester señalar que en las resoluciones que aquí 
se presentan, se ha enfocado en los fundamentos relativos a la determinación de la sanción y la  
duración de la misma; y de su revisión se apreció que los magistrados siguen principalmente los 
criterios previstos en el artículo 230º del Código de los Niños y Adolescentes, vigente a la fecha de 
la emisión de las sentencias revisadas, pero no en todos los casos han invocado el interés superior 
del niño; o, en otros casos, sólo se invoca el interés superior del niño, pero no se justifica cómo en el 
caso concreto se ha considerado dicho interés superior. 
 
En ese sentido, se ha podido advertir que en las sentencias judiciales referidas a adolescentes 
infractores de la ley penal, existe la tendencia a cumplir solo con desarrollar los presupuestos 
previstos en el Código de los Niños y Adolescente para determinar la sanción en el caso concreto y 
elegir la medida socioeducativa, de ser el caso, con lo cual parecería estarse cumpliendo 
implícitamente con aplicar el interés superior del niño, dado que también la construcción de la 
legalidad viene presidido por dicho principio, salvo que se piense que tal principio solo corresponde 
aplicarse cuando exista algún conflicto entre normas jurídicas o de intereses y, no necesariamente en 
todos los casos, situación ésta última que ha sido desechada en este trabajo, al postularse como 
obligatoria la justificación del interés superior del niño en todos los casos que le conciernen al mismo. 
 
En efecto, para determinar la sanción y su duración respecto de un adolescente infractor de la ley 
penal, la ley obliga a meritar entre otros aspectos las circunstancias personales, así como la situación 
psicológica, educativa, familiar y sociocultural del adolescente o, la aplicación del principio de 
proporcionalidad en el caso concreto, entre otras consideraciones, lo que implica que el Juez al 
momento de resolver tenga una visión integral de la situación adolescente, por lo que es válido 
presumir que la medida adoptaba estaba atendiendo a la naturaleza especial del caso, por encontrarse 
involucrado un menor de edad; y es por esa razón que existe la dificultad de cuestionar la decisión 
por falta de aplicación del interés superior del niño, por ende alegar defectos en la motivación; por 
el contrario, si en el caso hipotético en que un Juez dicte una sentencia judicial imponiendo una 
medida socioeducativa o absolviendo en aplicación del interés superior del niño sin considerar los 
60 
 
presupuestos previstos en la ley, sencillamente podría cuestionarse su decisión por falta de 
motivación o acusar de arbitraria, inclusive de prevaricadora. 
 
Conforme a las respuestas dadas en la entrevista practicada a los magistrados y servidores judiciales 
de la Corte Superior de Justicia de Piura para el propósito de este trabajo, las personas entrevistadas 
señalaron que la aplicación del interés superior del niño resulta obligatoria y no discrecional al 
momento de determinar la sanción a un adolescente encontrado responsable de infringir la ley penal, 
inclusive, los entrevistados han acotado el deber del juez de motivar una decisión en ese sentido en 
virtud de dicha obligación, conforme al artículo 139º inciso 5) de la Carta Fundamental. 
 
Se formuló como problema específico: ¿La motivación del interés superior del niño en las sentencias 
sobre menores infractores es obligatoria para los efectos de la determinación de la sanción a imponer? 
La respuesta es que la aplicación del interés superior del niño es obligatoria cuando se tenga que 
evaluar un caso que concierne a un menor de edad, por tanto también es  obligatoria para los efectos 
de la determinación de la sanción a imponer, debiendo agregarse que ello implica que la decisión que 
se adopte vaya acompañada de una argumentación que sustente su consideración.  
 
Sobre este problema específico es de acotar que el actual Código de Responsabilidad de 
Responsabilidad Penal de Adolescente prescribe en su artículo 118º que la sentencia debe señalar la 
forma como se ha aplicado los principios de interés superior del adolescente y el principio educativo; 
con lo cual, ahora es una exigencia prevista en la ley, dejando atrás las dudas de la necesidad de una 
motivación expresa de dicho interés en la resolución de casos de adolescentes infractor, pese a que 
por suscribir nuestro país la Convención de los Derechos del Niño tenía dicha obligación; aunque 
debe señalarse que dicho artículo aún no se encuentra vigente. 
 
La Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo N° 1348, publicado el 07 
enero 2017, prescribe lo siguiente: “SEGUNDA. - Vigencia y Aplicación progresiva: La presente 
norma entra en vigencia al día siguiente de la publicación de su Reglamento en el diario oficial. Su 
aplicación se dará de manera progresiva en los diferentes distritos judiciales mediante calendario 
oficial que es aprobado por Decreto Supremo, a excepción de los artículos comprendidos en los 
Títulos I y II de la Sección VII, así como los Títulos I y II de la Sección VIII del presente Código, 
los que son de aplicación inmediata, con la publicación de su reglamento en el diario oficial.” 
 
Asimismo, es de acotar que, el Decreto Supremo Nº 004-2018-JUS -Reglamento del Código de 
Responsabilidad Penal de Adolescentes, aprobado mediante Decreto Legislativo Nº 1348-, fue  





























1. Se formuló como problema principal: ¿En qué medida en la revisión de las sentencias emitidas 
por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017 
referidos a procesos de menores infractores se ha advertido que los Jueces han motivado el interés 
superior del niño para los efectos de la determinación de la sanción? 
 
- La respuesta es que en un cuarenta y tres por ciento (43%) del total de sesenta (60) sentencias 
emitidas en materia de infracción a la ley penal, la Primera y Segunda Sala de Piura han 
motivado el interés superior del niño al momento de determinar la sanción al caso concreto. 
 
2. Se formuló como problema específico: ¿La motivación del interés superior del niño en las 
sentencias sobre menores infractores es obligatoria para los efectos de la determinación de la 
sanción a imponer?  
 
- La respuesta es que la aplicación del interés superior del niño es obligatoria cuando se tenga 
que evaluar un caso que concierne a un menor de edad, por tanto también es  obligatoria para 
los efectos de la determinación de la sanción a imponer, debiendo agregarse que ello implica 
que la decisión que se adopte vaya acompañada de una argumentación que sustente su 
consideración.  
 
3. Se formuló objetivo principal: Determinar en qué medida en la revisión de las sentencias emitidas 
por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Piura durante los años 2016 y 2017 
referidos a procesos de adolescentes infractores se ha advertido que los Jueces han motivado el 
interés superior del niño para los efectos de la determinación de la sanción. 
 
- El objetivo fue logrado, llegando a constatar que en un cuarenta y tres por ciento (43%) del 
total de sesenta (60) sentencias emitidas en materia de infracción a la ley penal durante los 
años 2016 y 2017, la Primera y Segunda Sala de Piura han motivado el interés superior del 
niño al momento de determinar la sanción al caso concreto; mientras que en un cincuenta y 
siete (57) no lo hicieron. 
 
4. Se formuló objetivo específico: Determinar si la motivación del interés superior del niño en casos 
sobre adolescentes infractores de la ley penal resulta de aplicación obligatoria al momento de 
imponer una sanción mediante la sentencia judicial. 
 
- La respuesta es que la motivación del interés superior del niño en casos sobre adolescentes 
















1. Revisión periódica por parte de los órganos jurisdiccionales respecto de los argumentos 
utilizados para justificar el interés superior del niño en los casos que conciernen a adolescentes 
en conflicto con la ley penal; a fin de fortalecer el uso de las instituciones involucradas en la 
justicia penal juvenil . 
 
2. Revisión periódica por parte del ministerio respecto de los argumentos utilizados para justificar 
el interés superior del niño en los casos que conciernen a adolescentes en conflicto con la ley 
penal; teniendo en cuenta que como defensor de la legalidad es el primer llamado a velar porque 
el interés superior del niño sea aplicado debidamente en todos los casos que involucran a 
menores de edad. 
 
3. Capacitación por parte del Colegio de abogados respecto a temas procesales y, 
principalmente sustanciales en los casos de adolescentes infractores de la ley penal, sobre todo 
lo relativo a la aplicación del interés superior del niño en la determinación de la sanción al 
adolescente infractor; teniendo en cuenta que en su rol de defensor de un adolescente acusado 
de infringir la ley penal, tiene el deber de cautelar que dicho interés superior no se vea 
menoscabado. 
 
4. Capacitación a los integrantes de los Equipos Especializados (psicólogos, asistentes 
sociales) respecto a temas principalmente sustanciales en los casos de adolescentes infractores 
de la ley penal, sobre todo lo relativo a la aplicación del interés superior del niño en la 
determinación de la sanción al adolescente infractor; teniendo en cuenta que la ley prevé que 
ellos pueden opinar por señalar cuál es la medida socioeducativa que mejor se adecúe al interés 
superior del niño. 
 
5. Reforzar la enseñanza del Derecho a la Niñez y Adolescencia en las Facultades de Derecho de 
las Universidades, sobre todo en temas de adolescentes infractores de la ley penal, debiendo 
preferentemente tratarlo de forma especial, en un curso especial, y no solo inmerso de manera 
general en el Derecho de Familia o Derecho Penal. 
 
6. Reforzar la enseñanza del Derecho a la Niñez y Adolescencia en las Instituciones Educativas 
que tengan la tarea de educar a adolescentes, teniendo en cuenta que los mismos se encuentra 
en una situación especial en los temas de justicia, sobre todo en infracción de la ley penal. 
 
7. Las recomendaciones antes señaladas deben adoptarse con carácter de urgente, toda vez 
que esperar demasiado implica que la sociedad pueda encontrarse desprotegiendo en el presente 
a un niño o adolescente en conflicto con la ley penal, respecto de quien cuando recién se piense 
en adoptar alguna medida en su favor, puede que ya sea demasiado tarde, pues por el tiempo 
fácilmente deja de tener esa condición de menor de edad, así como pueda ser muy tarde para 
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UNIVERSIDAD NACIONAL DE PIURA 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
Título de la Tesis: “El interés superior del niño en la determinación de las sanciones 
al adolescente infractor a la ley penal”. 




Nombre del Entrevistado: __________________________________________ 
 
En la Observación General N° 14 del Comité sobre los Derechos del Niño -Sobre el derecho del niño 
a que su interés superior sea una consideración primordial-, se precisa que “el objetivo del concepto 
del interés superior del niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos 
reconocidos por la Convención y el desarrollo holístico del niño”.  
 
1. ¿Considera que es obligatorio o discrecional que en los casos referidos a un adolescente 
encontrado responsable de infringir la ley penal, la sentencia judicial debe contener una 
motivación expresa de cómo se aplicó el interés superior del niño al imponer una medida 












2. ¿Cómo entiende el interés superior del niño en la imposición de una medida socioeducativa 
de internación en un centro juvenil a un adolescente responsable de infringir la ley penal? 









3. ¿Cómo entiende el interés superior del niño en la determinación de la duración de una 
medida socioeducativa de internación en un centro juvenil a un adolescente responsable 










4. Considera que la aplicación del interés superior del niño se cumple solamente con 
justificar la imposición de una medida socioeducativa y su duración en atención a los 
criterios previstos por el artículo 153° del Decreto Legislativo N° 1348 - Decreto Legislativo 
que aprueba el Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes, el cual prescribe que: 
"son criterios para determinar la imposición de la medida socioeducativa y su duración al 
momento de dictarse la sentencia condenatoria: 1. La gravedad de la infracción;  2. La 
gravedad del daño causado; 3. El grado de participación del adolescente en la infracción; 4. 
La edad del adolescente al momento de cometer la infracción; 5. La proporcionalidad e 
idoneidad de la medida socioeducativa atendiendo al interés superior del adolescente y el 
principio educativo; 6. La capacidad del adolescente para cumplir la medida socioeducativa; 
7. La voluntad de reparar el daño mostrada por el adolescente; 8. La contención y contexto 
familiar del adolescente; y 9. Las condiciones personales y sociales del adolescente". Por 







NOTA: El entrevistado autoriza que la presente entrevista forme parte de los anexos de los 
instrumentos de recolección de los datos de la presente tesis.  SI                      NO   
_______________________________ 
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